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En el presente trabajo se aborda la responsabilidad penal de la persona jurídica, 
con especial hincapié en los aspectos más relevantes que ha traído la reforma del Código 
Penal, a través de la Ley Orgánica 1/2015, de 1 de marzo. El Trabajo comienza con un 
estudio de la teoría del delito y aspectos dogmáticos respecto a la persona jurídica, y su 
adecuación a ellos. Continúa con un análisis del Derecho comparado, para reflejar como 
los países de nuestro entorno han tratado la responsabilidad penal de la persona jurídica,  
un estudio de los aspectos más relevantes de la comisión del hecho delictivo por la 
persona jurídica, su responsabilidad propia o vicarial, y las particularidades que de ello 
derivan. Se hace especial hincapié en los modelos de prevención del delito, y como se 
han estructurado sus elementos con la reforma de 2015. Se efectúa un repaso sobre los 
aspectos procesales más relevantes que se pueden dar en un procedimiento penal dirigido 
contra la persona jurídica, y finalmente se tratarán las penas que pueden ser impuestas a 
la persona jurídica, cuando sea condenada por la comisión de un delito. En las 
conclusiones, se formulan aquellas críticas que se considera que deben hacerse al actual 
sistema de responsabilidad penal de la persona jurídica. 
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In this disiertation, we study the criminal liablity of the corporate person, 
especially dealing with the most important aspects in the Criminal Code, that have 
changed with the Organic Law 1/2015, of the first of March. This paper starts with a 
research of the theory of crime, and dogmatic aspects of the corporate person. It goes on 
to examine Comparative Law to reflect on how the different European countries have 
dealt with the responsibility of the corporate person, a study of the most important aspects 
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of the commission of the crime by the corporate person, its responsibility and the 
consequences of the act. Special emphasis is given to compliance programs and how its 
elements have been structured with the reform of 2015. Here is also a review of 
procedural aspects that can take place in a criminal process, and the criminal sanctions 
that can be given to a corporate person when a corporate person is sentenced as a 
consequence of a crime. In the conclusion, we deal with some criticism, that can be done 
to the real system of criminal liability of the corporate person. 
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La responsabilidad penal de la persona jurídica es un tema novedoso a todas luces, 
ya que se introdujo en el Código Penal español a través de la Ley Orgánica 5/2010, de 22 
de junio, por la que se modificó la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código 
Penal. 
Es un tema que ha generado mucha controversia en el sistema jurídico español, y 
en especial en el ámbito de la doctrina penalista, donde ya antes de su introducción en el 
Código Penal conllevó numeroso debate de gran calado, y que todavía sigue existiendo, 
ya que el principio societas delinquere non potest, ha  sido una referencia  a lo largo de 
la Historia y, como es lógico, la superación o aislamiento de ciertos principios de nuestra 
ciencia jurídica, considerados ineludibles en su momento, conlleva un proceso de 
reflexión y  maduración extenso. 
Este mismo proceso de reflexión ha sido lo que ha llevado a la elaboración de este 
Trabajo, la necesidad de conocer de cerca este ámbito, que tantas preguntas hacía surgir 
en relación con los principios informadores del Derecho Penal, que uno siempre había 
conocido, y cómo la figura de la persona jurídica podría integrarse en ellos, cómo 
subsumir un ente corporativo, no personalista, en la teoría del delito. 
Dejando al lado un aspecto más personal de la finalidad del estudio de este ámbito 
que, por otra parte, ha resultado apasionante, otro de los motivos fundamentales ha sido 
la gran repercusión jurídico-social que ha tenido en todos los foros, sobre todo a partir de 
la reforma promulgada por la Ley Orgánica 1/2015, de 1 de marzo, que trajo a nuestro 
ordenamiento penal, el famoso Compliance, y las oportunidades profesionales que se 
abrían en este campo han motivado el estudio de la responsabilidad penal de la persona 
jurídica, queriendo también darle ese carácter práctico necesario para el ejercicio, a través 
del estudio de los modelos de prevención del delito y sus consecuencias jurídico penales, 
para poder desarrollarlos también desde un punto de vista pragmático. 
El estudio profundo de la responsabilidad penal de la persona jurídica ha resultado 
de una utilidad formativa muy satisfactoria, debido a la gran reflexión jurídica y 
dogmática, que necesariamente conlleva el estudio de este ámbito, en el que es necesario 
entender cada uno de los elementos de la teoría del delito, de sus concepciones, junto a 
una necesidad evidente de apertura de miras y de comprender la evolución de la ciencia 
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jurídica que, como ciencia social, necesita evolucionar, para poder desarrollar e integrar 
en ellos a la persona jurídica, y su eventual responsabilidad penal. 
El estudio de la responsabilidad penal de la persona jurídica, se ha llevado a cabo 
a través del estudio del Derecho positivo, con gran influencia de la doctrina, debido a que, 
por la propia novedad del asunto, no existe apenas jurisprudencia consolidada sobre este 
ámbito, aunque sí se ha tratado la jurisprudencia más reciente del Tribunal Supremo sobre 
ello, así como sentencias y resoluciones congruentes, tanto del Tribunal Constitucional, 
como los primeros pronunciamientos también de la Audiencia Nacional, todo ello tratado 
con un pensamiento crítico. 
El Trabajo se estructura en diferentes epígrafes, en los que los primeros guardan 
relación con esa comprensión de la  historia de la responsabilidad penal de la persona 
jurídica. Así tenemos en el epígrafe II los antecedentes legislativos, en el III el Derecho 
comparado, con una mirada hacia cómo los países de nuestro entorno han tratado la 
responsabilidad penal de la persona jurídica, y un epígrafe IV de estudio de la persona 
jurídica en su relación con la teoría del delito, en especial, con el elemento de la acción y 
de la culpabilidad y su cohonestación con ellos. En el epígrafe V nos adentramos ya en la 
regulación legal vigente, a través de la discusión sobre la responsabilidad vicarial o 
autónoma, los delitos que dan lugar a responsabilidad penal, las vías de imputación de la 
persona jurídica, así como el elemento del beneficio que se reporta a la persona jurídica 
por la comisión del hecho delictivo. 
Ya en el epígrafe VI nos introducimos en el estudio de los modelos de prevención 
del delito, las consecuencias jurídico-penales que pueden tener lugar con su implantación, 
así como los requisitos de éstos, todo ello enfocándose desde el pragmatismo que nos 
permitían en estas líneas. 
En el epígrafe VI hemos querido dar unas pinceladas al tratamiento y estatus de 
la persona jurídica en el proceso penal, observando aquellos temas que nos parecían de 
mayor interés, como son las personas jurídicas imputables e inimputables, el 
representante legal de la persona jurídica en el proceso penal, las medidas cautelares 
aplicables, la conformidad de la persona jurídica en el proceso penal, y la especialidades 
que  surgen en torno a la carga de la prueba y los modelos de cumplimiento, que se pueden 
dar en el transcurso del procedimiento penal. 
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Por último, como no podía ser de otra forma, tratándose de un Trabajo sobre la 
responsabilidad penal de la persona jurídica, en el epígrafe VIII hemos analizado las 
penas que son aplicables a ésta, así como sus circunstancias modificativas y la extinción 
de la responsabilidad penal. 
 
II. Antecedentes legislativos 
La primera aproximación que tiene lugar en nuestro ordenamiento jurídico 
español, a la responsabilidad penal de la persona jurídica, es la publicación del actual 
Código Penal (en adelante C.P.), a través de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de 
noviembre, del Código Penal.  
Se produce a través de la introducción del artículo 129 C.P1., en el que por primera 
vez en el Derecho Penal español, se regulan las denominadas “consecuencias 
accesorias”. Con éstas, se dio una respuesta penal, a personas jurídicas, asociaciones, 
fundaciones, entre otras. En definitiva, a sujetos distintos a personas físicas, como 
siempre había sido el sujeto receptor de la norma penal. 
Con la reforma del C.P. a través de la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre, 
por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, 
por primera vez se reconoce expresamente, por el legislador español, la responsabilidad 
                                                          
1 “1. El Juez o Tribunal, en los supuestos previstos en este Código, y previa audiencia de los titulares o de 
sus representantes legales, podrá imponer, motivadamente, las siguientes consecuencias: 
a) Clausura de la empresa, sus locales o establecimientos, con carácter temporal o definitivo. La clausura 
temporal no podrá exceder de cinco años. 
b) Disolución de la sociedad, asociación o fundación. 
c) Suspensión de las actividades de la sociedad, empresa, fundación o asociación por un plazo que no 
podrá exceder de cinco años. 
d) Prohibición de realizar en el futuro actividades, operaciones mercantiles o negocios de la clase de 
aquéllos en cuyo ejercicio se haya cometido, favorecido o encubierto el delito. Esta prohibición podrá 
tener carácter temporal o definitivo. Si tuviere carácter temporal, el plazo de prohibición no podrá exceder 
de cinco años. 
e) La intervención de la empresa para salvaguardar los derechos de los trabajadores o de los acreedores 
por el tiempo necesario y sin que exceda de un plazo máximo de cinco años. 
2. La clausura temporal prevista en el subapartado a) y la suspensión señalada en el subapartado c) del 
apartado anterior, podrán ser acordadas por el Juez Instructor también durante la tramitación de la causa. 
3. Las consecuencias accesorias previstas en este artículo estarán orientadas a prevenir la continuidad en 




penal de la persona jurídica, ya que, como se establece en la Exposición de Motivos, “se 
aborda la responsabilidad penal de la persona jurídica, a través de…”2, haciendo 
responsable a la persona jurídica, cuando se ha condenado a una pena de multa al 
administrador de la sociedad, al pago de ella, como responsable directo y solidario. Así 
además, se permitía en el delito de tráfico de drogas, en caso de que se hubiera cometido 
el delito a través de una sociedad, imponerle determinadas sanciones interdictivas, 
estableciendo expresamente responsabilidad penal de la persona jurídica en la Parte 
Especial del Código Penal. 
Ya en la reforma del C.P., a través de la Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, por 
la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, se 
introduce expresamente y se produce una regulación completa de la responsabilidad penal 
de la persona jurídica. Se introduce en la Parte General del Código Penal, la 
responsabilidad penal de la persona jurídica, a través del artículo 31bis C.P., así como en 
la Parte Especial se establece la responsabilidad penal de la persona jurídica, en cada uno 
de los tipos en los que el sujeto activo puede ser una persona jurídica, ya que, como 
expondremos en el desarrollo del texto, nos encontramos ante un sistema de numerus 
clausus, tal como se establece en la propia Exposición de Motivos, de la L.O. 5/2010, de 
22 de junio3. 
A través de la Ley Orgánica 7/2012, de 27 de diciembre, por la que se modifica la 
Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal en materia de transparencia 
y lucha contra el fraude fiscal y en la Seguridad Social, se produce la primera reforma, 
relacionada con la responsabilidad penal de la persona jurídica, después de su 
introducción definitiva en el C.P. español, y fue la inclusión como sujetos activos 
penalmente responsables, de los partidos políticos y sindicatos, debido a la gran 
repercusión que tuvo su exclusión4, y máxime en el momento político y judicial en el que 
                                                          
2 “Se aborda la responsabilidad penal de las personas jurídicas, al establecerse que cuando se imponga 
una pena de multa al administrador de hecho o de derecho de una persona jurídica por hechos 
relacionados con su actividad, ésta será responsable del pago de manera directa y solidaria. Asimismo, en 
los supuestos de tráfico de drogas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, se prevé la posibilidad de 
que si el delito se ha cometido a través de una sociedad u organización ésta, además de poder ser 
clausurada, suspendida en su actividad, disuelta o intervenida, pueda ser privada del derecho a obtener 
beneficios fiscales y puedan ser sus bienes objeto de comiso” 
3 “Esta responsabilidad únicamente podrá ser declarada en aquellos supuestos donde expresamente se 
prevea” 
4 Brillante crítica, de inexorable lectura, MESTRE DELGADO, E., Personas jurídicas desiguales, La Ley 
Penal nº81, Edit. La Ley, abril 2011 
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nos encontrábamos y nos encontramos, sobre la corrupción en el país, en el que ha 
salpicado de lleno a ambas instituciones. 
Finalmente, con la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, por la que nuevamente 
se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal se ha 
dispuesto el sistema de responsabilidad penal de la persona jurídica vigente, a través de 
una serie de mejoras técnicas dadas al texto legal inicial, por las recomendaciones tanto 
de la doctrina española, como de organizaciones internacionales, y en consonancia con 
los países de nuestro entorno. Ha sido una reforma necesaria  a todas luces, en vista a 
aclarar determinados conceptos y situaciones, que era necesario introducir y esclarecer, 
como los Modelos de prevención, gestión y supervisión del delito, y determinadas 
aclaraciones acerca de qué tipo de responsabilidad penal era la de persona jurídica, 
disponiendo el legislador su decisión de considerar la responsabilidad penal de la persona 
jurídica una responsabilidad autónoma , en la Exposición de motivos,5 después del gran 
debate doctrinal sobre ello. 
 
III. Derecho Comparado 
En primer lugar, antes de entrar a valorar el Derecho comparado en profundidad, 
vemos necesario referenciar las directrices de la Unión Europea en este ámbito, que han 
sido, en la mayoría de las ocasiones, las propulsoras de que hoy en día se haya 
abandonado el principio societas delinquere non potest, y se haya introducido la 
responsabilidad penal de las personas jurídicas en los ordenamientos jurídicos europeos. 
Así, la Recomendación Núm. 16(88), de 20 de octubre, del Comité de Ministros 
del Consejo de Europa, fue la primera directriz europea que reconoció la responsabilidad 
penal de la persona jurídica, para castigar y prevenir la ilicitud del comportamiento de las 
personas jurídicas.  
                                                          
5“Con ello se pone fin a las dudas interpretativas que había planteado la anterior regulación, que desde 
algunos sectores había sido interpretada como un régimen de responsabilidad vicarial, y se asumen ciertas 
recomendaciones que en ese sentido habían sido realizadas por algunas organizaciones internacionales. 
En todo caso, el alcance de las obligaciones que conlleva ese deber de control se condiciona, de modo 
general, a las dimensiones de la persona jurídica” 
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Este cambio de perspectiva legislativa se basó en la necesariedad de reacción del 
Derecho Penal al fenómeno económico delincuencial de las grandes corporaciones y su 
intrumentalización para el delito. El cambio de contexto social y de las interacciones de 
los sujetos en el mundo actual hizo necesario modificar la teoría de del control social por 
la teoría de los sistemas6. 
En el Convenio sobre Cibercrimnalidad del Consejo de Europa de 2001, se sienta 
como referencia la proximidad con el modelo de responsabilidad penal de la persona 
jurídica en nuestro C.P.. Se preveía la responsabilidad penal de la persona jurídica en el 
caso de que el delito fuera cometido por persona física, representante o persona autorizada 
en nombre de la sociedad, o persona bajo la responsabilidad de éstas y que lo hubiesen 
permitido, creando una especie de comisión por omisión. Así quedaba reflejado en el 
artículo 12 del citado Convenio7. Bien es cierto, como se expresa en el citado artículo que 
se otorgaba libertad a cada Estado Parte para establecer la responsabilidad de la persona 
jurídica que se considerara oportuna, pudiendo ser penal, civil o administrativa. Si bien 
la mayoría de los instrumentos europeos8 dan libertad a los Estados para implantar las 
                                                          
6  DE LA CUESTA ARZAMENDI, J.L. y PEREZ MACHIO, A.I., La responsabilidad penal de las 
personas jurídicas en el marco europeo: las Directrices comunitarias y su implementación por los Estados, 
en Responsabilidad Penal de las Personas Jurídicas, dirigido por DE LA CUESTA ARZAMENDI, J.L. y 
coordinado por  DE LA MATA BARRANCO, N.J., Edit. Aranzadi, Navarra, 2013, pág. 130 
7 “1.Cada Parte adoptará· las medidas legislativas y de otro tipo que resulten necesarias para que pueda 
exigirse responsabilidad a las personas jurídicas por los delitos previstos de conformidad con el presente 
Convenio, cuando sean cometidos por cuenta de las mismas por cualquier persona física, tanto en calidad 
individual como en su condición de miembro de un Órgano de dicha persona jurídica, que ejerza funciones 
directivas en la misma, en virtud de: a)un poder de representación de la persona jurídica; b)una autoriza-
ción para tomar decisiones en nombre de la persona jurídica; c)una autorización para ejercer funciones 
de control en la persona jurídica. 2. Además de los casos ya previstos en el apartado 1 del presente artículo, 
cada Parte adoptar· las medidas necesarias para asegurar que pueda exigirse responsabilidad a una per-
sona jurídica cuando la falta de vigilancia o de control por parte de una persona física mencionada en el 
apartado 1 haya hecho posible la comisión de un delito previsto de conformidad con el presente Convenio 
en beneficio de dicha persona jurídica por una persona física que actúe bajo su autoridad. 3 .Con sujeción 
a los principios jurídicos de cada Parte, la responsabilidad de una persona jurídica podrá· ser penal, civil 
o administrativa. 4 Dicha responsabilidad se entenderá· sin perjuicio de la responsabilidad penal de las 
personas físicas que hayan cometido el delito”.  
 
8 Decisión Marco 2000/383/JAI, de 29 de mayo, sobre el fortalecimiento de la protección, por medio de 
sanciones penales y de otro tipo, contra la falsificación de moneda con miras a la introducción del euro; 
Decisión Marco 2001/143/JAI, de 28 de mayo, sobre la lucha contra el fraude y la falsificación de medios 
de pago de distintos del efectivo; Decisión Marco 2002/475/JAI de 13 de junio, de lucha contra el 
terrorismo; Decisión Marco 2002/629/JAI, de 19 de julio, relativa a la lucha contra la trata de seres 
humanos,; Decisión Marco 2002/946/JAI, de 28 de noviembre, destinada a reforzar el marco penal para la 
represión de la ayuda a la entrada, a la circulación y a la estancia irregulares; Decisión Marco 2004/757/JAI, 
de 25 de octubre relativa al establecimiento de disposiciones mínimas de los elementos constitutivos de los 
sistemas informáticos; Decisión Marco 2008/841/JAI, de 24 de octubre, relativa a la lucha contra la 
delincuencia organizada; Directiva 2008/99/CE, de 19 de noviembre, relativa  a la protección del medio 
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medidas disuasorias que consideren oportunas, y es de resaltar cómo los textos europeos 
hacen alusión al término sanción/medida, y no pena, por lo que se puede ver cómo la 
responsabilidad penal de la persona jurídica no viene impuesta a nivel europeo, teniendo 
libertad los Estados miembro de regularla como consideren9. Se establece también por la 
normativa europea que las sanciones deben ser disuasorios, proporcionadas y efectivas. 
Se contempla la multa como estándar fijo, y otras medidas de carácter potestativo10. 
Respecto a las personas jurídicas imputables penalmente, ya la Directiva 
2008/99/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de noviembre de 2008, relativa 
a la protección del medio ambiente mediante el Derecho penal, establecía en su artículo 
2d) la definición de éstas como: “toda persona jurídica conforme al Derecho interno 
aplicable, a excepción de los Estados u organismos públicos que actúen en el ejercicio 
de la potestad del Estado y de las organizaciones internacionales públicas”. Por lo que, 
ya en el marco normativo europeo, se excluye al Estado, Administraciones públicas y 
organismos públicos de responsabilidad penal, siendo una cuestión para la reflexión, de-
bido a la incipiente corrupción que asola este país, siendo también perpetrada a través de 
las instituciones públicas. 
Entrando ya en el estudio del Derecho comparado europeo, son de resaltar 
básicamente dos posiciones encontradas. Por una parte, nos encontramos con Alemania 
e Italia, grupo del que formaba parte España hasta el año 2010, en los que no se reconoce 
la responsabilidad penal de la persona jurídica, debido al enfrentamiento de la teoría 
clásica del delito, la acción y la culpabilidad con un ente11. 
En Alemania se niega la responsabilidad penal de la persona jurídica, debido a 
que el injusto reside en el comportamiento humano; es un Derecho Penal antropocéntrico. 
Si bien establece responsabilidad administrativa a la persona jurídica, cuando el hecho 
                                                          
ambiente, mediante el Derecho Penal,; Decisión Marco 2008/913/JAI, de 28 de noviembre, relativa a la 
lucha contra determinadas formas  de racismo y xenofobia mediante el Derecho Penal. 
9 DE LA CUESTA ARZAMENDI, J.L. y PEREZ MACHIO, A.I., La responsabilidad penal de las 
personas jurídicas en el marco europeo: las Directrices comunitarias y su implementación por los 
Estados…, op.cit., pág. 136. 
10 Ibidem., pág. 139. 
11 LUZON PEÑA, D.M., Lecciones de Derecho Penal (Parte General), Edit. Tirant lo Blanch, Valencia, 
2012, pág. 150. 
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delictivo es cometido por una persona física en una posición representativa dentro de la 
empresa, y existe un hecho de conexión entre el hecho y la persona jurídica12. 
En el Derecho italiano tampoco se acepta la responsabilidad penal de la persona 
jurídica, apoyándose en el fundamento de la responsabilidad personal por el hecho, 
entendiendo que el hecho que realiza la persona física no puede ser atribuido a la persona 
jurídica13. Pero sí que establece, como sucede en Alemania, responsabilidad 
administrativa, con un modelo cuyos presupuestos son muy semejantes a los establecidos 
en la reforma del C.P. por la LO/1/2015, en España14. 
 Por otra parte, hay un número importante países de Europa, en los que sí se ha 
reconocido la responsabilidad penal de la persona jurídica, y entre ellos se encuentran: 
 Bélgica: Se incorporó la responsabilidad penal de la persona jurídica al Código 
Penal belga en 1999. Se entiende la responsabilidad penal como una 
responsabilidad autónoma de la persona jurídica15. En el modelo belga, no se 
exige la culpabilidad de la persona física que realiza el hecho típico, sino una 
conducta típica y antijurídica, así como se exige que la persona física sea un 
representante legal, administrador, una persona autorizada para tomar decisiones 
en la empresa16. Es necesario también que la conducta se lleve a cabo en su 
actividad principal y en relación a los intereses de la persona jurídica, o que sea 
cometida por cuenta o nombre de ella, siendo éstos criterios alternativos, pudiendo 
imputarse la responsabilidad penal por cualquiera de ellos17. 
No se hacen distinciones acerca del carácter público o privado de las 
corporaciones, ni de los fines lucrativos o no de las empresas, pero sí excluye de 
responsabilidad penal a las Administraciones públicas, tanto estatales, como 
                                                          
12DE LA CUESTA ARZAMENDI, J.L. y PEREZ MACHIO, A.I., La responsabilidad penal de las 
personas jurídicas en el marco europeo: las Directrices comunitarias y su implementación por los 
Estados…,op.cit., pág. 142. 
13 Ibidem., pág. 142. 
14 Decreto Legislativo 8 junio 2001, n.231, sobre la responsabilidad administrativa de las personas jurídicas, 
de las sociedades, y de asociaciones sin personalidad jurídica. 
15 FRANSSEN, V. El caso belga, Cuaderno del Instituto Vasco de Criminología nº28-2014, Ed. Instituto 
Vasco de Criminología, San Sebastián, 2014, pág. 65. 
16 DE LA CUESTA ARZAMENDI, J.L. y PEREZ MACHIO, A.I., La responsabilidad penal de las 
personas jurídicas en el marco europeo: las Directrices comunitarias y su implementación por los 




autonómicas y locales. Ello fue muy criticado por los juristas locales, ya que 
consideraban que el Estado no podía estar por encima de la Ley y lo consideraban 
discriminatorio, incluso llegando el Tribunal Constitucional belga a pronunciarse 
sobre la igualdad de trato y discriminación, disponiendo que la exclusión estaba 
justificada, debido a la naturaleza jurídica de la Administración Pública, 
existiendo ya un control político, y en razón también de la función social 
imprescindible en la sociedad18. 
La pena de multa es la sanción por excelencia, existiendo también otras sanciones 
interdictivas, como suspensión de actividades, disolución, prohibición de 
actividades, entre otras. Existe una regla muy llamativa, teniendo en cuenta que 
el modelo belga es un modelo de responsabilidad autónoma de la persona jurídica, 
y es que, cuando la persona física comete el hecho delictivo con imprudencia, sólo 
se penará a uno de los dos sujetos, a la persona física o a la jurídica, en función de 
en cuál radique la pena más grave. En cambio, si es cometido con dolo, la 
responsabilidad será acumulativa, penando a ambos sujetos19. 
No establece un sistema de numerus clausus, si bien es cierto que la práctica 
judicial reduce los delitos que puede cometer la persona jurídica, pero no los limita 
la Ley. 
 Francia: Se introduce la responsabilidad penal de la persona jurídica en el año 
199420. El sistema francés considera la responsabilidad de la persona jurídica 
como autónoma, teniendo que ser los sujetos que realicen el hecho delictivo, los 
representantes o administradores de hecho o de derecho, órganos de 
administración, debido a que se entiende que en ellos reside la voluntad de la 
persona jurídica de cometer el delito, siendo necesario que la persona jurídica 
obtenga un provecho directo o indirecto del hecho delictivo, excluyéndose la 
responsabilidad si el autor material lo realiza con un interés exclusivo21. Existe 
                                                          
18 FRANSSEN, V. El caso belga…op.cit., pág. 70 y ss. 
19 Ibidem. 
20 LUZON PEÑA, D.M., Lecciones de Derecho Penal (Parte General)…op.cit., pág. 150. 
21 DE LA CUESTA ARZAMENDI, J.L. y PEREZ MACHIO, A.I., La responsabilidad penal de las 
personas jurídicas en el marco europeo: las Directrices comunitarias y su implementación por los 
Estados…op.cit., pág. 141 
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una responsabilidad acumulativa respecto de las penas de la persona física y la 
jurídica. 
Considera responsables penalmente a las personas jurídicas, las cuales 
deben cumplir con el formalismo de estar inscritas en el Registro mercantil 
francés, ya tengan ánimo de lucro o no. Por tanto, incluye a sociedades civiles o 
comerciales, asociaciones, fundaciones, sindicatos y partidos políticos. A las 
entidades de Derecho Público también las considera responsables, exceptuando al 
Estado y Administraciones, y a los entes públicos, exceptuando cuando éstos 
realizan actividades susceptibles de delegación de servicio público22. 
La multa es la pena principal, pero también se han previsto penas 
interdictivas como la disolución -con la excepción de los entes públicos, 
sindicatos o partidos políticos-, prohibición de actividades, cláusula de locales, 
entre otras23. 
 Portugal: La introducción de la responsabilidad penal de la persona jurídica tuvo 
lugar en 1982, en el que se introdujo en el C.P. portugués una cláusula en su 
artículo 11, en la que se decía “salvo disposición en contra, sólo las personas 
físicas serán susceptibles de responsabilidad penal”, por lo que se dejaba espacio 
a  leyes penales especiales para tipificar las conductas delictivas que podía 
cometer la persona jurídica. Así fue a través del Decreto-Ley nº28/84 para 
infracciones económicas y salud pública. Posteriormente, en el año 2007, con la 
reforma del C.P. portugués ya se instaura la responsabilidad penal de la persona 
jurídica para una serie de delitos, estableciendo un sistema de numerus clausus, a 
través de la Ley 59/2007, con lo que se reconoció la capacidad de acción, 
culpabilidad y punibilidad a las personas jurídicas24.  
La doctrina portuguesa considera que se estableció en el C.P. portugués un 
sistema de atribución mixto, combinando tanto el modelo de 
heterorresponsabilidad como el de responsabilidad autónoma, entendiendo el 
                                                          
22 POELEMANS, M., El caso francés en Cuaderno del Instituto Vasco de Criminología nº28-2014…op.cit., 
pág. 114 y ss. 
23 Ibidem 
24 DE LA CUESTA ARZAMENDI, J.L. y PEREZ MACHIO, A.I., La responsabilidad penal de las 
personas jurídicas en el marco europeo: las Directrices comunitarias y su implementación por los 
Estados,…op.cit. pág. 146 y ss. 
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primero de ellos cuando el hecho delictivo se realiza por representantes, 
administradores, personas con autoridad y control social, y entendiendo el 
segundo cuando el hecho es cometido por los subordinados de éstos, debido a la 
falta de control y el incumplimiento de los deberes de vigilancia y control de la 
persona jurídica25. Es necesario que sea identificada la persona física que ha 
cometido el hecho delictivo para poder imputar a la persona jurídica26.  
Podrán ser responsables penalmente las personas jurídicas, las sociedades 
civiles, y las asociaciones de hecho. Se excluye al Estado, entidades públicas y 
organismos internacionales27. 
La pena de multa es la pena principal, existiendo también penas accesorias, 
como la clausura de establecimientos, prohibición de actividades, entre otras. 
Tienen una fuerza importante en el sistema portugués, ya que, la imposición de 
éstas hace que la pena cumpla mejor su función preventiva, debido a que en las 
personas jurídicas con gran poder económico, la multa puede no llegar  a alcanzar 
un fin disuasorio, al realizar el estudio de la equivalencia coste/beneficio por parte 
de la empresa28. La pena de disolución sólo tiene lugar cuando la entidad ha sido 
instrumentalizada para la comisión de  los hechos delictivos desde el principio o 
posteriormente a ellos, por lo que es alternativa a la pena de multa, sólo se pondrá 
una u otra, dependiendo del tipo de persona jurídica frente al que nos 
encontremos29. 
En el sistema de penas portugués se prevé una pena alternativa o 
sustitutoria en el artículo 90 C.P., como garantía de buena conducta, que es una 
especie de suspensión de la ejecución de la pena de multa, a través de la que 
prestando una fianza, por un tiempo limitado entre uno y cinco años, si la persona 
jurídica no vuelve  a cometer ningún delito, se devuelve la fianza y se extingue la 
                                                          
25 BRANDÂO, N. y JESUS, S., El caso portugués, Cuaderno del Instituto Vasco de Criminología nº28-
2014…op.cit., pág. 125 y ss. 
26 Ibidem 
27 DE LA CUESTA ARZAMENDI, J.L. y PEREZ MACHIO, A.I., La responsabilidad penal de las 
personas jurídicas en el marco europeo: las Directrices comunitarias y su implementación por los 
Estados…op.cit., pág. 146 y ss. 
28 BRANDÂO, N. y JESUS, S., El caso portugués…op.cit. pág. 125 y ss. 
29 DE LA CUESTA ARZAMENDI, J.L. y PEREZ MACHIO, A.I., La responsabilidad penal de las 
personas jurídicas en el marco europeo: las Directrices comunitarias y su implementación por los 
Estados…op.cit., pág. 146 y ss. 
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pena de multa. En cambio, si comete un hecho delictivo se tendrá que hacer frente 
a la pena de multa y la fianza será requisada30. 
 
 Por lo tanto, según los ejemplos de los ordenamientos jurídicos europeos, 
Alemania e Italia continúan fieles al principio societas delinquere non potest, apoyados 
sobre todo en la dogmática alemana, fiel defensora de un Derecho Penal antropocéntrico, 
y referencia frente al Derecho Penal español, que siguió el modelo hasta el 2010, cuando 
el legislador prefirió interpretar la normativa europea en aras a crear una responsabilidad 
penal de la persona jurídica, estableciendo el modelo próximo a países europeos. El 
sistema español tiene caracteres varios de cada uno de los modelos citados, tanto en 
imputación, como en delitos, como en sistema de penas, siendo relevante el modelo 
portugués, en el que se establece una pena alternativa/sustitutiva a la pena de multa y que 
el legislador español no previó en nuestro modelo, y que sería muy necesario valorar, en 
comparación también como se establece en la pena de prisión para las personas físicas. 
 
IV. Naturaleza jurídica 
 
1. La responsabilidad penal de la persona jurídica en la teoría del delito 
La persona jurídica y la teoría clásica del delito, conformada por la acción, 
tipicidad, antijuridicidad, culpabilidad y punibilidad, han estado enfrentadas desde 
siempre, como ya hemos expresado anteriormente; el denominado principio societas 
delinquere non potest ha sido muestra de ello. Se consideraba, y por parte de la doctrina, 
se sigue considerando, que es incompatible que la persona jurídica tenga responsabilidad 
penal31, debido a que es propiamente una ficción y colisiona con las concepciones de la 
teoría clásica del delito, en la que se entendía al sujeto activo del delito como una persona 
libre con capacidad de determinación, lo que hacía que fuera reprochable penalmente su 
conducta, debido precisamente a su capacidad intelectual para tomar otra decisión en la 
que no se lesionara el bien jurídico. Por ello, debido a que la persona jurídica, como es 
                                                          
30 BRANDÂO, N. y JESUS, S., El caso portugués....op.cit., pág 125 y ss. 
31 Se partía del principio de que en el Derecho Penal no cabe la culpa colectiva, sino que se parte del 
principio de responsabilidad penal subjetiva, por todos, MESTRE DELGADO, E., ¿Penas para empresas?, 
La Ley Penal nº40, Edit. La Ley, julio-agosto, 2007 
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obvio, no tiene capacidad alguna de determinación, bajo el concepto psicológico, y como 
expresa el artículo 37 del Código Civil “la capacidad civil de las corporaciones se 
regulará por las leyes que las hayan creado o reconocido; la de las asociaciones por sus 
estatutos, y las de las fundaciones por las reglas de su institución, debidamente 
aprobadas por disposición administrativa, cuando este requisito fuere necesario”, es 
claro que la capacidad de decisión de una persona jurídica no nace de su propia naturaleza 
como ente, sino por lo conferido en el ordenamiento jurídico, al haber sido creada en la 
praxis para facilitar el tráfico mercantil y económico. 
Para entender si las personas jurídicas pueden integrarse en la teoría del delito, y 
por tanto a sus elementos, hay que partir de qué concepto tenemos de la norma jurídico 
penal. Si entendemos la norma jurídico penal como directiva, es decir, como guía a la 
persona jurídica, que tiene libertad de conciencia a la no realización de un hecho, la 
conducta de una persona jurídica no puede ser anti normativa, debido a que no tiene 
conciencia  ni libertad de poder actuar contra la norma. Pero si tenemos un punto de vista 
de concepción de la norma jurídica como conducta instrumentalizada, y entendemos 
aquellas expectativas que por su relevancia en la sociedad deben tener una sanción penal, 
en esta teoría, si las personas jurídicas son agentes económicos, se puede entender que 
puedan ser sujetos de la norma jurídica penales si las contravienen32. 
Parte de la doctrina entiende que el Derecho Penal debe ser reformado, crear un 
Derecho Penal independiente a la persona física, reelaborando el concepto de sujeto, 
ampliándolo en base a la teoría de los sistemas y a la prevención general positiva del 
Derecho Penal33. 
Por todo ello, a continuación, vamos a intentar conjuntar y dar respuestas a las 
grandes discusiones dogmáticas que se han producido en torno a la responsabilidad penal 
y a la persona jurídica, a través de los elementos de la teoría del delito en los que se puede 
entender que se produce una mayor colisión, por su naturaleza, con especial atención a la 
posible ruptura de los principios de acción y culpabilidad, así como la posibilidad de que 
                                                          
32 SILVA SANCHEZ, J.M., La evolución ideológica de la discusión sobre la “responsabilidad penal” de 
las personas jurídicas,Derecho Penal y Criminología: Revista del Instituto de Ciencias Penales y 
Criminológicas, Vol. 29, Nº. 86-87, Edit. Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2008, pág. 136. 
33 BAJO FERNANDEZ, M., Vigencia de la responsabilidad penal de la persona jurídica en el derecho 
sancionador español,  en el colectivo Tratado de la responsabilidad penal de las personas jurídicas, dirigido 
por BAJO FERNANDEZ, M., FEIJOO SANCHEZ, B.J., y GOMEZ-JARA DIEZ, C., Edit. Aranzadi, 
Navarra, 2016, pág. 34 y ss. 
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se impute un hecho ajeno, apartando la responsabilidad por hecho propio. Y ello para 
saber, en definitiva, si estas consecuencias conllevan la responsabilidad penal de la 
persona jurídica.  
 
2. El problema de la acción y la persona jurídica 
El problema evidente de conjugar el principio de acción con la persona jurídica, 
parte del propio concepto mismo de acción en la teoría del delito. 
Bajo un concepto causal de la acción, como aquel movimiento corporal 
voluntario, que es controlado por la voluntad, y que causa un efecto en el exterior34, es 
difícilmente comprensible que este elemento pueda ser realizado por parte de la persona 
jurídica, ya que como sabemos es un ente, el cuál no tiene voluntad propia de decisión, 
entendida como la voluntad de la persona física de decidir sus actos, aunque si bien es 
cierto, que causa un efecto en el mundo exterior. Por ello LUZON considera que “ las 
actuaciones de la persona jurídica no se basan en movimientos de ésta, sino precisamente 
en los de las personas físicas que los ejecutan, y la “ voluntad” o decisión de la persona 
jurídica no es propia ni responde  a un sistema espiritual humano en situación consciente, 
sino que se forma por acuerdo, es decir, por coincidencia de voluntades reales de la 
mayoría de los miembros de un órgano colegiado, o bien en otros actos coincide 
realmente con la voluntad de alguna persona con capacidad de gestión o representación 
de la persona jurídica”. 
Si se entiende que la persona jurídica es una “cosa” en manos de un sujeto, persona 
física, cuya peligrosidad depende de la acción de éste, pero que tiene influencia en la 
persona jurídica, se debe considerar que la reacción del Derecho Penal es una forma de 
mitigar esa peligrosidad objetiva sin más, ajena a la antijuridicidad y a la culpabilidad, lo 
que rompería el principio de acción y en correlación  los siguientes35. 
En cambio, si nos representamos la teoría de los sistemas, se cambia el punto de 
partida del sujeto individual autoconsciente, se modifica la teoría de la acción, una teoría 
bajo la cual el sujeto debe partir de la concepción de si cumplió con el rol o las funciones 
                                                          
34 LUZON PEÑA, D.M., Lecciones de Derecho Penal (Parte General)…op.cit., pág. 129. 
35 SILVA SANCHEZ, J.M., La evolución ideológica de la discusión sobre la “responsabilidad penal” de 
las personas jurídicas… op.cit., pág. 138. 
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que tiene encomendadas en la sociedad, de la organización de esas funciones y  como su 
incumplimiento, debe derivar inexorablemente en responsabilidad36. 
La actuación de la persona jurídica genera una serie de efectos, de obligaciones y 
de responsabilidades que deben ser asumidas, al igual que sucede en la facultad de realizar 
contratos mercantiles o que sea sancionada administrativamente. La complejidad 
empresarial conlleva estructuras de autorreferencialidad, autodeterminación que hace que 
la persona jurídica sea responsable de su organización, como lo es la persona física. La 
persona jurídica tiene la capacidad de organizar las acciones de las personas físicas37. 
Así, es necesario que se realice una equivalencia entre la capacidad de acción de 
la persona física como base para el establecimiento de su responsabilidad penal, con la 
capacidad de organización de la persona jurídica, bajo la teoría de equivalencia 
funcional38. 
Por ello es necesario dejar a un lado el único concepto válido de acción y por ende 
de culpabilidad de la persona jurídica, de autodeterminación por la libertad de acción39, y 
establece una nueva construcción en base a equivalencias de la teoría del delito. 
 
3. La culpabilidad en la persona jurídica 
Como hemos expresado anteriormente, hay parte de la doctrina penal española 
que sigue negando el elemento de culpabilidad de la teoría del delito en la persona 
jurídica, y ello es debido a ese concepto antropocéntrico del Derecho Penal en el que se 
entiende que la culpabilidad de una persona está basada precisamente en ese poder de 
decisión con posibilidad de acceder a la norma y libremente determinar su elección40, y 
por lo tanto, en ese concepto no encuentra cabida la persona jurídica. 
                                                          
36 BAJO FERNANDEZ, M.  Vigencia de la responsabilidad penal de la persona jurídica en el derecho 
sancionador español…op.cit., pág. 34 y ss. 
37 PEREZ MACHIO, A.I. Modelos tradicionales de imputación de responsabilidad penal de las personas 
jurídicas, en Responsabilidad Penal de las Personas Jurídicas,…op.cit., pág. 26. 
38 GOMEZ- JARA DIEZ, C., Fundamento de la responsabilidad penal de las personas jurídicas, Tratado 
de la responsabilidad penal de las personas jurídicas…op.cit., pág. 104. 
39 BAJO FERNANDEZ, M. Vigencia de la responsabilidad penal de la persona jurídica… op.cit., pág.36. 
40 LUZON PEÑA, D.M., Lecciones de Derecho Penal (Parte General)…op.cit., pág. 151. 
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En contraposición a esto último, y en relación al principio de culpabilidad, en el 
Derecho Administrativo Sancionador, aunque sabemos que su aplicación es más laxa que 
en el Derecho Penal, pero el Tribunal Constitucional ha establecido en sus sentencias 
246/1991 y 59/2008, que aun no teniendo la persona jurídica el elemento volitivo en 
sentido estricto, sí tiene capacidad para infringir la norma, por lo que tiene una 
reprochabilidad directa en relación con el bien jurídico protegido por la norma y la 
necesidad de que se dé una protección verdaderamente eficaz. 
Pero en concepciones de asumir la responsabilidad penal de la persona jurídica y 
la necesidad del respeto al principio de culpabilidad, se han ido desarrollando diversas 
teorías que resumiremos, para posteriormente decantarnos por la que consideramos más 
acertada: 
Bajo el concepto funcional de culpabilidad sería necesario imponer una sanción 
penal cuando se haya producido una lesión de la norma, y ésta no pueda ser restablecida 
si no es con una imposición de una sanción. Por ello, si la persona jurídica tiene la 
capacidad de producir esa lesión en la norma, en el bien jurídico protegido, es necesario 
la imposición de la sanción, ya que si no, no quedaría reestablecida la vigencia de la 
norma41. 
La teoría de la evitabilidad entiende que la culpabilidad de la persona jurídica se 
va a basar en la capacidad de evitar que se produzca el hecho delictivo. Bajo esta teoría 
sólo puede serle imputado el hecho, si se comprueba que no ha establecido los medios 
necesarios para evitarlo, y se traslada la imputación de la persona física a la jurídica como 
sucede con la acción, haciéndola realmente culpable, si pudiendo evitar el hecho delictivo, 
no lo hizo. Basándose la culpabilidad mediata y la imputación como agente social, se 
deriva que, igual que se puede imputar  a una persona física la excusión de tener que 
conocer las normas sobre las que actúa, se puede hacer responsable a la persona jurídica 
por no proporcionar los medios necesarios para evitar el hecho. La evitabilidad como base 
de la culpabilidad, como evitación de la lesión del bien jurídico protegido, se basa en un 
absoluto control a través de los planes, entendiendo que es imposible reducir a riesgo cero 
                                                          
41 SILVA SANCHEZ, J.M., La evolución ideológica de la discusión sobre la “responsabilidad penal” de 
las personas jurídicas… op.cit., pág. 139 
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la comisión del hecho delictivo, sino en el esfuerzo máximo por intentar evitar la comisión 
del hecho delictivo42. 
Así, la doctrina mayoritaria ha entendido que la culpabilidad de la persona jurídica 
se fundamenta en el defecto de organización, en no haber establecido las medidas 
necesarias para que no se produjera la comisión del hecho delictivo. 
La persona jurídica no es la suma de las culpabilidades de sus miembros, es más, 
el todo es más que la suma de las partes. Se basa en el defecto de organización, en la no 
creación de políticas que fundamenten la evitación de la comisión del delito, pero exige 
que efectivamente haya un órgano culpable, ya que la culpabilidad necesita una concreta 
referencia psíquica. 
La culpabilidad por defecto de organización se basa en que la comisión del hecho 
delictivo se da debido a un defecto de organización empresarial, que permite la 
perpetración del hecho delictivo. Así se salva el escollo de la responsabilidad penal por 
hecho ajeno, debido a la conexión que se produce entre el hecho de la persona física como 
base para la responsabilidad, en la omisión de sus deberes de organización. El fundamento 
lo constituye la omisión de los modelos de prevención, que han conllevado la posibilidad 
de la realización del delito43. Esta teoría gana fuerza, con la más que pedida, por parte de 
la doctrina, inclusión de los modelos de prevención y gestión del delito en la reforma del 
Código Penal, a través de la LO 1/2015. 
Así, existiendo más teorías acerca de la culpabilidad de la persona jurídica, que 
no vemos procedente entrar a valorar en este texto, de gran valor muchas de ellas, creemos 
necesario representar la que nosotros consideramos que es la teoría de mayor 
representatividad, que es la teoría de la culpabilidad por falta de cultura empresarial, cuyo 
máximo exponente es GOMEZ-JARA. 
La culpabilidad por falta de cultura empresarial está basada en el concepto 
constructivista de la culpabilidad penal de la persona jurídica, en que la cultura 
                                                          
42 CUELLO CONTRERAS, J., El significado de la acción (u omisión) de la persona física para la 
responsabilidad penal de la persona jurídica, Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, Nº15-
03, http://criminet.ugr.es/recpc/index.html, 2013, pág. 18 y ss. 
43 GOMEZ- JARA DIEZ, C., La culpabilidad de la persona jurídica, Tratado de la responsabilidad penal 
de las personas jurídicas…op.cit., pág. 159 
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empresarial de no legalidad hace responsable a la persona jurídica del delito cometido. A 
sensu contrario, la disposición jurídica a mantener la legalidad, a través de los modelos 
de prevención, hace posible la exclusión de la responsabilidad penal de la persona 
jurídica44. Por tanto, la responsabilidad penal de la persona jurídica, tendrá como base 
analizar si existe o no esta cultura de cumplimiento de la legalidad, de fidelidad al 
Derecho y a la norma, en relación al respeto del principio de culpabilidad como elemento 
necesario para la imposición de una pena. Si existe una cultura empresarial de 
incumplimiento de la legalidad, ello conlleva que sus miembros no accedan a la norma, 
y aumenta excepcionalmente la posibilidad de que se cometa el hecho delictivo, y por 
ello es necesario responsabilizar a la persona jurídica de la lesión del bien jurídico 
protegido45. Así lo ha entendido el Tribunal Supremo en su primera sentencia relativa a 
la responsabilidad penal de las personas jurídicas (STS 154/2016, de 29 de febrero de 
2016, Ponente Sr. Maza Martín) que expresa que “lo que es a tener en cuenta es si el 
delito cometido en el seno de la persona jurídica ha sido posible o facilitado por una 
falta de cultura de respeto al Derecho, inspiradora en la estructura organizativa, que 
debe manifestarse en formas de vigilancia y control del comportamiento de sus directivos 
y empleados”. 
Se encuentra la base de este pensamiento en la incapacidad del Estado de 
intervenir en la regulación de los complejos entramados empresariales creados, siendo 
necesaria la autorregulación, pero a través de la fidelización al Derecho46, de prevención 
general del Derecho Penal, como sucedió con el individuo persona física, en relación de 
nuevo al sistema de funcionamiento equivalente. Se le otorga libertad de actuación y se 
le da responsabilidad a sus actos, como sucede con la persona física que se presume, en 
su libertad de actuación, el poder para exigírsele la responsabilidad por sus actos47. Ello 
también en el  paradigma de un sistema político y económico liberal en el que se le otorga 
al individuo su capacidad de autocontrol, reduciendo la intervención del Estado en la 
regulación. 
                                                          
44 GOMEZ- JARA DIEZ, C., La culpabilidad de la persona jurídica…op.cit., pág. 160. 
45 PEREZ MACHIO, A.I. Modelos tradicionales de imputación de responsabilidad penal de las personas 
jurídicas, en Responsabilidad Penal de las Personas Jurídicas…op.cit., pág. 39. 
46 MAZA MARTIN, J.M., Los delitos de carácter económico en la persona jurídica, en el colectivo 
Responsabilidad penal de personas jurídicas en la gestión económica de la empresa, dirigido por Círculo 
Legal, Edit. Francis Lefebvre, Madrid, 2011, pág. 83. 
47GOMEZ- JARA DIEZ, C., La culpabilidad de la persona jurídica… op.cit., pág. 160 y ss. 
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Nuestro apoyo a la primacía de la culpabilidad por falta de cultura empresarial, en 
vez de la culpabilidad por defecto de organización, es debido a que entendemos que el 
defecto de organización sería un elemento objetivo, perteneciente al tipo de injusto, a la 
antijuridicidad en su vertiente objetiva, pero no a la culpabilidad, entendiendo que en la 
culpabilidad debe haber algo más que ese dato objetivo48 constatable de que no se ha 
organizado bien la estructura empresarial, sino que debe de probarse esa culpabilidad en 
base a una cultura instaurada en la empresa de no cumplimiento de la legalidad, y de 
infidelidad a la norma y al Derecho. 
 
V. Regulación vigente de la responsabilidad penal de las personas jurídicas 
En este epígrafe vamos a abordar apartados que consideramos interesantes de 
estudio, respecto a la reforma establecida en la L.O. 1/2015, entre los que encuadraremos 
en primer lugar, el estudio dogmático de si finalmente la responsabilidad penal de la 
persona jurídica es una responsabilidad vicarial o una responsabilidad autónoma, tras los 
primeros años de regulación en el Código Penal; seguidamente, los delitos que pueden 
dar lugar a responsabilidad penal de la persona jurídica, posteriormente, las dos vías de 
imputación contenidas en el artículo 31 bis del Código Penal; y por último el estudio del 
concepto relativo al beneficio directo o indirecto como requisito de imputación, tras su 
nueva nomenclatura, ya que en su versión original se trataba del provecho. 
 
1. Responsabilidad autónoma o vicarial de la persona jurídica 
Desde antes incluso de la introducción de la responsabilidad penal de la persona 
jurídica en nuestro C.P. se ha discutido ampliamente, por la doctrina penal española, el 
régimen de responsabilidad que se le imputa a la persona jurídica, estableciéndose por 
una parte de la doctrina un régimen de atribución o vicarial en el que se transfiere la 
responsabilidad penal de la persona física que comete el hecho delictivo, a la persona 
jurídica, y un régimen de responsabilidad autónoma o propio de la persona jurídica, en 
que es ésta la que comete el injusto. 
                                                          
48 SILVA SANCHEZ, J.M., La evolución ideológica de la discusión sobre la “responsabilidad penal” de 
las personas jurídicas… op.cit., pág. 140 
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Algunos autores entendieron que el único régimen de responsabilidad que se le 
podía imputar a la persona jurídica era un régimen vicarial, para preservar el respeto a los 
principios informadores del Derecho Penal, en especial el principio de acción y el de 
culpabilidad. Entienden que la persona jurídica no delinque, sino que asume la responsa-
bilidad de los hechos delictivos cometidos por sus representantes, directivos, subordina-
dos de éstos49. Si se considera que la persona jurídica puede ser autora o partícipe, ello 
llevará consigo, para la persona jurídica, la comisión por omisión, es decir, el de impedir 
que se realice el delito y que sólo podría ser realizado por la persona jurídica. Es la omi-
sión del deber de cuidado, de incumplimiento de las medidas que la empresa tiene en su 
posición de garante50. 
La Circular de Fiscalía 1/2016 considera que de una interpretación legal del ar-
tículo 31 bis se constata la intención del legislador de que  sea una responsabilidad vicarial 
y no autónoma, ya que siempre se establece, tanto en el apartado a) como en el b) la 
comisión del hecho delictivo por una persona física, ya sea a través de los representantes, 
órganos de poder, o a través de los empleados subordinados de éstos, por una falta de 
control de los primeros51. Pero discurre que podría darse incluso un sistema de atribución 
mixto, considerando que en el apartado a), por los propios hechos realizados por los re-
presentantes, tendría lugar un sistema vicarial, mientras que, por la falta de control de los 
empleados, habría lugar a una responsabilidad autónoma de la persona jurídica. 
También, parte de la doctrina considera que no puede haber una responsabilidad 
propia, debido a que la persona jurídica, al ser una ficción, no puede realizar una acción 
culpable por sí misma, y que para salvaguardar estos principios, la acción culpable es 
realizada por la persona física que se le atribuye a la persona jurídica52. 
En continuidad con el modelo de heterorresponsabilidad, se considera que existe 
un hecho por la persona física que actúa en nombre o por cuenta de la persona jurídica y 
en beneficio de ella, que se denomina hecho de conexión, que hace que la persona jurídica 
                                                          
49 DEL MORAL GARCIA, A., Responsabilidad penal de las personas jurídicas, notas con ocasión de la 
reforma de 2015, Revista del Ministerio Fiscal, nº0, 
https://www.fiscal.es/fiscal/publico/ciudadano/documentos/revistaFiscal/, julio 2015, pág. 219. 
50 DEL MORAL GARCIA, A., Responsabilidad penal de las personas jurídicas, notas con ocasión de la 
reforma de 2015…op.cit., pág. 219. 
51 Circular Fiscalía General del Estado, 1/2016, sobre la responsabilidad de las personas jurídicas 
conforme a la reforma del Código Penal efectuada por la Ley Orgánica 1/2015, pág. 5. 




sea culpable debido a un defecto de organización, que no ha sido capaz de controlar a esa 
persona física. Pero ello tiene como consecuencia la necesariedad de conexionar ese he-
cho con una persona, contraviniendo lo establecido en el artículo 31ter.1 C.P.53 Dentro de 
este modelo se encuentra el de “la teoría de la identificación”, que entiende que sólo se 
puede transmitir la responsabilidad penal de la persona jurídica, si el que comete el delito 
es una persona de alto cargo en la sociedad, y que ello conlleva a que automáticamente 
se atribuya la responsabilidad penal a la persona jurídica, quedando lejos el respeto a los 
principios informadores del  Derecho Penal y constitucionales de responsabilidad por el 
hecho propio54. 
Por otra parte de la doctrina, cada vez más mayoritaria, se entiende que la respon-
sabilidad penal de la persona jurídica es autónoma y así incluso ha quedado expresado 
por el legislador en la Exposición de Motivos de la L.O. 1/201555. Y este predominio del 
pensamiento de la autonomía de la persona jurídica se debe a varias razones:  
En un estudio global del ordenamiento jurídico español, con respeto a los princi-
pios constitucionales, sólo cabe entender la responsabilidad penal de la persona jurídica, 
como un modelo de responsabilidad propia de la empresa, para que se puedan respetar 
los principios de culpabilidad y de personalidad de las penas (artículos 24 y 25 de la 
Constitución56), ya que entender una responsabilidad vicarial haría hacer responsable pe-
nalmente a la persona jurídica de un hecho ajeno57 y de una responsabilidad objetiva58 
que no tiene cabida alguna en nuestro sistema jurídico penal59. 
                                                          
53 “La responsabilidad penal de las personas jurídicas será exigible siempre que se constate la comisión 
de un delito que haya tenido que cometerse por quien ostente los cargos o funciones aludidas en el artículo 
anterior, aun cuando la concreta persona física responsable no haya sido individualizada o no haya sido 
posible dirigir el procedimiento contra ella” 
54 PEREZ MACHIO, A.I. Modelos tradicionales de imputación de responsabilidad penal de las personas 
jurídicas, en Responsabilidad Penal de las Personas Jurídicas,…op.cit., pág. 28 y ss. 
55 “La reforma lleva a cabo una mejora técnica en la regulación de la responsabilidad penal de las per-
sonas jurídicas, introducida en nuestro ordenamiento jurídico por la Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, 
con la finalidad de delimitar adecuadamente el contenido del «debido control», cuyo quebrantamiento 
permite fundamentar su responsabilidad penal. Con ello se pone fin a las dudas interpretativas que había 
planteado la anterior regulación, que desde algunos sectores había sido interpretada como un régimen de 
responsabilidad vicarial, y se asumen ciertas recomendaciones que en ese sentido habían sido realizadas 
por algunas organizaciones internacionales”. 
56 BAJO FERNANDEZ, M. Vigencia de la responsabilidad penal de la persona jurídica… op.cit., pág. 28  
57 CUELLO CONTRERAS, J., El significado de la acción (u omisión) de la persona física…op.cit., pág. 4 
58 GÓMEZ-JARA DIEZ, C., Autoría y participación en la responsabilidad penal de las personas jurídicas, 
en Tratado de la responsabilidad penal de las personas jurídicas…op.cit., pág. 253 
59 S.T.S 154/2016,Sala 2ª de lo Penal de 29 de dicembre, F.J. 8º 
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En correlación con lo expuesto anteriormente del artículo 31ter C.P., para consi-
derar la autoría de la persona jurídica partimos de que el legislador no considera que sea 
imprescindible para la responsabilidad de la persona jurídica que se haya identificado a 
la persona física, por lo que da una muestra más de que estamos ante una responsabilidad 
autónoma60, aunque sí se considera que exista una conducta típica y antijurídica, incluso 
algunos autores consideran que sería válido con la única existencia de un hecho objetiva-
mente típico61. 
Otro de las cuestiones a tener en cuenta es que el hecho típico que realiza la per-
sona jurídica, no es el delito o la conducta típica que realiza la persona física, (estafa, 
delito fiscal), sino que la única conducta punible es su defecto o ausencia de organización 
que permite la comisión del delito por la persona física, su conducta típica es la descrita 
en el art.31bis del Código Penal, no las conductas descritas en la Parte Especial. Los tipos 
de la parte especial fundamentarán si los modelos de prevención son eficaces o no, en 
función de la conducta típica que ha realizado la persona, sí han sido o podrían haber sido 
eficaces hacia esa conducta típica en concreto62. 
Otro síntoma de autonomía y autoría propia de la persona jurídica es su indepen-
dencia en las circunstancias modificativas de la persona física, tal como promulga el ar-
tículo 31.ter.2C.P.63. Por tanto, la culpabilidad de la persona física no afecta a la de la 
persona jurídica, que tiene una culpabilidad propia, y así queda constatado en el propio 
texto legal64. 
Por todo lo expuesto, para que se produzca el respeto tanto de los principios cons-
titucionales como informadores del Derecho Penal, de responsabilidad subjetiva, y los 
principios de acción y de culpabilidad, que ha quedado fundamentado que se cumplen en 
la persona jurídica, al tener capacidad de acción, establecida en la equivalencia expuesta 
                                                          
60GÓMEZ-JARA DIEZ, C., Autoría y participación en la responsabilidad penal de las personas jurídicas, 
pág. 263 
61 FEIJOO SANCHEZ, B.J., La persona jurídica como sujeto de imputación como jurídico-penal en 
Tratado de la responsabilidad penal de las personas jurídicas…op.cit.pág. 68 
62 MAZA MARTIN, J.M., Los delitos de carácter económico en la persona jurídica…op.cit., pág. 70 
63 “La concurrencia, en las personas que materialmente hayan realizado los hechos o en las que los 
hubiesen hecho posibles por no haber ejercido el debido control, de circunstancias que afecten a la 
culpabilidad del acusado o agraven su responsabilidad, o el hecho de que dichas personas hayan fallecido 
o se hubieren sustraído a la acción de la justicia, no excluirá ni modificará la responsabilidad penal de las 
personas jurídicas, sin perjuicio de lo que se dispone en el artículo siguiente” 




en el epígrafe 1, así como injusto propio basado en el defecto de organización y de cul-
pabilidad propia fundado en la falta de cultura empresarial de cumplimiento con la lega-
lidad, expresado tanto en este apartado como en el epígrafe 1, junto con la disposición 
expresa hecha por el legislador, debemos considerar que la responsabilidad penal de la 
persona jurídica, es una responsabilidad autónoma o propia. 
 
2. Delitos por los cuáles puede ser responsable penalmente la persona jurídica 
Lo primero que hay que destacar en este apartado, es el sistema de numerus clau-
sus que se ha establecido en el Código Penal, por los que puede ser responsable la persona 
jurídica. Nos encontramos ante una lista cerrada de tipos delictivos, en la que el legislador 
ha considerado cuáles deben ser los que estén incluidos como potenciales delitos de rea-
lización por la persona jurídica y cuáles no. Ello se desprende de la Exposición de Moti-
vos de la L.O. 5/2010, de 22 de junio, que introdujo la responsabilidad penal de la persona 
jurídica, cuando expresa que “Esta responsabilidad únicamente podrá ser declarada en 
aquellos supuestos donde expresamente se prevea”, así como en el propio artículo 31 bis 
C.P. que establece que “En los supuestos previstos en este Código, las personas jurídicas 
serán penalmente responsable…”. Por ello, debido a la importancia de este numerus clau-
sus, creemos necesario realizar una lista detenida de los delitos que puede cometer la 
persona jurídica, para luego entrar en valoraciones acerca de los que están y de los que 
faltan. 
Nos encontramos con una lista cerrada de veinticinco tipos delictivos que puede 
realizar la persona jurídica, y son:  
 Tráfico ilegal de órganos humanos: art. 156.bis.3 
 Trata de seres humanos: art. 177bis.7 
 Prostitución, explotación sexual, corrupción de menores: art. 189bis 
 Descubrimiento y revelación de secretos y allanamiento informático: art. 197quin-
quies 
 Estafas: art. 251bis 
 Frustración de la ejecución: art. 258 ter 
 Insolvencias punibles: art. 261bis 
 Daños informáticos: art. 264quater 
28 
 
 Contra la propiedad intelectual e industrial, del mercado y los consumidores: art. 
288 
 Blanqueo de capitales: art. 302.2 
 Financiación ilegal de los partidos políticos: art. 304bis.5 
 Contra la Hacienda Pública y la Seguridad Social: art. 310bis 
 Contra los derechos de los ciudadanos extranjeros: art. 318bis.5 
 Urbanización, construcción o edificación no autorizables: art. 319.4  
 Contra los recursos naturales y el medio ambiente: art. 328  
 Relativos a las radiaciones ionizantes: art. 343.3  
 Riesgos provocados por explosivos y otros agentes: art. 348.3  
 Contra la salud pública: art. 366  
 Contra la salud pública (tráfico de drogas): art. 369 bis 
 Falsificación de moneda: art. 386.5  
 Falsificación de tarjetas de crédito y débito y cheques de viaje: art. 399 bis  
 Cohecho: art.427 bis  
 Tráfico de influencias: art. 430  
 Delitos de odio y enaltecimiento: art. 510 bis  
 Financiación del terrorismo: art. 576  
 
A esta lista de delitos también hay que añadir el delito de contrabando, ya que en 
la Ley 12/1995, de 12 de diciembre, de represión del contrabando, se incluye en el art. 
2.6 que las personas jurídicas serán responsables también de este delito, cuando se cum-
plan los presupuestos descritos en el art.31 bis C.P. Respecto a la lista establecida en la 
L.O.5/2010, con la reforma introducida por la L.O. 1/2015, se han introducido nuevos 
delitos, como son frustración de la ejecución, los delitos contra la salud pública no rela-
cionados con el tráfico de drogas, los de falsificación de moneda, los delitos de odio y 
enaltecimiento del terrorismo, así como a través de la L.O. 7/2012 se introdujo el delito 
de financiación ilegal de los partidos políticos y sindicatos. 
Una vez establecida la lista de eventuales delitos que puede cometer la persona jurí-
dica, es necesario reseñar la ausencia de algunos tipos, que entendemos que deberían en-
contrarse incluidos en este sistema de numerus clausus, ya que, una vez creado, en lo que 
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se entiende que se debe a que, por las especiales características de la persona jurídica, hay 
ciertos delitos que no se pueden cometer, y teniendo un sentido lógico esta disposición 
por parte del legislador, crea el problema de que delitos que absolutamente podrían co-
meter las personas jurídicas, no se han incluido. 
Creemos adecuado el sistema de numerus clausus, debido a que aporta seguridad ju-
rídica, ya que, en caso de no ser así, deberíamos esperar a la aplicación práctica de los 
Tribunales sobre qué delitos pueden ser cometidos por la persona jurídica, como ha suce-
dido en países de nuestra proximidad, como se expresó en el epígrafe I, apartado 2, pero, 
por otra parte, debería de haberse cuidado la reflexión de la inclusión de los delitos ya 
que se encuentran incongruencias evidentes. 
La incongruencia absoluta viene dada debido a que en ciertos delitos, donde se 
contemplaba la responsabilidad de la persona jurídica como consecuencia accesoria al 
delito cometido por la persona física, en base al artículo 129.C.P, se ha seguido mante-
niendo, como sucede en los delitos relativos a la manipulación genética, alteración de los 
precios en concurso y subastas públicas, negativa a actuaciones inspectoras, delitos contra 
los derechos de los trabajadores (¡), en los que en su respectivo artículo se imponen las 
consecuencias accesorias, cuando tras la inclusión de la responsabilidad penal de las per-
sonas jurídicas, este artículo ha quedado relegado a entes sin personalidad jurídica, por lo 
que resulta a todas luces inconcebible, una contradicción en sí misma, cuando además 
según la lógica que parece expresar el legislador, son delitos que perfectamente se pudie-
ran cometer en el seno de una persona jurídica. De ello, se extrae que se produce una 
vulneración garantista del procedimiento penal respecto a estos delitos, ya que si bien se 
podrán imponer las consecuencias accesorias, no tendrá necesidad de tener lugar la suje-
ción a los presupuestos establecidos en el artículo 31 bis65. También es llamativa la au-
sencia de los delitos de corrupción en los negocios, cuando la Exposición de Motivos de 
la L.O. 5/2010 se menciona a la corrupción en el sector privado como un caso en el que 
es evidente la necesidad de admitir la responsabilidad criminal de las personas jurídicas66, 
                                                          
65 DEL MORAL GARCIA, A., Responsabilidad penal de las personas jurídicas, notas con ocasión de la 
reforma de 2015…op.cit., pág.236. 
66 ZUGALDIA ESPINAR, J.M., Societas delinquere potest (Análisis de la reforma operada en el Código 




o la falsedad documental, que excepcionando los cometidos por funcionarios públicos, 
podría ser un delito evidentemente introducible en este catálogo. 
Resulta llamativa también la ausencia de los delitos societarios, como posibles 
delitos cometidos por la persona jurídica, aunque aquí creemos entender la razón de ello, 
y es que es complicado pensar que los delitos societarios se realicen en nombre de la 
persona jurídica y obteniendo un beneficio directo o indirecto para la misma, pero es una 
teoría, a falta de que el legislador haya explicitado sus razones del por qué de la elección 
de unos delitos u otros. 
Por lo que creemos necesario que se produzca una reforma reposada y reflexio-
nada, de este sistema de numerus clausus, con la inclusión de delitos que a todas luces 
deben estar contemplados, debido a plantearse su comisión en un contexto de competen-
cia empresarial y en beneficio de la sociedad67, como son los que hemos comentado en 
este apartado, y evitar la incongruencia de establecer en ciertos delitos consecuencias 
accesorias y en otros, penas, sin motivo aparente. 
 
3. Doble vía de imputación de la responsabilidad penal de la persona jurídica 
El artículo 31bis.1 C.P.68 se contienen las dos vías de imputación de responsabilidad penal 
de la persona jurídica. A continuación vamos a exponer los dos grupos de sujetos que, 
encuadrados en esta definición, se consideran que pueden imputar responsabilidad penal 
por sus hechos. 
 
                                                          
67 Circular Fiscalía General del Estado, 1/2016…op.cit. pág.4. 
68
 “1. En los supuestos previstos en este Código, las personas jurídicas serán penalmente responsables: a) 
De los delitos cometidos en nombre o por cuenta de las mismas, y en su beneficio directo o indirecto, por 
sus representantes legales o por aquellos que actuando individualmente o como integrantes de un órgano 
de la persona jurídica, están autorizados para tomar decisiones en nombre de la persona jurídica u osten-
tan facultades de organización y control dentro de la misma. b) De los delitos cometidos, en el ejercicio de 
actividades sociales y por cuenta y en beneficio directo o indirecto de las mismas, por quienes, estando 
sometidos a la autoridad de las personas físicas mencionadas en el párrafo anterior, han podido realizar 
los hechos por haberse incumplido gravemente por aquéllos los deberes de supervisión, vigilancia y control 
de su actividad atendidas las concretas circunstancias del caso.” 
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a) Representantes legales o aquellos que actuando individualmente o como 
integrantes de un órgano de la persona jurídica, están autorizados para 
tomar decisiones en nombre de la persona jurídica u ostentan facultades de 
organización y control dentro de la misma 
En primer lugar, es de destacar que con la reforma introducida por la L.O. 1/2015 se 
ha modificado el elenco de las personas de la empresa que pueden ser responsables. La 
anterior normativa contemplaba “….por sus representantes legales y administradores de 
hecho o de derecho", por lo que queda a la vista la intención del legislador de ampliar la 
lista de sujetos que pueden dar lugar a responsabilidad penal de la persona jurídica por 
sus hechos69. 
De primeras nos encontramos con la figura del “representante legal”, bajo la que 
hay que entender que se debe tratar de una persona con algún poder de representación en 
la empresa. Esta figura tiene dos vertientes, la representación orgánica, la cual no permite 
la delegación de funciones, y la representación voluntaria, que sí se puede dar esta dele-
gación, a través de un apoderamiento singular, escritura pública o general, a personas con 
responsabilidad social, como directores, gerentes, altos mandos, en general, lo que con-
lleva la posibilidad de extensión del círculo de sujetos responsables. Aunque sí es cierto 
que los nombrados anteriormente deben tener una verdadera capacidad de decisión, y 
poder como para favorecer la comisión de un hecho delictivo, en sus acciones sociales70. 
Respecto a los que, actuando individualmente o a través de órgano, están autorizados 
para tomar decisiones, nos encontramos con: 
 Administrador de derecho: Actuando individualmente o como órgano colegiado, 
si se trata de una sociedad de capital, debe ser nombrado por la junta de socios, en 
virtud del artículo 214.1 de la Ley de Sociedades de Capital (en adelante L.S.C.). 
También el administrador de derecho puede ser una persona jurídica, nada lo im-
pide desde una interpretación gramatical de la norma71, aunque bien es cierto que 
esta persona jurídica debe nombrar  a una persona física para que ostente las fa-
                                                          
69 Circular Fiscalía General del Estado, 1/2016….Pág. 13. 
70 FEIJOO SANCHEZ, B. J., Los requisitos del artículo 31bis.1, en Tratado de la responsabilidad penal de 
las personas jurídicas…op.cit. pág. 76 y ss. 
71 Ibidem., pág. 78 
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cultades del cargo tal como contempla l artículo 212bis de L.S.C., por lo que po-
dríamos entender extendida la responsabilidad penal también a este sujeto, o en-
trar a valorar una posible coautoría o participación de la otra persona jurídica. 
 Administrador de hecho: Respecto a la definición de administrador de hecho, es-
taremos a lo establecido por la jurisprudencia72, por lo que es claro que no debe 
tratarse de un mando intermedio, debe ser una persona que dirija la sociedad, in-
clusive dando órdenes a los administradores de la sociedad. Nos encontraríamos 
al administrador de hecho, en el grupo de personas que ostentan facultades para 
tomar decisiones en nombre de la persona jurídica73. 
 Personas que ostenten facultades de organización y control: Con esta descripción 
se amplía llamativamente el número de cargos y mandos intermedios que al tener 
atribuida esta capacidad, puedan dar lugar a la responsabilidad penal de la persona 
jurídica, incluyendo claramente al Compliance officer, cuya principal facultad es 
ostentar las funciones de vigilancia y control74.Aunque bien es cierto que, respecto 
a esto último habrá que estar a una interpretación restrictiva del Derecho Penal, 
por lo que deberá tratarse de sujetos con unas relevantes funciones de organiza-
ción y control, no pudiendo considerarse a  cualquier responsable de departamento 
que no tenga una influencia superior en la persona jurídica. Es de suponer que 
estos criterios se irán matizando con la jurisprudencia, escasa actualmente sobre 
este ámbito. 
 
a.1) Caso de las PYMES75 
Hemos creído necesario la introducción de este subapartado para hacer una breve 
reflexión acerca del problema de la comisión del hecho delictivo por representante o ad-
ministrador en una sociedad unipersonal o PYME de escasa complejidad, debido a la 
duplicidad de sanciones que se puede producir, y que se vulnere el principio non bis in 
ídem, reconocido en el artículo 25 de la Constitución. 
                                                          
72 S.T.S. 598/2012, de 5 de julio: “toda persona que por sí sola o conjuntamente con otras, adopta e impone 
las decisiones de la gestión de una sociedad y concretamente las expresadas en los tipos penales, quien de 
hecho manda o quien gobierna desde la sombra” 
73 Circular Fiscalía General del Estado, 1/2016….pág. 15 
74 Ibidem 
75 Pequeñas y Medianas empresas 
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Nos encontramos con la situación de que, en las pequeñas empresas, el propieta-
rio,  es a su vez el gestor o administrador de la sociedad, en la que las decisiones serán 
tomadas por la misma persona. Ello puede conllevar a que se produzca una duplicidad de 
sanción entre la persona física y la persona jurídica, debido a que se produce una identidad 
de sujeto entre el administrador y la persona jurídica donde los hechos y las decisiones se 
tomarán por la misma persona, no por la “voluntad social”, donde sea la misma persona 
la que  en teoría debe ocuparse del control de cumplimiento de la legalidad, y a su vez 
realice el hecho delictivo, pudiendo ante una eventual imputación de la persona física y 
la jurídica producirse una ruptura del principio non bis in idem76. Si bien parte de la doc-
trina entiende que, aun pudiendo darse unidad de sujeto, no habría identidad de funda-
mento, debido a que el fundamento de la imputación de la persona jurídica es la “falta del 
debido control”, y el de la persona física sería la conducta típica del delito en cuestión, 
pero decimos es prácticamente imposible disociar en, por ejemplo, una sociedad uniper-
sonal, voluntades diferentes entre la persona física y la jurídica. Otra parte de la doctrina 
tampoco considera que haya identidad de sujeto, como sucede entre las sanciones admi-
nistrativas a la empresa, y la penal a la persona jurídica, siempre que se respeten los prin-
cipios de proporcionalidad77. 
Bajo nuestra perspectiva, siguiendo a PEREZ MACHIO, consideramos que en el 
caso de personas jurídicas de escasa complejidad, como las sociedades unipersonales, o 
pequeñas sociedades, éstas no pueden tener capacidad de organización, y en una equiva-
lencia como sucedería en las personas físicas no puede darse el elemento de antijuridici-
dad, por lo que resultarían inimputables, como sucedería en el caso de los menores de 14 
años, debido a que al no tener capacidad de organizarse, por ser una estructura simple, no 
revestirían un injusto propio y por lo tanto no podrían tener responsabilidad penal. Para 
no dar lugar a la impunidad, se aplicaría la doctrina del levantamiento del velo, para poder 
hacer responsable a la persona física que cometió el hecho delictivo, como sucede en el 
caso de las personas jurídicas instrumentalizadas para el delito, y que así tuvo a bien 
considerar la Audiencia Nacional en su Auto de 19 de mayo de 2014, que expresó que 
“sólo serán penalmente responsables aquellas que tengan sustrato material suficiente”. 
                                                          
76 Circular Fiscalía General del Estado, 1/2016….Pág. 50 
77 SILVA SANCHEZ, J.M., La evolución ideológica de la discusión sobre la “responsabilidad penal” de 
las personas jurídicas… op.cit., pág. 138 
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b) Por quienes estando sometidos a la autoridad de las personas físicas 
mencionadas en el párrafo anterior, han podido realizar los hechos por 
haberse incumplido gravemente por aquéllos los deberes de supervisión, 
vigilancia y control de su actividad 
Respecto a los sujetos que se consideran debajo de esta cláusula (que estén some-
tidos a la autoridad de las personas físicas mencionadas anteriormente), existen distintas 
corrientes acerca de quien forma parte de ellos. Queda claro que son personas subordina-
das a los sujetos con poder de decisión de la empresa, pero la duda se presenta en función 
a si se deben de consideran cualquier sujeto con relación laboral o mercantil que reciba 
ese bajo la supervisión vigilancia y control de los sujetos con poder social en la persona 
jurídica. 
Cierta doctrina considera que se debe de entender que se trata de cualquier persona 
bajo órdenes o autoridad, pudiendo tener vinculación laboral o mercantil con la entidad 
de cualquier forma, mientras el hecho sea realizado en el ejercicio social, por cuenta de 
la entidad y en su beneficio78. 
En cambio, en este Trabajo consideramos que no se puede extender esa relación a 
cualquier sujeto con actividad mercantil en la empresa. Entendemos que debe tratarse de 
una persona con una relación laboral jerarquizada con las personas con poder social, cuyo 
ámbito de influencia no puede ser dilatado a cualquier sujeto que realice una actividad 
económica en o con la persona jurídica79. Ello es debido al respeto a la interpretación 
restrictiva del Derecho Penal, y a que la acción realizada debe poder ser realizada por el 
sujeto en sus deberes propios de la empresa, no puede considerarse una “acción en ex-
ceso”. Deben haberse vulnerado los deberes de la persona jurídica en el ejercicio de ac-
ciones sociales, en el que se hayan establecido protocolos o prohibiciones por parte de los 
sujetos encargados del control, y por ende de la persona jurídica. Se entiende que el hecho 
de referencia se encuentra directamente realizado a través del tipo de tareas que la persona 
jurídica y el sujeto tienen competencia directa80. 
                                                          
78 DE LA CUESTA ARZAMENDI, J.L., Responsabilidad penal de las personas jurídicas en el Derecho 
español, en Responsabilidad Penal de las Personas Jurídicas, op.cit., pág. 77 
79 CABEZUELA SANCHO, D., La responsabilidad penal de las personas jurídicas: un nuevo escenario 
empresarial, en Responsabilidad penal de personas jurídicas en la gestión económica de la 
empresa…op.cit., pág.20. 
80 ZUGALDIA ESPINAR, J.M, Societas delinquere potest…op.cit., pág. 3. 
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Otro de los aspectos importantes de esta vía de imputación, es el establecimiento 
de que el incumplimiento de los deberes de supervisión, vigilancia y control, debe ser 
grave, tras su introducción por la reforma del C.P. en la L.O. 1/2015. 
El incumplimiento grave es respetuoso con el principio de intervención mínima 
del Derecho Penal pero es necesario, tal como dispone en Consejo de Estado en el informe 
sobre el Anteproyecto de Ley  de la L.O. 1/2015, que los incumplimientos leves o menos 
graves, sean sancionados administrativamente o en la jurisdicción mercantil, debido a que 
la normativa comunitaria de la que proviene no establecía nada acerca de que el cumpli-
miento debiera ser grave, sino que las personas jurídicas debían ser sancionadas, por lo 
que para cumplir con las directrices europeas deberían sancionarse las conductas leves o 
menos graves administrativamente81. Mientras se incorpora esta responsabilidad, es a te-
ner en cuenta que se podrá dar la responsabilidad civil subsidiaria de la persona jurídica, 
por los hechos cometidos por los empleados, en base al artículo 120.4 C.P. 
Este incumplimiento grave conlleva que si la conducta de las personas encargadas 
del control y vigilancia ha sido correcta, o habiendo sido defectuoso no fuera grave, no 
se podrá imputar el delito a la persona jurídica. Se debe de constatar este aspecto, pues 
un simple incremento del riesgo no puede derivar en la imputación de la persona jurí-
dica82. El incumplimiento grave se tiene como barómetro de los programas de cumpli-
miento normativo y su eficacia83. 
  Al respecto de la conducta de la persona encargada, se nos plantea la duda de si 
su incumplimiento podría dar lugar a responsabilidad de la persona jurídica por el apar-
tado a) del art. 31 bis. Debemos entender que este incumplimiento no debe de tratarse de 
una conducta punible o culpable para dar lugar a la imputación por el apartado b), pero sí 
en cambio para el apartado a), debe ser una conducta en comisión por omisión84. 
Como última consideración respecto al concepto de “incumplimiento grave”, nos 
encontramos con una abrupta incongruencia entre el artículo 31bis C.P. y el art. 66bis.2.b) 
en el que se establecen las reglas penológicas de la persona jurídica. El artículo 66bis.2.b) 
establece que “Cuando la responsabilidad de la persona jurídica, en los casos previstos 
                                                          
81 Circular Fiscalía General del Estado, 1/2016….op.cit., Pág. 21. 
82 FEIJÓO SANCHEZ, B.J., Los requisitos del artículo 31 bis…op.cit., pág. 84. 
83 Circular Fiscalía General del Estado, 1/2016….op.cit., Pág. 25. 
84 FEIJÓO SANCHEZ, B.J., Los requisitos del artículo 31 bis…op.cit., pág. 84. 
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en la letra b) del apartado 1 del artículo 31 bis, derive de un incumplimiento de los de-
beres de supervisión, vigilancia y control que no tenga carácter grave, estas penas ten-
drán en todo caso una duración máxima de dos años”. Por lo tanto, nos encontramos con 
que en el artículo 31 bis se exige el incumplimiento grave, y ese mismo concepto se es-
tablece para determinar la duración de la pena a imponer. Nos encontramos ante una in-
congruencia manifiesta que debe ser resuelta en base al principio de tipicidad penal que 
impide aplicar esta regla penológica, ya que el presupuesto del tipo es que el incumpli-
miento sea grave, y por tanto tiene supremacía sobre la regla penológica impuesta poste-
riormente85. 
 
b.1) Responsabilidad del Administrador por no implantación de los modelos de su-
pervisión, vigilancia y gestión del delito 
El delito cometido en comisión por omisión se regula en el artículo 11 C.P.  
Según la doctrina mayoritaria, el sustento del delito de comisión por omisión no 
se da en la relación de causalidad, sino en un elemento normativo como es la posición de 
garantía. El garante tiene un deber especial de actuar para evitar que se produzca el resul-
tado lesivo del bien jurídico. La posición de garante es el plus de antijuridicidad que per-
mite salvar la distancia que separa la no evitación del resultado típico con la causación de 
éste86 
Puede haber imputación penal del Administrador de la persona jurídica, cuando no ha 
evitado el delito, pudiendo haberlo hecho, debido a las facultades ejecutivas que tiene 
otorgadas.  
Es una responsabilidad subjetiva del Administrador, es decir, debe haber dolo o impru-
dencia en su conducta para poder atribuirle responsabilidad87. El delito es cometido en 
comisión por omisión. 
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86 SANZ-DIEZ ULZURRUN LLUCH, M., La comisión por omisión en el Código Penal de 1995, en Diario 
La Ley, 1999, Ref. D-35, Edit. La Ley, Pág2. 




Es necesario que exista un especial deber jurídico, el denominado deber de ga-
rante, que debe venir establecido por texto legal, contractual  o por un actuar precedente 
peligroso88, pero tiene que haber más para poder equiparar la conducta activa con la omi-
siva. Es necesario realizar un juicio de equivalencia entre la conducta activa y la omisiva, 
no sólo la existencia del deber legal o contractual o el actuar  precedente peligroso dará 
lugar a la comisión del delito en comisión por omisión. La relación formal de garante 
debe ser material, el sujeto debe ocupar y asumir una posición de control sobre determi-
nados riesgos, debe asumir los riesgos y tener el dominio de la situación para su evitación. 
También se considerará comisión por omisión, claro está, la asunción absoluta de sus 
funciones de control de riesgos, ya que lo que ejemplifica es una conducta dolosa, crea 
un peligro desde un primer momento89, conscientemente, pero bien es cierto que el riesgo 
producido tiene que derivarse al menos de una imprudencia, de no haber actuado con la 
diligencia debida90. 
Se deben cumplir los siguientes requisitos para entender que se produce la comi-
sión por omisión, por parte de los administradores:  
1. El hecho (la situación que crea el riesgo) se suscite en el ámbito de sus competencias, 
y por lo tanto, surja ese deber de garantía frente a los hechos 
2. Que pudiera actuar, y debiera actuar en tal sentido, asumiendo el control de los riesgos 
3. Que, de haber actuado, hubiera evitado la producción del resultado lesivo 
4. Para que se pueda dar la comisión por omisión es necesario que el delito sea de resul-
tado, no se concibe la comisión por omisión en un delito de mera actividad, y ello es 
debido a que se le exige al sujeto una conducta activa para evitar el resultado91. 
                                                          
88 SANZ-DIEZ ULZURRUN LLUCH, M., La comisión por omisión en el Código Penal de 1995….op.cit., 
pág. 2 
89 SILVA SANCHEZ, J.M., PASTOR MUÑOZ, N., MONTANER FERNANDEZ R., Responsabilidad 
penal de los administradores, en el colectivo La responsabilidad de los administradores de sociedades de 
capital, Edit. La Ley, Marzo 2011, Pág. 16 
90 SANZ-DIEZ ULZURRUN LLUCH, M., La comisión por omisión en el Código Penal de 1995….op.cit., 
pág. 8. 
91 Ibidem, pág. 2. 
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5. Que se den los elementos de la responsabilidad subjetiva, dolo o imprudencia, aunque 
ello será excepcional, ya que es complejo subsumir una conducta negativa, en una activa 
por imprudencia92.  
Los requisitos objetivos, el deber de garantía sobre los elementos de los riesgos, 
viene establecido competencialmente, en la estructura jerárquica y funcional de la persona 
jurídica, y es la que permite delimitar la posición de garante frente a determinados riesgos, 
y la posible lesión de determinados bienes jurídicos93. 
La imputación del Administrador o director en comisión por omisión puede ser a 
título de autor o de partícipe, dependiendo si es posible equiparar su conducta negativa 
con la conducta típica del hecho, si no deberá ser partícipe.  
La responsabilidad del Administrador debe darse por hechos realizados por sus 
subordinados, que estén en su esfera de competencia, con los cuales haya una dependen-
cia jerárquica. En el caso de una relación de plano horizontal Administrador con Admi-
nistrador, no es clara la posibilidad de responder, debido a la existencia del principio de 
confianza, al no encontrarse en su esfera de competencia, la imputación objetiva es débil. 
Aunque puede darse el supuesto, si ha influido en las decisiones o hechos del otro, como 
sucedió en la sentencia del famoso Caso del Aceite de Colza94. A sensu contrario, cuando 
la lesión del bien jurídico venga provocada por situaciones de riesgo creadas fuera de su 
ámbito de competencia, no vendrá responsable95. No es posible imputarle un delito en 
comisión por omisión por el deber de garante en situaciones ilimitadas, sino que debe 
tener un verdadero control sobre estas situaciones, un deber de control concreto. No es 
posible, ni respetuoso con los principios informadores del Derecho Penal, un deber de 
garante ilimitado con cualquier situación de la empresa, sólo por ostentar la figura del 
Administrador96. Por lo tanto, en caso de que haya administradores que no se encarguen 
de las funciones de control, no se puede pretender que sea atribuido también este deber 
de garante. 
                                                          
92 GOMEZ TOMILLO, J.M., Relevancia penal de los modelos y órganos societarios de vigilancia y control 
para la prevención de delitos en la L.O.1/2015, de reforma del Código Penal, en Análisis Gómez Acebo y 
Pombo, www.gomezacebo-pombo.com, abril 2015, pág.3 
93 CABEZUELA SANCHO, D., La responsabilidad penal de las personas jurídicas… op.cit., pág.14 
94 S.T.S. de 23 de abril de 1992 
95 S.A.P. de Barcelona de 26 de septiembre de 1994 
96 SILVA SANCHEZ, J.M., PASTOR MUÑOZ, N., MONTANER FERNANDEZ R., Responsabilidad 
penal de los administradores….op.cit., pág. 16 
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La delegación de competencias del Administrador a otro sujeto de la persona ju-
rídica, conlleva un traspaso de la esfera de responsabilidad. La delegación debe darse por 
parte de quien ostente la competencia formal y material de las funciones. Se transmite la 
espera de responsabilidad al delegado, el deber de garantía, pero el delegante no pierde 
absolutamente su deber de garante, sino que pasa a un plano secundario, pero mante-
niendo un deber de garantía y control sobre las funciones de éste. El delegado adquirirá 
la posición de autor, siendo el delegante un posible partícipe, al haber un déficit de super-
visión por el delegado que tenía la facultad de evitar la lesión del bien jurídico97. 
También es necesario que el traspaso de funciones debe ser material, se le deben 
transferir las capacidades de toma de decisiones, autonomía, y además que el delegado 
tenga capacidad técnica para asumir las funciones que se le han delegado. Aunque si bien 
es cierto que hay determinadas funciones que no se pueden delegar, como sucede en el 
caso de las sociedades cotizadas, según dispone el art. 529ter de L.S.C.98 
 
4. Actuar en nombre y en beneficio de la persona jurídica 
Otro de los presupuestos necesarios para que se dé la imputación de la persona 
jurídica, que se contiene tanto en la vía de imputación del artículo 31bis a) C.P. como en 
el apartado b), es que el hecho delictivo debe cometerse en nombre o por cuenta de la 
persona jurídica, y en el ejercicio de acciones sociales y por cuenta de la persona jurídica, 
respectivamente. 
Por tanto, el hecho debe ser cometido por la empresa, es decir, no simplemente 
hechos que se cometan en la empresa, sino  en su contexto social, que tengan competen-
cias específicas de la persona jurídica o aprovechándose de ésta.  Se debe de actuar en el 
ejercicio de actividades sociales, por lo tanto, nos encontramos con lo requerido anterior-
mente, de que se debe de tener una vinculación laboral con la persona jurídica99, debe ser 
ejercido en las competencias de la empresa y usando la  persona jurídica como ente re-
ceptor o emisor del hecho que dé lugar al delito.  
                                                          
97 SILVA SANCHEZ, J.M., PASTOR MUÑOZ, N., MONTANER FERNANDEZ R., Responsabilidad 
penal de los administradores….op.cit., pág.25. 
98 CABEZUELA SANCHO, D., La responsabilidad penal de las personas jurídicas… op.cit., pág.14. 
99 FEIJOO SANCHEZ, B.J., Los requisitos del artículo 31 bis…op.cit., pág. 78. 
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Otro de los presupuestos, íntimamente relacionado con este último, es que el he-
cho delictivo debe de hacerse en beneficio directo o indirecto de la persona jurídica. Este 
concepto ha sido reformado respecto al anterior texto legislativo, en el que el término era 
“provecho”, con ello se parece querer alejar dudas sobre su interpretación, quedando 
constancia de la posibilidad de que no sólo sea un beneficio económico, una ventaja pa-
trimonial,  sino de otros provechos en el mercado, competencia frente a otras empresas 
del sector, riesgo reputacional, intereses en determinado ámbito, entre otros.100 
Se concibe como la acción tendente a obtener ese beneficio empresarial, aunque 
no llegue a producirse. Es un requisito de acción, en que la tentativa es suficiente, aunque 
no se haya obtenido finalmente el beneficio directo o indirecto. Se fundamenta en un 
hecho objetivo, no influye el animus de la persona física que cometa el hecho, ya que, 
aunque actúe en su propio beneficio, si su acción es idónea para producir el beneficio 
empresarial, se tendrá por cumplido este elemento101. 
Por tanto, la conducta por la que se lesione un bien jurídico, debe de reportar un 
beneficio para la persona jurídica, es decir, aquellos hechos delictivos en los que se pro-
duzca una lesión del bien jurídico, por un representante, o por un empleado, que obtenga 
un lucro propio sólo para él mismo, no se podrá considerar idónea para imputar a la per-
sona jurídica, como sucedería en el supuesto de la comisión de un delito de blanqueo de 
capitales, cuyo único beneficio sea obtenido por él102, o que incluso la persona jurídica 
sea la víctima, como en una apropiación indebida o administración desleal103. 
Al entender el beneficio directo o indirecto como un elemento objetivo del injusto, 
sin influir en el animus de la persona física, no parece que haya problemas en concebir 
que la comisión imprudente del delito dé lugar a responsabilidad, aunque habrá que estar 
al contenido de los tipos de la Parte Especial del C.P., para dilucidar la existencia o no de 
responsabilidad en el delito imprudente cometido por la persona física104. 
Este elemento da muestras de la contradicción expresada en apartado primero de 
este epígrafe, cuando establecíamos las lesiones de las garantías a determinadas personas 
                                                          
100 Circular Fiscalía General del Estado, 1/2016….op.cit., pág. 21. 
101 S.T.S. 154/2016, de 29 de febrero 
102 ZUGALDIA ESPINAR, J.M, Societas delinquere potest…op.cit., pág. 4 
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jurídicas cuando se les impongan consecuencias accesorias del artículo 129 C.P., por los 
hechos cometidos por personas físicas, en el seno de su entidad, por delitos en los que 
aún se ha seguido previendo la imposición de éstas, en lugar de penas, sin ningún motivo 
plausible, como por ejemplo en el delito contra los trabajadores (Art. 318 C.P.), ya que 
este artículo no requiere que se haya producido un beneficio para la persona jurídica, por 
lo que es un presupuesto menos a tener en cuenta para imponer una consecuencia que de 
facto, puede traerle las mismos resultados adversos que sería la imposición de una pena, 
sin tener que contar con este postulado. 
 
VI. Modelos de prevención del delito 
 
1.  Introducción 
Los modelos de prevención del delito, comúnmente conocidos como Compliance 
Programs, han sido introducidos en el C.P. a través de la reforma introducida por la L.O. 
1/2015 como eximente de la responsabilidad penal de la persona jurídica. Anteriormente, 
sólo se preveían como atenuantes en el caso de que fueran introducidos, por la persona 
jurídica, antes de que tuviera lugar la apertura de juicio oral, en el transcurso del proceso 
penal. Ello fue duramente criticado por un sector doctrinal, entendiendo que era necesario 
otorgar una recompensa mayor a las empresas que implantaban el modelo con anteriori-
dad a la comisión del delito105, debido a este carácter de atenuante, que se le había dado, 
cuando se implantara en el transcurso del procedimiento penal dirigido contra la persona 
jurídica. 
Los Compliance Programs tienen su origen en Estados Unidos, implantados en 
1991, que contemplan la estructura organizativa y los criterios de funcionamiento de la 
persona jurídica para valorar su responsabilidad penal. El modelo americano prevé la 
exención de la responsabilidad penal de la persona jurídica, si existe una aplicación efi-
ciente de los modelos de control y prevención del delito106. 
                                                          
105 Circular Fiscalía General del Estado, 1/2016….op. cit., Pág. 36 
106 LOPEZ ASENCIO, P., Prevención de la Responsabilidad y Programas de cumplimiento (<Compliance 
Programs>), en Responsabilidad penal de personas jurídicas en la gestión económica de la 
empresa….op.cit., pág. 41 
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En España, los antecedentes a los Compliance Programs se encuentran en el Có-
digo Unificado de Gobierno corporativo de las sociedades cotizadas en Bolsa, en el que 
se empezó instaurar la cultura del buen ciudadano corporativo y también Códigos de Bue-
nas prácticas como el Código Olivencia y el Informe Aldama. En ellos se disponen las 
ideas de necesidad de separar gestión y propiedad en la empresa, que sería necesaria la 
incorporación a los Consejos de Administración de profesionales expertos e independien-
tes107, y una serie de medidas para garantizar las buenas prácticas de gobierno corporativo 
en las sociedades. 
La responsabilidad social y el Compliance son dos estructuras derivadas del in-
tento por hacer de las personas jurídicas entes responsables, por una parte, a través de un 
marco regulatorio de obligaciones, y por otra, a través de una cultura social y responsable 
que se entrecruza con la cultura de legalidad de la responsabilidad social corporativa108. 
El Corporate Compliace podría definirse, por tanto, como “un conjunto de proce-
dimientos y buenas prácticas adaptados por las empresas para identificar y clasificar los 
riesgos operativos y legales a los que se exponen, de este  modo, establecer mecanismos 
internos de prevención y gestión, formación, detección, minimización y control de los 
mismos”109. 
Por ello, como ya dijimos anteriormente, lo que se ha buscado con la implantación 
de la responsabilidad penal de la persona jurídica y de los programas de cumplimiento es 
que sean las propias empresas las que establezcan modelos de prevención del delito y de 
autoinvestigación110, debido a la incapacidad del Estado de perseguir los delitos en es-
tructuras empresariales tan complejas, como las que ostentan algunas personas jurídicas, 
y en el marco de un sistema político y económico liberal. 
 
                                                          
107 LOPEZ ASENCIO, P., Prevención de la Responsabilidad y Programas de cumplimiento (<Compliance 
Programs>)… op.cit., pág. 43 
108 ARGANDOÑA, A., Responsabilidad social, compliance y buen gobierno, en Blog IESE Bussines 
School (en línea), http://blog.iese.edu/antonioargandona/, 5 de noviembre de 2016, pág.2. 
109 VEGA AGUILAR, J.C., E. HERNANDEZ SANCHEZ, F., IZQUIERDO GARCIA, F., La figura del 
Compliance Officer y los Programa de prevención de riesgos penales, en Diario La Ley nº8689, Edit. LA 
LEY, 16 de enero de 2016, pág. 2. 
110 BACHMAIER WINTER, L., Responsabilidad penal de las personas jurídicas, definición y elementos 
de un programa de compliance, en Diario La Ley nº 7938, Edit. LA LEY, 5 de octubre de 2012, pág.4. 
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2. Consecuencias jurídico-penales de la implantación de los modelos de prevención del 
delito 
La implantación de los modelos de prevención del delito trae consigo 
consecuencias jurídico penales para la persona jurídica, como puede ser la exención de la 
responsabilidad penal, la atenuación de la misma (así está previsto por el Código Penal 
en su artículo 31 bis.2 y 31 bis.4) así también, tal como se defenderá desde este Trabajo, 
la exclusión de la responsabilidad penal debido a un error de tipo, al implantar los 
modelos. Por ello, a continuación expondremos los presupuestos que se deben dar para 
considerar que se debe eximir o atenuar la responsabilidad penal de la persona jurídica. 
 
a) Implantación de los modelos como eximente de la responsabilidad penal 
En primer lugar, debemos tener en cuenta que el Código ha diferenciado los 
presupuestos del modelo de prevención de la persona jurídica, en torno a si el hecho 
delictivo ha sido cometido por los representantes, administradores y demás descritos en 
la vía de imputación del artículo 31 bis a), o si la comisión del delito ha tenido lugar por 
subordinados de las personas descritas en el apartado a) por una falta de control de éstos, 
que es la otra vía de imputación de la responsabilidad penal que se contempla en el art. 
31 bis b). 
No existe un modelo general para las personas jurídicas, por lo que el modelo debe 
analizar los riesgos derivados de la concreta actividad empresarial y establecer los 
programas y controles específicos para su concreto marco de actividad111. 
Respecto a la eximente relacionada con los efectivos modelos de organización y 
supervisión, tiene absoluta coherencia respecto a los subordinados, ya que engarza con la 
organización de la empresa y con el reflejo de gobierno corporativo. Lo que es más 
llamativo es que también se relacione los hechos cometidos por los administradores, que 
en teoría son los sujetos que deben realizar ese control, por lo que su función no debería 
ser meritoria, debido a que, si el delito es realizado por ellos mismos, parece entrever una 
aplicación formal del modelo pero carente de sentido material112, aunque bien es cierto 
                                                          
111 111 BACHMAIER WINTER, L., Responsabilidad penal de las personas jurídicas, definición y 
elementos de un programa de compliance…op.cit., pág. 2. 
112 Circular Fiscalía General del Estado, 1/2016….op.cit., pág. 40. 
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que el apartado a) embarca a muchos sujetos dentro de los posibles realizadores de los 
hechos delictivos, por lo que puede seguir siendo eficaz el programa de cumplimiento. 
El legislador, como hemos expresado anteriormente, ha descrito de una forma 
mucho más exhaustiva los requisitos de cumplimiento que se deben dar para eximir de 
responsabilidad penal a la persona jurídica, cuando los hechos delictivos hayan sido 
cometidos por los sujetos del apartado a), como sucede con la creación del órgano de 
cumplimiento, que bajo una interpretación sistemática y restrictiva pudiera entenderse 
que sólo en el caso de los administradores y representantes fuera exigible este requisito113, 
pero a efectos pragmáticos, en realidad, no dista mucho las condiciones de un modelo de 
otro, ya que hay aspectos aplicables a ambos, aunque pareciera contrario al texto legal, 
pero en una mirada conjunta con el artículo 31quinquies C.P., en una interpretación 
sistemática, se puede entender que deben ser de aplicación en ambos, ya que una 
interpretación restrictiva sería contraria a la cultura empresarial que debe implantarse 
tanto en los órganos de administración como respecto a los empleados114. 
La existencia del órgano de cumplimiento de la legalidad, establecido en el 
artículo 31bis.2.2, como ya hemos expresado, es común a ambos títulos de imputación, 
así como la necesidad de que este órgano cumpla diligentemente sus funciones 
(art.31bis.2.4), aunque debemos tener en cuenta que el órgano de administración será el 
que implante los modelos y se encargue de que su ejecución sea eficaz, aunque 
posteriormente cree el órgano de cumplimiento que se encargará de la supervisión, pero 
el órgano de administración no podrá delegar su función de cumplimiento. 
En cambio sí hay un presupuesto, que no es contemplado para el supuesto de que 
el hecho delictivo sea cometido por un empleado, y es que los sujetos del apartado a) 
deben haber cometido el delito eludiendo fraudulentamente los modelos de organización 
y de prevención, pero este presupuesto no es exigido para los empleados. Ello tendrá su  
importancia en el proceso penal, ya que deberá ser probado por la acusación que el sujeto 
cometió el hecho delictivo eludiendo fraudulentamente los controles, y en cambio, en el 
supuesto de que haya sido realizado por el empleado, no es exigible tener que acreditarlo. 
Aunque también es cierto que, en el caso de que los hechos sean cometidos por los 
                                                          
113 GOMEZ-JARA DIEZ, C., L culpabilidad de la persona jurídica… op.cit., pág 186. 
114 Circular Fiscalía General del Estado, 1/2016….op.cit., pág. 40. 
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empleados, la acusación deberá acreditar que los hechos se han debido a un 
incumplimiento grave de los deberes de control de los administradores y personas con 
autoridad115. 
Además de estos presupuestos formales, es necesario que la persona jurídica tenga 
un modelo de prevención actualizado y eficaz en el momento de la comisión del delito, 
ya que ello conlleva la demostración de que existe una cultura empresarial, una 
disposición jurídica de cumplimiento con legalidad, y por lo tanto, no debe ser culpable 
del hecho delictivo. La política criminal de establecer que las propias empresas se 
autorregulen y cumplan con la legalidad vigente, conlleva que se deba permitir excluir la 
responsabilidad penal, si se da la implantación de un efectivo modelo de cumplimento 
material, y no sólo formal116. 
Es claro que el desarrollo legislativo llevado a cabo con la introducción de la L.O. 
1/2015, desplegando característicamente los modelos (serán explicados los requisitos en 
el apartado siguiente), y estableciendo los requisitos que se deben cumplir, lleva a 
interpretar que no sólo con la implantación del modelo quedaría eximida la 
responsabilidad penal de la persona jurídica, sino que es necesario la prueba de su 
eficacia, o de su actuación controlada, no siendo válido encontrarnos ante un simple 
formalismo117. 
El modelo debe constatar que la persona jurídica actúa organizada, que sus 
actuaciones y actividades están regladas, que no actúa con organización defectuosa o sin 
ella118. 
Debemos tener en cuenta que las certificaciones emitidas por auditorías externas 
de cumplimiento de obligaciones y modelos de gestión, relacionados con su propia 
actividad, en cumplimiento de la ISO 19600, aunque no sea de exigencia legal, es un 
                                                          
115 DEL MORAL GARCIA, A., Responsabilidad penal de las personas jurídicas, notas con ocasión de la 
reforma de 2015….op.cit., pág. 235. 
116 GOMEZ-JARA DIEZ, C., La culpabilidad de la persona jurídica… op.cit., pág 186 
117 LOPEZ ASENCIO, P., Prevención de la Responsabilidad y Programas de cumplimiento (<Compliance 
Programs>)… op.cit., pág. 53. 
118 BACHMAIER WINTER, L., Responsabilidad penal de las personas jurídicas, definición y elementos 
de un programa de compliance…op.cit., pág. 2. 
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aspecto más a valorar para comprobar la eficacia, sin que concluya como un elemento 
especial, sino como un indicio más de la eficacia del cumplimiento119. 
Al estar íntimamente relacionados los modelos con la ética y la cultura 
empresarial, es importante para valorar, para comprobar su eficacia, cómo los programas 
de cumplimiento influyen en las decisiones tomadas por los directivos y en el respeto a 
estos programas de cumplimiento de la legalidad. 
Es importante valorar también la implicación de directivos y administradores, 
como partícipes o autores en comisión por omisión del delito, debido a que si los propios 
promulgadores del delito son ellos, que por incumplimiento de sus funciones deriva 
responsabilidad penal de la persona jurídica, atisba un formalismo del modelo de 
cumplimiento bastante evidente, así como si los modelos tienen establecido un protocolo 
exigente de contratación y promoción de los directivos. Además también es muy 
valorable, aunque no sea exigible, que un modelo eficaz abarque las relaciones con 
proveedores, abogados externos, para demostrar el fomento de la cultura de ética 
empresarial, en todas las relaciones de la persona jurídica, tanto internas como externas120. 
Hay que valorar los actos previos a la comisión del delito, posibles procesamientos 
o condenas anteriores, para fijar si la conducta es algo fuera de lo común, o por el 
contrario demuestra la total incultura de cumplimiento normativo. Por ende, los hechos 
posteriores a éste y las medidas que se hayan tomado por los autores, modificaciones de 
los modelos de cumplimiento, colaboración con la justicia, todo ello serán 
comportamientos  a valorar para la exención de la pena121. 
Las medidas implantadas deben ser adecuadas para el delito en concreto que se 
haya cometido, se debe valorar  si el riesgo permitido era plausible respecto a ese delito 
en concreto, si se ha conseguido minimizar el riesgo para esa actividad122. 
                                                          
119 Circular Fiscalía General del Estado, 1/2016….op. cit., pág. 51. 
120 DE LA MATA BARRANCO, N. J., La actuación conforme a protocolos de prevención de delitos como 
causa de exención de la responsabilidad penal, en Responsabilidad Penal de las Personas jurídicas…op.cit., 
pág 258 
121 Circular Fiscalía General del Estado, 1/2016….op. cit., pág. 51 
122 GOMEZ.JARA DIEZ, C., El injusto típico de la persona jurídica (Tipicidad),en Tratado de 
Responsabilidad penal de la Persona jurídica… op.cit., pág. 131 
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Para valorar el riesgo permitido es importante estar a los estándares propios de la 
empresa donde se desarrolla su actividad, para analizar el riesgo del tipo. Lo primero que 
debe analizarse es si hay una normativa especial reguladora en el sector, que será el punto 
de partida para analizar el riesgo, por ejemplo, si carece de modelos de prevención ya 
habría sobrepasado el riesgo permitido. Posteriormente, en la imputación objetiva hay 
que determinar si el riesgo ha producido el resultado, si ese defecto de organización ha 
sido el causante de la lesión del bien jurídico. En caso contrario no se podrá exigir 
responsabilidad penal a la persona jurídica123. 
El modelo de cumplimiento será eficaz mientras que minimice el riesgo al máximo 
posible, al encontrarse la actuación dentro del riesgo permitido de la imputación objetiva, 
como sucede con la persona física, ya que el que se haya cometido el delito no tiene por 
qué ser un síntoma automático de que el modelo no es eficaz, ni idóneo, ya que no se 
puede exigir el riesgo cero124, sino su minimización al máximo y así lo establece el 
art.31bis.2.1125. 
Se deben establecer cuatro fases de evaluación del riesgo: identificación, 
evaluación, análisis y tratamiento, y este último debe establecer las medidas que se 
consideran que deben adoptadas para convertir el riesgo en residual126. 
Respecto a la naturaleza jurídica de la exención es necesario conocer primero 
la del tipo, es decir, la naturaleza jurídica de la imputación de la persona jurídica. Si 
consideramos que ésta es la defectuosa organización de la empresa, y la exención se 
produce debido a ese cumplimiento eficaz, desaparecería el elemento del tipo, con lo que 
no nos encontraríamos ante una eximente pura, sino más bien ante una causa de 
atipicidad127.  
La Circular de Fiscalía opina de forma contraria, debido  al entendimiento de que 
la responsabilidad de la persona jurídica es una responsabilidad vicarial, por lo que 
                                                          
123 GOMEZ.JARA DIEZ, C., El injusto típico de la persona jurídica (Tipicidad),en Tratado de 
Responsabilidad penal de la Persona jurídica… op.cit., pág. 131 
124 BACHMAIER WINTER, L., Responsabilidad penal de las personas jurídicas, definición y elementos 
de un programa de compliance… op.cit., pág. 7 
125 “…modelos de organización y gestión que incluyen las medidas de vigilancia y control idóneas para 
prevenir delitos de la misma naturaleza o para reducir de forma significativa el riesgo de su comisión;” 
126 GOMEZ.JARA DIEZ, C., El injusto típico de la persona jurídica (Tipicidad)…op.cit. pág. 132 
127 BAJO FERNANDEZ, M.  Vigencia de la responsabilidad penal de la persona jurídica en el derecho 
sancionador español…op.cit. pág.42 
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entiende que estaríamos ante un elemento de la punibilidad, bajo lo cual si es efectivo el 
modelo no sería punible y estaríamos ante una exclusión de la punibilidad128. 
Pero en este Trabajo se defiende que estamos ante una causa de atipicidad, como 
así lo ha entendido también el Tribunal Supremo en su Sentencia de 29 de febrero de 
2016, que dispone que la existencia y efectivo cumplimiento de los modelos con los 
requisitos del art.31 bis.2 y art. 31 quinquies no estaría tan relacionado con la exclusión 
de la culpabilidad, referido a la eximente, sino al tipo objetivo, debido a que “la 
exoneración se basa en la prueba de la existencia de herramientas de control idóneas y 
eficaces” y así correspondería a la tipicidad la valoración de la idoneidad objetiva de los 
modelos de prevención129, ya que la conducta típica de la persona jurídica es la contenida 
en el art.31 bis a) y b), por lo que la implantación de medidas deriva en la inexistencia de 
la tipicidad. 
Es también de valorar la posibilidad de que habiéndose cometido el hecho 
delictivo y habiendo implantado los programas de cumplimiento, con anterioridad todo 
ello a la reforma del C.P. en 2015, se pueda aplicar la eximente aún en el momento no 
estando prevista en el Código, pero sí estándolo la atenuante para la implantación de los 
modelos, por lo que entendemos que debe aplicarse por el principio de retroactividad 
favorable a reo del Derecho Penal130. 
 
b) Atenuante por implantación de los modelos de prevención y gestión del delito 
Respecto a las atenuantes de la responsabilidad penal de la persona jurídica, 
hemos creído conveniente exponer las que tienen que ver con la implantación o la 
existencia de los modelos de prevención del delito, que es el apartado que nos ocupa, así 
como también la atenuante de colaboración, debido a su íntima relación con los modelos 
de cumplimiento de la legalidad. 
En cuanto a las atenuantes, nos encontramos con dos grupos: por una parte la 
atenuante reconocida en el art. 31bis.2 in fine C.P., y el art.31bis.4 in fine C.P., que 
                                                          
128 Circular Fiscalía General del Estado, 1/2016….op. cit., pág. 55. 
129 GOMEZ-JARA DIEZ, C., EL injusto típico de la persona jurídica (Tipicidad)…op.cit., pág.186. 
130 DEL MORAL GARCIA, A., Responsabilidad penal de las personas jurídicas, notas con ocasión de la 
reforma de 2015…. op.cit., pág. 236 
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dispone que se atenuará la pena cuando la persona jurídica haya implantado los modelos 
que hubieran dado lugar a  la exención de la responsabilidad penal de la persona jurídica, 
pero sólo se puedan “acreditar parcialmente”; así tendrá lugar la atenuación en lugar de 
la exención. El motivo de que haya dos previsiones se encuentra en que, se prevé en el 
caso de que el delito sea cometido por los representantes legales, administradores, etc. y 
por los empleados de la persona jurídica, subordinados de los anteriores. 
Por otro lado, en el art. 31quater C.P. se prevén las atenuantes específicas131 para 
la persona jurídica, estableciéndose además un numerus clausus, ya que expresa que 
“Sólo podrán considerarse circunstancias atenuantes de la responsabilidad penal de las 
personas jurídicas haber realizado, con posterioridad a la comisión del delito y a través 
de sus representantes legales, las siguientes actividades…”, lo que plantea dudas de 
inconstitucionalidad, ya que se produce discriminación con respecto a la persona física, 
ya que es obvio que ciertas atenuantes genéricas no podrán ser de aplicación a la persona 
jurídica132, pero por ejemplo la atenuante de dilaciones indebidas es perfectamente 
aplicable a la persona jurídica, y cuando, además, es previsible que en los delitos de los 
que puede ser responsable la persona jurídica sean procedimientos dilatados, en los que 
se pueda apreciar la atenuante de dilaciones indebidas. 
Respecto a la atenuante por acreditación parcial del cumplimiento efectivo de los 
modelos de prevención, es de resaltar que actúa como eximente incompleta133, 
referenciada en el art.21.1 C.P., y tiene una relevancia especial, no sólo por su 
interpretación sistemática, ya que está fuera de las atenuantes específicas, sino por el 
momento de adecuación anterior a cualquier procedimiento judicial134.  
                                                          
131 “a) Haber procedido, antes de conocer que el procedimiento judicial se dirige contra ella, a confesar 
la infracción a las autoridades. b) Haber colaborado en la investigación del hecho aportando pruebas, en 
cualquier momento del proceso, que fueran nuevas y decisivas para esclarecer las responsabilidades pe-
nales dimanantes de los hechos.   c) Haber procedido en cualquier momento del procedimiento y con 
anterioridad al juicio oral a reparar o disminuir el daño causado por el delito. d) Haber establecido, antes 
del comienzo del juicio oral, medidas eficaces para prevenir y descubrir los delitos que en el futuro pudie-
ran cometerse con los medios o bajo la cobertura de la persona jurídica.” 
132 GOMEZ-JARA DIEZ, C., La atenuación de la responsabilidad penal de las personas jurídicas, en 
Tratado de Responsabilidad penal de las Personas jurídicas….op.cit., pág.231 
133 DEL MORAL GARCIA, A., Responsabilidad penal de las personas jurídicas, notas con ocasión de la 
reforma de 2015…. pág., 237 
134 Circular Fiscalía General del Estado, 1/2016….op. cit., pág. 45 
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Es de importancia destacar que no se trata de haber hecho las cosas “a medias”, 
habiéndose implantado con la mitad de los requisitos, sino que lo que hay que valorar es 
la falta de ineficiencia de los requisitos que son necesarios, para considerar un modelo 
con capacidad real y efectivo de evitar o reducir al máximo el riesgo de comisión del 
delito. La existencia de un modelo de prevención del delito es suficiente para atenuar la 
pena aunque sea defectuoso, siempre que se trate de un modelo con utilidad práctica y no 
únicamente un formalismo implantado que no tenga mayor recorrido que el haberse 
creado, siendo necesario que sea utilizado, aunque no se hayan previsto con efectividad 
todos sus elementos y resulte defectuoso135. 
Respecto a la atenuante de implantación de “medidas eficaces para prevenir y 
descubrir los delitos que en el futuro pudieran cometerse con los medios o bajo la 
cobertura de la persona jurídica”, es de importancia resaltar, para entender la diferencia 
con la descrita anteriormente y con la eximente, que deben haber sido implantadas 
posteriormente a la comisión del delito, pero anteriormente a la apertura de juicio oral, en 
el transcurso del procedimiento penal136. 
Es de destacar que estos modelos deben estar centrados y ser específicos de la 
responsabilidad penal; no serán suficientes con un modelo de gobierno corporativo 
genérico.  
Los modelos deben contener la filosofía de los programas de exención, aunque al 
encontrarse directamente como atenuante, en diferencia con la exención y la atenuación, 
no tienen por qué ser tan exigentes. Deben dar una imagen fuerte y profunda de 
cumplimiento de la legalidad, de análisis de la actividad y de los riesgos que derivan, 
delitos cometidos y concentrar los esfuerzos en implantar medidas que los contrarresten, 
pero es cierto que ello conllevará que las actuaciones posteriores que deban seguirse, 
durante el procedimiento, sean en función del modelo implantado; de lo contrario podrá 
llevar a la inaplicabilidad de la atenuación137.  
                                                          
135 Circular Fiscalía General del Estado, 1/2016….op. cit., pág. 45 
136 LOPEZ ASENCIO, P., Prevención de la Responsabilidad y Programas de cumplimiento (<Compliance 
Programs>)… op.cit., pág. 33. 
137 Circular Fiscalía General del Estado, 1/2011, de 1 de junio, relativa a la responsabilidad penal de las 
personas jurídica conforme a la reforma del Código Penal efectuada por la Ley Orgánica 5/2010, pág. 23. 
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Deben implantarse medidas eficaces ex ante a la comisión delictiva, no sólo 
centrarse en el delito cometido, sino en el análisis de los riesgos de la persona jurídica por 
su actividad. También se deben destinar los recursos necesarios para su efectividad, en 
función del tamaño empresarial. 
En este punto, en el transcurso del procedimiento penal, es de importancia la 
implementación de controles y métodos de comunicación de las infracciones a las 
autoridades de control. Igualmente que en el modelo ex ante, se debe contar con la 
supervisión del modelo por el órgano de cumplimiento de control, ya sea individualmente 
o en equipo o siendo los propios directores de empresa que se encarguen atendiendo al 
tamaño de la empresa138. 
En cuanto a la atenuante de colaboración en la investigación, nos referimos a ella, 
aun no siendo explícitamente derivada de los modelos de prevención, pero tiene una 
íntima relación, ya que es un reflejo del sistema de autorregulación implantado en la 
legislación. 
Es una atenuante específica de la persona jurídica, no existe propiamente para la 
persona física, aunque sí se aplica a través de la atenuante de analogía descrita en el 
art.21.7 C.P. y se basa en la restauración del orden jurídico perturbado139. 
Según la dicción del texto legal, al ser una atenuante diferente a la de confesión, 
no se requiere que en la colaboración se dé la autoinculpación, sino en orden a terceras 
personas, incluido en personas físicas, pero, eso sí, la colaboración debe ser fructífera 
para recabar pruebas que “esclarezcan hechos” y responsabilidades, no sería suficiente 
para considerar la atenuación una colaboración simbólica de aportación de documentos, 
que no traiga consigo una relevancia jurídica para la investigación140. 
Es a tener en cuenta la relevancia de la colaboración, no ya sólo como atenuante, 
sino como posible eximente, ya que, basándonos en la efectividad de los medios de 
detección y prevención del delito, y asumiendo el riesgo residual de comisión, se ha 
                                                          
138 GOMEZ-JARA DIEZ, C., La atenuación de la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas….op.cit., pág.235. 
139 S.T.S. 809/2004 , de la Sala 2ª, de 23 de junio 
140 Circular Fiscalía General del Estado, 1/2011…op.cit. pág.22. 
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producido la detección, por lo que conlleva una eficacia plausible del cumplimiento de la 
legalidad, por lo que podría llegar a ser una muestra más para valorar la exención141. 
Aunque un aspecto que debe ser resaltado, es que las investigaciones llevadas a 
cabo plantean una serie de problemas procesales, como son, con los empleados, que 
pueden ser testigos, las declaraciones de éstos, o las evidencias digitales de sus correos 
electrónicos, que pueden traer como consecuencia la nulidad, al ser investigaciones 
privadas, y la cadena de custodia puede no ser respetada142. 
 
c)  Error excluyente de responsabilidad penal por implantación de los programas 
de prevención y gestión del delito 
Hemos creído necesario abordar en este trabajo, la posibilidad de la aplicación del 
error143, por implantación de los modelos de prevención del delito, debido a que no se han 
encontrado en la doctrina referencias específicas en torno a la persona jurídica y creemos 
que puede ser de relevancia para afrontar la responsabilidad penal de ésta cuando se haya 
implantado el modelo, creyéndose en la certeza de que sí se ha establecido un modelo de 
cumplimiento efectivo, debido a que se ha realizado por expertos. Ello puede derivar en 
un error, causando la exclusión de responsabilidad penal, aún no resultando efectivamente 
eficaz el modelo como para causar la exención de responsabilidad prevista en el 
art.31bis.2 del C.P. 
Lo primero que debemos dilucidar es si nos encontraríamos ante un error de tipo 
o un error de prohibición. 
Recordemos que el error de tipo es un error que recae sobre los elementos del tipo, 
sobre los elementos de la conducta delictiva, que puede derivarse de una ignorancia 
absoluta o algún conocimiento pero erróneo sobre la situación típica y produce la 
                                                          
141 GOMEZ-JARA DIEZ, C., La atenuación de la responsabilidad penal de las personas jurídicas….op.cit. 
pág.236. 
142 NIETO MARTIN, A., Investigaciones internas, whisteblowing y cooperación: la lucha por la 
información en el proceso penal, en Diario La Ley nº8120, de 5 de julio de 2013, Edit. LA LEY, pág. 4. 
143 1. El error invencible sobre un hecho constitutivo de la infracción penal excluye la responsabilidad 
criminal. Si el error, atendidas las circunstancias del hecho y las personales del autor, fuera vencible, la 
infracción será castigada, en su caso, como imprudente. 2. El error sobre un hecho que cualifique la in-
fracción o sobre una circunstancia agravante, impedirá su apreciación. 3. El error invencible sobre la 
ilicitud del hecho constitutivo de la infracción penal excluye la responsabilidad criminal. Si el error fuera 
vencible, se aplicará la pena inferior en uno o dos grados 
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exclusión del dolo, ya que éste debe darse sobre todos los elementos del tipo, y el Derecho 
no reprocha una conducta si no había intención de realizarla, si no había intención de 
romper la prohibición, aunque realmente la conducta sí esté capacitada para vulnerar la 
prohibición144, “es un conocimiento equivocado o juico falso sobre los elementos 
descritos por el tipo”145 
En cambio, el error de prohibición se da cuando, aun conociendo todos los 
elementos del tipo, se realiza una valoración errónea, se entiende que la conducta no es 
antijurídica, y por tanto no se está cometiendo un ilícito. En el error de prohibición se 
entra a valorar en mayor profundidad las circunstancias personales del sujeto, que le han 
llevado a esa  conclusión errónea sobre la realidad146. 
En este Trabajo se considera que el error de la persona jurídica, todo ello desde la 
teoría de la equivalencia en los elementos de la teoría del delito, ya fundamentada en el 
epígrafe correspondiente a la acción y culpabilidad, por la implantación de los modelos 
de prevención del delito, por expertos reconocidos, o por personas cualificadas, de las 
que se supone un efectivo cumplimiento de su trabajo y de una idoneidad de los 
programas que elaboran debido a su especialización, lleva  a creer que estos modelos, 
cumpliendo con todas las exigencias en ellos marcados, en su valoración de idoneidad, 
conllevarán la exención de la responsabilidad de la persona jurídica en una eventual 
comisión del hecho delictivo, y se debe considerar que nos encontraríamos ante un error 
de tipo, establecido en el art.14.1 C.P. 
Esta consideración debemos realizarla a partir de la concepción que se defiende 
en este trabajo, de cuál es conducta típica que realiza la persona jurídica y la naturaleza 
de la exención. Al considerar, como ya se ha fundamentado a lo largo del presente trabajo, 
que la conducta típica realizada por la persona jurídica es la descrita en el art.31bis.1 y 
que la naturaleza de la exención es una causa de atipicidad, consideramos la creencia 
errónea de que se están cumpliendo todos los elementos objetivos, para que se pudiera 
dar la exención de la responsabilidad penal, como un error del tipo. 
                                                          
144 LUZÓN PEÑA, D.M., Lecciones de Derecho Penal (parte General)… op.cit., pág. 266. 
145 Auto T.S., Sala 2ª, de lo Penal, 920/2011, de 2 de junio 
146 LUZÓN PEÑA, D.M., Lecciones de Derecho Penal (parte General)… op.cit., pág. 266 
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Esta concepción está influida por la teoría de los elementos negativos del tipo147, 
en que se considera que el injusto engloba al tipo tanto en su descripción legal positiva, 
en todos los elementos que deben darse para que se realice el tipo, como también en los 
elementos negativos del tipo, es decir, ausencia de causas de atipicidad y de justificación, 
ya que sí estas se encuentran, no se produce la antijuridicidad148. Por tanto, la creencia 
errónea de que existen los elementos de causa de atipicidad, es un error del tipo, al 
encontrarse sobre un elemento del tipo. 
Nos podríamos encontrar ante el planteamiento de decir que el sujeto también 
considera que su conducta no es antijurídica, y por tanto encontrarnos ante un error de 
prohibición, pero debemos tener en cuenta, como expresaba Bacigalupo, que “ el error 
de tipo excluye la conciencia de la antijuridicidad, quien obra con error sobre una 
circunstancia del tipo creerá estar obrando lícitamente”149, pero como bien ha 
establecido la jurisprudencia, cuando exista confusión de normas y error recaiga sobre la 
ilicitud , pero esta  su vez sea un elemento del tipo, tiene prioridad el error del tipo, debido 
a que el error de prohibición tiene un carácter subsidiario respecto a este último, y ello se 
deduce debido a la anterioridad en la teoría del delito que ocupa la tipicidad respecto a la 
culpabilidad150. 
Una vez expuesta la concepción del error en el que se recae por la implantación 
de unos planes a todas luces efectivos, considerado por el asesoramiento experto que se 
ha tenido, tenemos que dilucidar si nos encontraríamos ante un error de tipo vencible o 
invencible. 
Si el error se podría haber evitado con la diligencia debida, se conceptúa como 
error vencible o evitable, y en virtud del art.14.2C.P. da lugar a la comisión del hecho 
delictivo por imprudencia. Para valorar si estamos ante un error objetivamente vencible, 
es necesario situar al hombre medio ideal en la posición de autor, con los conocimientos 
de éste, para valorar si podría haber actuado con mayor diligencia151. 
                                                          
147 GIMBERNAT ORDEIG, E., Introducción a la Parte General del Derecho Penal Español, Edit. 
Universidad Complutense, Madrid, 1979, pág.51. 
148 ARIBAS EIBE, J.M., El error en Derecho Penal en el Código de 1995, Edit. Dykinson, Madrid, 2007, 
pág.63 
149 BACIGALUPO ZAPATER, E., La distinción entre el error de tipo y error de prohibición en el proyecto 
del Código Penal de 1980, en Diario La Ley, 1981, tomo 1, Edit. La Ley, pág.3 
150 S.T.S., Sala 2ª, de lo Penal, 1070/2009, de 2 de noviembre 
151 LUZÓN PEÑA, D.M., Lecciones de Derecho Penal (parte General)… op.cit., pág. 268 
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En cambio, si el hombre medio ideal con lo dicho anteriormente, no podía prever 
la comisión del hecho delictivo, estaríamos ante un error objetivamente invencible, y que 
por tanto no dará lugar a responsabilidad penal, ni tampoco de responsabilidad civil, 
debido a que es una causa de exculpación152.  
En caso de que sea un error de tipo vencible, dará lugar a imprudencia, pero en 
estos supuestos hay que valorar dos cosas respecto a la persona jurídica como sujeto 
activo del delito. Por una parte, el principio del Código Penal español, de que sólo se 
podrán cometer imprudentemente los delitos, cuando así lo haya dispuesto expresamente 
la Ley, en virtud del art.12 C.P.. Por otro lado, al sólo poder cometer una persona jurídica 
determinados delitos, por el sistema de numerus clausus implantado por el legislador, el 
cupo se reduce aún más, por lo que habrá que ver qué delitos de la lista se pueden cometer 
imprudentemente, para que el error objetivamente vencible de lugar a responsabilidad 
penal de la persona jurídica, porque en caso de que no se pueda cometer por imprudencia 
el hecho será impune, dando lugar a la atipicidad penal de la conducta. Nos encontramos 
sólo con ciertos delitos, como insolvencia punible, delito contra los recursos naturales, 
blanqueo de capitales y financiación del terrorismo. En caso de encontrarnos ante un error 
de tipo invencible, no existe ni dolo ni imprudencia, por lo que no hay ningún desvalor 
en la acción, no existe el presupuesto de antijuridicidad, y por lo tanto no hay delito.  
En consecuencia, si nos encontramos con un modelo de prevención hecho por 
expertos en la materia, el cual ha sido respetado por la persona jurídica, en el 
cumplimiento de sus protocolos establecidos, el cual era defectuoso, pero debido al 
principio de confianza en el asesor, se consideraba, por los encargados de cumplimiento, 
que se estaban cumpliendo los presupuestos para que el modelo se consideraba exento, 
estaremos ante un error del tipo.  
Dependiendo de si el órgano de cumplimiento o administradores, hubieran podido 
ser más diligentes, debido a su experiencia y formación haberse informado más sobre la 
efectividad del modelo, resultará vencible. En caso de por las características del modelo 
o la escasa formación jurídica, no se pudo prever más diligencia, será invencible. 
Atendiendo a la actualidad, con la novedad que han supuesto estos planes, la escasa 
jurisprudencia existente aún sobre la responsabilidad penal de la persona jurídica, es fácil 
                                                          
152 LUZÓN PEÑA, D.M., Lecciones de Derecho Penal (parte General)… op.cit., pág. 268 
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pensar en la consideración de error de tipo invencible sobre los programas de 
cumplimiento, por lo que conllevará la exención de responsabilidad penal para la persona 
jurídica. Con el paso del tiempo, y cuando se establezcan fuertemente estos modelos, la 
exigencia de la diligencia debida se considerará mayor y se podrá realizar una valoración 
más profunda la existencia del error, y en su caso de su vencibilidad o invencibilidad. 
 
3. Requisitos de los modelos de prevención del delito 
El artículo 31bis.5 C.P.153 regula los requisitos que los modelos de prevención 
deben cumplir para poder ser considerados efectivos, de cara a la exención y a las 
atenuantes, por lo que vamos a proceder a desarrollar cada uno de los requisitos exigidos 
por el legislador, así como el órgano de cumplimiento que, no viniendo previsto en este 
apartado, sí lo hace en 31bis.2 C.P., e igualmente debe tener unas características 
adecuadas para poder considerar efectivo el modelo de cumplimiento. 
Para los modelos de prevención, aunque su regulación se encuentra contenida en 
el Código Penal, es importante tener en cuenta las normas internacionales ISO 19600 e 
ISO 37001, ya que son los estándares internacionales sobre cumplimiento normativo y 
corrupción y la certificación que pueden dar empresas auditoras a los modelos que 
cumplan con estas recomendaciones, aunque no son de obligatorio cumplimiento, pero sí 
podrán valorarse como un indicio más del cumplimiento de la legalidad de la persona 
jurídica. 
 
                                                          
153 “Los modelos de organización y gestión a que se refieren la condición 1.ª del apartado 2 y el apartado 
anterior deberán cumplir los siguientes requisitos:1.º Identificarán las actividades en cuyo ámbito puedan 
ser cometidos los delitos que deben ser prevenidos 2.º Establecerán los protocolos o procedimientos que 
concreten el proceso de formación de la voluntad de la persona jurídica, de adopción de decisiones y de 
ejecución de las mismas con relación a aquéllos. 3.º Dispondrán de modelos de gestión de los recursos 
financieros adecuados para impedir la comisión de los delitos que deben ser prevenidos 4.º Impondrán la 
obligación de informar de posibles riesgos e incumplimientos al organismo encargado de vigilar el fun-
cionamiento y observancia del modelo de prevención. 5.º Establecerán un sistema disciplinario que san-
cione adecuadamente el incumplimiento de las medidas que establezca el modelo. 6.º Realizarán una veri-
ficación periódica del modelo y de su eventual modificación cuando se pongan de manifiesto infracciones 
relevantes de sus disposiciones, o cuando se produzcan cambios en la organización, en la estructura de 
control o en la actividad desarrollada que los hagan necesarios.” 
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a) Requisitos previstos en el art.31bis.5 C.P. 
a.1) Identificarán las actividades en cuyo ámbito puedan ser cometidos los delitos 
que deben ser prevenidos 
Es de especial importancia la evaluación de los riesgos, en relación con la 
actividad empresarial de la persona jurídica, que puedan identificarse como conductas 
punibles de la persona jurídica. Habrá delitos generales de la propia actividad de cualquier  
empresa (delitos contra la Hacienda Pública, blanqueo de capitales, entre otros), pero 
también habrá que evaluar la actividad concreta y el procedimiento de cómo se realiza la 
actividad para hacer un análisis completo del riesgo de comisión de un hecho delictivo154. 
El razonamiento de qué delitos se pueden cometer se vislumbra en base a la 
probabilidad de comisión, antecedentes, número de personas con capacidad de 
cometerlos, y a las exigencias tanto económicas como reputaciones que se pueden dar155. 
Para realizar el mapa de riesgo es importante contar con la opinión de 
determinadas personas de distintas áreas de negocio de la persona jurídica, para así poder 
hacer una visión lo más aproximada posible a la realidad de los riesgos156. 
El modelo no tiene por qué ser elaborado por el órgano de cumplimiento, puede 
ser creado externamente, y ser él quien se encargue de gestionarlo en la empresa, pero sí 
debe ser el encargado de conocer su funcionamiento157. 
En compañías de cierto tamaño será muy importante el factor de seguridad 
informática que gestione y audite los procedimientos internos de la empresa158. Se debe 
documentar todo el proceso de análisis del riesgo para, en sus posteriores revisiones y 
actualizaciones,  poder determinar a qué se debió la inclusión de cierta medida o 
control159.  
                                                          
154 GOMEZ-JARA DIEZ, C., La culpabilidad de la persona jurídica… op.cit pág., 202. 
155 CASANOVAS, A., Cinco cuestiones clave sobre: Evaluación del modelo de prevención penal español, 
en www.kpmgcumplimentolegal.es, 2015, pág.9. 
156 Ibidem. 
157 VEGA AGUILAR, J.C., E. HERNANDEZ SANCHEZ, F., IZQUIERDO GARCIA, F., La figura del 
Compliance Officer y los Programa de prevención de riesgos penales… op.cit., pág.7. 
158 Circular Fiscalía General del Estado, 1/2016….op. cit., Pág. 43. 




a.2) Establecer los protocolos o procedimientos que concreten el proceso de 
formación de la voluntad de la persona jurídica, de adopción de decisiones y de 
ejecución de las mismas con relación a aquéllos 
Se debe analizar la toma de decisiones y establecer un procedimiento para ellas. 
Se debe crear una estructura importante donde se establezca cuál es el proceso, quién 
toma las decisiones empresariales, para de esta forma identificar si la conducta ha sido 
tomada por un individuo sólo o tiene que ver con la cultura y la política empresarial160 
Así también se deberá establecer un procedimiento de control sobre estas decisio-
nes, que corrobore si se están respetando los protocolos del programa de cumplimiento, 
de forma que se corrobore la voluntad social de la persona jurídica en las decisiones, para 
de esta forma, a la hora de que haya un procedimiento judicial, se corrobore si el hecho 
delictivo es causa de la persona jurídica, o de una decisión individualizada161. 
 
a.3) Disponer de modelos de gestión de los recursos financieros adecuados para im-
pedir la comisión de los delitos que deben ser prevenidos 
Existen dos vertientes en este punto. Por un lado, el destino de los recursos finan-
cieros a la implementación, desarrollo y permanencia de los modelos de gestión y control, 
y por otra parte, la propia utilización de los recursos financieros de las empresas, para 
evaluar su destino y uso, en relación a actividades criminales que se pudieran llevar a 
cabo en su seno162. 
Respecto a los recursos destinados a los modelos, es lógico que estos recursos 
deben originarse en función del volumen y complejidad de la estructura empresarial. De-
ben ser tanto económicos, de personal, como asesoramiento legal especializado, que en 
un primer momento, es recomendable que sea externo, para contar con una mayor dili-
gencia. 
                                                          
160 GOMEZ-JARA DIEZ, C., La culpabilidad de la persona jurídica… op.cit., pág. 202. 
161 Circular Fiscalía General del Estado, 1/2016….op. cit. Pág. 43. 




Al tenor del control de recursos financieros propiamente dichos, se debe entender 
que se establezca protocolos de actuación en contabilidad, especialmente para determinar 
la equivalencia de ingresos y gastos y con ello evitar o reducir el riesgo creciente de la 
posible existencia de Cajas “B”, con la que se produce el fraude y la corrupción, que se 
puede ver en el panorama judicial español. 
 
a.4) Imponer la obligación de informar de posibles riesgos e incumplimientos al or-
ganismo encargado de vigilar el funcionamiento y observancia del modelo de pre-
vención 
El apartado hace referencia los llamados Whisteblowing o canales de denuncia en 
la propia empresa. Se debe establecer la obligación de informar sobre los incumplimien-
tos de los modelos, delitos o acciones ilícitas que se puedan cometer por parte de los 
empleados, sus propios compañeros o cargos superiores163.  
Un canal de denuncias resulta imprescindible para constatar la eficacia ex ante de 
un modelo de prevención. Para que este canal sea eficaz es necesario implantar la cultura 
del modelo de prevención, que los empleados sientan que el modelo implantado es mate-
rialmente real y no sólo formal. 
Es necesario que este modelo cuente con su propio protocolo de actuación, para 
seguridad del denunciante, que le permita conocer perfectamente cuál va a ser el trata-
miento que tenga su información, así como a  su propia persona, y de esta forma, a través 
de la confidencialidad, mejorar la confianza164. 
Debe haber claridad frente a la ética en las denuncias, sabiendo que va a investigar 
y que se tomarán decisiones, retrayendo a los empleados que busquen causar un problema 
a otro, por cualquier motivo de índole personal. 
También es de suma importancia valorar si el sistema va a ser anónimo o confi-
dencial, entendiendo que es más favorable el confidencial que el anónimo, ya que aunque 
                                                          
163 Circular Fiscalía General del Estado, 1/2016….op. cit., pág. 45. 
164 NIETO MARTIN, A., Investigaciones internas, whisteblowing y cooperación: la lucha por la 
información en el proceso penal…op.cit., pág. 2. 
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puedan rebajarse el número de denuncias, las que se realicen tendrán fundamento sufi-
ciente, y ello tiene mayor relación con la implantación de la cultura empresarial de la 
legalidad, en un ambiente de favorecimiento y no de perjuicios, aunque en caso de reci-
birse denuncias anónimas165, tampoco deben descartarse directamente, ya que pueden re-
sultar de casos importantes. Así se han mostrado dudas acerca de la compatibilidad de las 
denuncias anónimas con la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de 
Datos de Carácter Personal. La Agencia Española de Protección de Datos realizó un in-
forme166 estableciendo que el denunciante debería identificarse, no pudiendo darse la de-
nuncia a través de un sistema de anonimato absoluto, si bien, debiendo establecerse con-
troles de protección de los denunciantes. En cambio, el Grupo de Trabajo de la Unión 
Europea creado por el artículo 29 de la Directiva 95/46/CE, dispuso que el denunciante 
debe ser anónimo ya que, en ciertas ocasiones, la presión de que sea descubierta su iden-
tidad puede dar lugar a que no se produzca la denuncia del incumplimiento y partir de un 
informe establecido por el denunciante, realizar las investigaciones necesarias para com-
probar su veracidad167, pero entendemos que es más respetuoso con los valores del cum-
plimiento de la legalidad y protección de datos, el sistema de confidencialidad. 
Para considerar efectivo el programa de cumplimiento requerirá la creación de un 
Registro con todo el canal de denuncias, y por tanto de los denunciantes, aunque se deban 
asegurar la confidencialidad de éste, pero esa confidencialidad, frente al Juez o Fiscal es 
complicado de gestionar. Por ello es necesario que se regule esta situación, ya que puede 
provocar recelos en el denunciante, pudiendo verse en un procedimiento penal aunque 
sea como testigo protegido168. 
La información debe darse al órgano de cumplimiento o persona encargada de esta 
función, aunque el Código Penal no establece que tenga que ser directamente, por lo que 
al no regularse expresamente, se puede entender que se podría realizar indirectamente169. 
 
                                                          
165 NIETO MARTIN, A., Investigaciones internas, whisteblowing y cooperación: la lucha por la 
información en el proceso penal…op.cit., pág. 4. 
166 Informe 2007/0128 del Gabinete Jurídico de la Agencia Española de Protección de datos sobre la 
Creación de sistemas de denuncias internas en las empresas 
167 GOMEZ-JARA DIEZ, C., La culpabilidad de la persona jurídica… op.cit., pág. 209 
168 NIETO MARTIN, A., Investigaciones internas, whisteblowing y cooperación: la lucha por la 
información en el proceso penal…op.cit., pág. 5 
169 GOMEZ-JARA DIEZ, C., La culpabilidad de la persona jurídica… op.cit., pág. 210 
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a.5) Establecer un sistema disciplinario que sancione adecuadamente el incumpli-
miento de las medidas que establezca el modelo 
Todo modelo efectivo debe contener un sistema disciplinario que sancione las in-
fracciones o incumplimientos de la organización y del modelo de gestión. Es básico para 
determinar la efectividad, ya que fomenta la cultura corporativa, y también como preven-
ción de que se cumpla lo pactado ya que si no conlleva una sanción, como ocurre en 
cualquier derecho sancionador170. 
En empresas con cierta complejidad se establece un sistema disciplinario por las 
faltas cometidas por los trabajadores. Se fundamenta en la facultad de disciplina del em-
presario, y así queda recogido en el artículo 58 del Estatuto de los Trabajadores (en ade-
lante E.T.) pero también prevé que esas faltas y sanciones deben estar plasmadas en una 
disposición legal o convenio colectivo, por ende se deberán establecer esas infracciones 
y sanciones en el propio modelo de prevención. También podrá ser establecido en el pro-
pio convenio colectivo, por lo que es previsible que en los próximos convenios que se 
firmen posteriores  a la reforma del Código Penal, se vayan introduciendo en los conve-
nios infracciones que afecten a los modelos de prevención171. 
El art. 54 E.T. establece el despido disciplinario como resultado de las faltas o 
infracciones cometidos, y por lo tanto lo vincula totalmente con la buena fe en el trabajo, 
por lo que un incumplimiento de estas medidas, que podría provocar responsabilidad a la 
empresa, puede dar lugar, debido a la trasgresión de la buena fe, al despido disciplinario 
por incumplimiento de las medidas de prevención, como sucede respecto a las infraccio-
nes de los planes de prevención de riesgos172. Es importante que se haya establecido una 
graduación en las sanciones, dependiendo de la gravedad del incumplimiento173. De esta 
forma se respeta también la regulación del Derecho Laboral, respecto a la graduación de 
infracciones y sanciones, recogidas en el artículo 58 y 60 E.T. 
La persona jurídica podrá organizar un sistema de “amnistía” para los denuncian-
tes que hayan participado en la infracción, ya que serán los que mejor conozcan los hechos 
                                                          
170 Circular Fiscalía General del Estado, 1/2016….op. cit., pág. 45. 
171 GOMEZ-JARA DIEZ, C., La culpabilidad de la persona jurídica… op.cit., pág. 215. 
172 Ibidem. 
173 Circular Fiscalía General del Estado, 1/2016….op. cit., pág. 45. 
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delictivos. La promesa de no sanción será interna, claro está, la sanción penal es indepen-
diente a ello, pero puede comprometerse la empresa a no acusarle o incluso a costear la 
defensa de una eventual imputación. Así la persona jurídica podrá valorar la información 
y decidir cuál es la mejor estrategia que puede seguir, para su propio proceso penal, si la 
colaboración o no aunque habrá que tener precaución con este sistema, ya que puede no 
ser valorado positivamente por Fiscalía174. 
 
a.6) Realizar una verificación periódica del modelo y de su eventual modificación 
cuando se pongan de manifiesto infracciones relevantes de sus disposiciones, o 
cuando se produzcan cambios en la organización, en la estructura de control o en la 
actividad desarrollada que los hagan necesarios. 
Como vemos, el propio texto legal obliga a la revisión, verificación y actualiza-
ción del modelo, cuando se hayan cometido infracciones relevantes, o haya habido un 
cambio en la estructura organizativa o estructural de la propia empresa o de la actividad 
desarrollada por ésta175. 
Aparte de la propia regulación expresa, en contexto con la normativa internacional 
(ISO 19600), se establece que para que el modelo sea eficaz, es necesario que se dé su 
actualización y verificación periódica, sin necesidad de que se haya producido una infrac-
ción o cambio176.  
Se debe comprobar que cumple con los requisitos y que su implantación es eficaz. 
Esta comprobación se podría llevar a cabo a través de una auditoría externa o interna o 
incluso que se certifique177.  
Respecto a cuándo se produzcan infracciones graves, es necesario que se tomen 
las medidas oportunas para comprobar cuáles son las causas de ese incumplimiento y se 
                                                          
174 NIETO MARTIN, A., Investigaciones internas, whisteblowing y cooperación: la lucha por la 
información en el proceso penal…op.cit., pág. 3. 
175 BACHMAIER WINTER, L., Responsabilidad penal de las personas jurídicas, definición y elementos 
de un programa de compliance…op.cit., pág.7. 
176 GOMEZ-JARA DIEZ, C., La culpabilidad de la persona jurídica… op.cit., pág. 215. 
177 Circular Fiscalía General del Estado, 1/2016….op. cit., pág. 45. 
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pueda dar la implementación de medidas para erradicarlas, en caso de que se estime ne-
cesario178.  
 
b) Órgano de cumplimiento 
El apartado 2 del art.31 bis exige la necesidad de creación de un órgano indepen-
diente cuyas funciones sean, expresamente, la supervisión de la prevención de los delitos. 
No será necesaria esta creación ad hoc para aquellas personas jurídicas que ya 
tienen asignados por Ley esta necesidad dentro de sus controles internos del riesgo, en 
los que se incluya la prevención de delitos, como son las sociedades de inversión, socie-
dades cotizadas, entre otras.  
En el caso de las sociedades anónimas cotizadas, por ejemplo, ya tienen un órgano 
regulado por Ley, que es la Comisión de Auditoría, en el artículo 529 quaterdecies de 
L.S.C.. Hay que tener en cuenta, que en este tipo de sociedades la disposición de la ley, 
que dice que las facultades de determinación de política de control y riesgos de la socie-
dad es facultad indelegable del Consejo de Administración. Por tanto, en consonancia con 
la ISO 19600, se debe entender que el Consejo se debe encargar de establecer la cultura 
y gestión de Compliance, creando y atribuyendo al órgano de cumplimiento las funciones 
de control y supervisión eficaz de los modelos, con una supervisión del programa, si se 
está gestionando de forma adecuada todo lo relativo a los modelos de prevención, dejando 
en este caso las funciones a la Comisión de Auditoría interna como órgano de cumpli-
miento. Aunque es recomendable, según se exponía en la Circular 1/2014, de la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores, que la Comisión de Auditoría y el órgano de cumpli-
miento deban estar diferenciados179. 
También hay que destacar que no todos los órganos de las empresas que se dedi-
quen a control de riesgos podrán asumir dichas funciones, como es el caso de los órganos 
de prevención de riesgos laborales, debido a que su ámbito de control sólo está relacio-
nada con un aspecto de la empresa, por lo que no sería válido para el control total180. 
                                                          
178 GOMEZ-JARA DIEZ, C., La culpabilidad de la persona jurídica… op.cit., pág. 215. 




Dependiendo del tamaño de la empresa, el órgano de cumplimiento estará com-
puesto por una o varias personas, que deben tener los suficientes conocimientos y forma-
ción para desarrollar el puesto, no teniendo tampoco por qué ser un experto en Derecho 
Penal, sino que puede ser una persona con capacidad de mando y gestión para la imple-
mentación en la empresa de los planes, con el asesoramiento de un equipo multidisciplinar 
ya sea interno o externo y además se le debe de otorgar autoridad e información de todos 
los procesos y gestiones, actividades, etc. que lleve a cabo la persona jurídica181. 
El órgano de cumplimiento, ya sea persona individual o un grupo, debe participar 
en la elaboración de los programas de cumplimiento, e identificar los riesgos, aún no 
siendo necesario que sea sólo el encargado, siendo posible que su elaboración se lleve a 
cabo por agentes externos, y debe encargarse de que se lleve a cabo su cumplimiento 
efectivo182. 
El órgano debe formar parte de la empresa, no puede ser un agente externo, pre-
cisamente por su condición de conocer de la actividad interna de la empresa, y cumpli-
miento del efectivo modelo. Ello tampoco significa que tenga que encargarse de todas las 
cuestiones relativas al cumplimiento normativo, sino que puede delegar también en dife-
rentes agentes, como el controller financiero, el encargado de prevención de blanqueo de 
capitales o el técnico de riesgos laborales, pero sí debe supervisar que se cumplan todos 
los protocolos derivados del programa183. 
También podrá controlar a agentes externos para el control de determinadas áreas 
específicas, como el asesoramiento legal externo, que favorecerá al efectivo cumpli-
miento, pero lo esencial es que exista este órgano de control en la empresa, que gestione, 
supervise y controle todos los aspectos relacionados con el cumplimiento normativo184, 
aunque no realice explícitamente todos los aspectos de actividad sujetos, ya que, entre 
otras cosas, en empresas de gran tamaño sería prácticamente imposible esta situación y 
haría que se produjera una relajación del programa de cumplimiento. 
                                                          
181 VEGA AGUILAR, J.C., E. HERNANDEZ SANCHEZ, F., IZQUIERDO GARCIA, F., La figura del 
Compliance Officer y los Programa de prevención de riesgos penales… op.cit., pág.5. 
182 Circular Fiscalía General del Estado, 1/2016….op. cit., pág. 46. 
183 Ibidem 
184 BACHMAIER WINTER, L., Responsabilidad penal de las personas jurídicas, definición y elementos 
de un programa de compliance…op.cit., pág.7. 
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Es importante tener en cuenta la autonomía del órgano de cumplimiento. Hay que 
valorar que las políticas de control y gestión del riesgo, corresponde de por sí a los admi-
nistradores, en especial en sociedades cotizadas donde esta facultad es indelegable, su-
mado a ello que el compliance officer es nombrado por el propio Consejo de Administra-
ción, por lo que puede que su autonomía se vea debilitada en determinadas circunstancias. 
Para ello es importante establecer también, dentro de los modelos, especificaciones de 
protocolos en caso de que surjan conflictos de intereses, y reforzar el modelo a través del 
nombramiento de los miembros del órgano, que no se trate de administradores, o no todos, 
haciendo una valoración de la idoneidad de cada uno de ellos185. 
En concordancia con la ISO 19600, se encuentran ejemplos de poder de iniciativa 
y control como tener potestad de revisión de la documentación, revisión y diseño de los 
modelos, acceso a la toma de decisiones de los órganos de la empresa, a poder iniciar 
labores de investigación y sanción a  cualquier órgano, desde la cúpula al empleado186. 
Respecto a las “personas jurídicas de pequeñas dimensiones”, el C.P. resalta una 
especialidad, en su artículo 31bis.3187, que dispone que las funciones del órgano de cum-
plimiento podrán ser asumidas por el órgano de Administración. 
Respecto a cuáles son las personas jurídicas que pueden presentar cuenta de ga-
nancias y pérdidas abreviada, se regula en el art.258 L.S.C.188. Por tanto nos encontramos 
con un requisito que cumple el 99,88% de las personas jurídicas españolas, que tienen 
menos de 250 trabajadores189, por lo que vemos la importancia real que va a tener esta 
                                                          
185 GOMEZ-JARA DIEZ, C., La culpabilidad de la persona jurídica… op.cit., pág. 196 
186 Ibidem 
187 “En las personas jurídicas de pequeñas dimensiones, las funciones de supervisión a que se refiere la 
condición 2.ª del apartado 2 podrán ser asumidas directamente por el órgano de administración. A estos 
efectos, son personas jurídicas de pequeñas dimensiones aquéllas que, según la legislación aplicable, estén 
autorizadas a presentar cuenta de pérdidas y ganancias abreviada”. 
188 1. Podrán formular cuenta de pérdidas y ganancias abreviada las sociedades que durante dos ejercicios 
consecutivos reúnan, a la fecha de cierre de cada uno de ellos, al menos dos de las circunstancias siguien-
tes:a) Que el total de las partidas de activo no supere los once millones cuatrocientos mil euros. b) Que el 
importe neto de su cifra anual de negocios no supere los veintidós millones ochocientos mil euros. c) Que 
el número medio de trabajadores empleados durante el ejercicio no sea superior a doscientos cincuenta. 
Las sociedades perderán la facultad de formular cuenta de pérdidas y ganancias abreviada si dejan de 
reunir, durante dos ejercicios consecutivos, dos de las circunstancias a que se refiere el párrafo anterior.2. 
En el primer ejercicio social desde su constitución, transformación o fusión, las sociedades podrán formu-
lar cuenta de pérdidas y ganancias abreviada si reúnen, al cierre de dicho ejercicio, al menos dos de las 
tres circunstancias expresadas en el apartado anterior” 
189 http: //www.ipyme.org/Publicaciones/Reatrato_Pyme_2015 
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dispensa, ya que la mayoría de personas jurídicas de nuestro tejido empresarial, las fun-
ciones de su órgano de cumplimiento las va a tener encomendada el Consejo de Admi-
nistración. 
Pero ello no conlleva que no deba establecerse un programa de cumplimiento, ya 
que todos los demás requisitos serán exigidos para poder dar lugar a la exención de la 
responsabilidad penal190. Aun teniendo que cumplir los requisitos, es entendible que se 
haga una valoración extensiva de los modelos con relación a las dimensiones de la em-
presa, y su modelo de cumplimiento, pudiendo ser rebajada la exigencia en función de su 
actividad, posible comisión de delitos, tomando como base sus obligaciones contables 
mercantiles y fiscales191. 
En este tipo de personas jurídicas, habrá que estar muy atento a la posible vulne-
ración del principio non bis in ídem, así como su inimputabilidad, dependiendo de su 
estructura organizativa, como ya defendimos en el epígrafe correspondiente del trabajo. 
Es importante destacar también, dos aspectos sobre la responsabilidad del com-
pliance officer: 
Si su conducta no es diligente, dará lugar a que no se pueda aplicar la exención de 
responsabilidad penal a la persona jurídica, como se contempla en el apartado 2 del art.31 
bis. 
Además, como individuo nos encontramos con que la figura del oficial de cum-
plimiento forma parte de las personas descritas en el apartado a) del art. 31 bis, como una 
de las personas físicas que la comisión de hechos delictivos por su parte192, puede dar 
lugar a responsabilidad penal de la persona jurídica, así como también cuando no realice 
el efectivo control sobre sus subordinados puede dar lugar a la responsabilidad, en comi-
sión por omisión, como ya vimos que sucedía en la figura del Administrador. 
 
                                                          
190 GOMEZ-JARA DIEZ, C., La culpabilidad de la persona jurídica… op.cit., pág. 198. 
191 Circular Fiscalía General del Estado, 1/2016….op. cit., pág. 49. 
192 Ibidem, Pág. 49. 
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c) Formación en los programas de cumplimiento 
No siendo un aspecto que explícitamente se considere entre los requisitos estable-
cidos en el Código Penal, creemos que es fundamental, en base a la creación de esa cultura 
de cumplimiento de la persona jurídica, y por ende de todos sus empleados. 
Es importante realizar manuales, información para los empleados acerca del cum-
plimiento normativo. En especial resulta de gran importancia que se programen sesiones 
de formación, informaciones en textos, seminarios, y que incluso sean impartidos por los 
propios representantes o directivos del Consejo de Administración, para que se muestre 
a los empleados una imagen de cumplimiento normativo desde la cúpula empresarial193 
Es necesario que el programa de cumplimiento esté visible para todas las personas 
de la empresa, desde los empleados a los directivos, ya sea en la web corporativa, o en 
sitios accesibles, para que en cualquier momento pueda ser consultado194. 
 
VII. Aspectos procesales 
En el presente apartado se van a tratar los aspectos procesales más relevantes que 
consideramos necesarios tener en cuenta en este Trabajo, aunque al no ser el objeto prin-
cipal, no entraremos en el estudio en profundidad de todos los aspectos procesales que 
derivan de la responsabilidad penal de la persona jurídica y su estatuto en el proceso pe-
nal, sino que trataremos aquellos que consideramos tienen una relevancia práctica impor-
tante en un procedimiento en el que pueda ser imputada una persona jurídica, para dilu-
cidar su eventual responsabilidad penal. 
Lo primero que debemos tener en cuenta es que, con la introducción de la respon-
sabilidad penal de la persona jurídica en el ordenamiento jurídico español, a través de la 
L.O. 5/2010, no se establecieron especialidades ni referencias a la persona jurídica en el 
marco del procedimiento penal, lo que derivó en numerosas críticas por los operadores 
                                                          
193 GOMEZ-JARA DIEZ, C., La atenuación de la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas….op.cit., pág.238. 
194 BACHMAIER WINTER, L., Responsabilidad penal de las personas jurídicas, definición y elementos 
de un programa de compliance…op.cit., pág.7. 
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jurídicos, que dieron lugar a que el legislador, a través de la Ley 37/2011, de 10 de octu-
bre, de medidas de agilización procesal, dispusiera ciertas matizaciones relacionadas es-
pecíficamente con la persona jurídica en el proceso penal. 
Es necesario advertir de la necesidad de trasladar los derechos fundamentales que 
tradicionalmente se han aplicado en el proceso penal a la persona física, recogidos en el 
artículo 24 de la Constitución española, a la persona jurídica, debido a  que, al ser un 
sujeto idóneo para una imputación y acusación penal, deben ser respetados los derechos 
inherentes a cualquier imputado que pueda ser condenado penalmente195, reconocido ya 
por el Tribunal Constitucional en su Sentencia de 12 de abril de 1988 (S.T.C. 64/1988). 
Así también en el ámbito europeo es de referencia la jurisprudencia del Tribunal de Jus-
ticia de la Unión Europea (en adelante TJUE), que, analizando el artículo 47 del Tratado 
de la Unión Europea, ha establecido que las personas jurídicas deben recibir la aplicación 
de la tutela judicial efectiva, como las personas físicas y no debe de haber distinciones, 
reconocido también a nivel europeo, en el Convenio Europeo de Derechos Humanos, arts. 
6 y 13.  
Por todo ello,  a través de la Ley 37/2011 de reforma de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal (en adelante Lecrim), en su artículo 409bis, se reconocen los derechos que por 
su especial naturaleza pueden ser aplicables, siendo de indudable aplicación, el derecho 
a guardar silencio, a no declarar contra sí mismo y a no confesarse culpable. 
 
1. Personas jurídicas imputables e inimputables 
Hay que tener en cuenta que el art.31quinquies C.P.196 ha exceptuado a determi-
nadas personas jurídicas, Administraciones y entes públicos relevantes de responsabili-
dad penal; por tanto, en consideración al propio sujeto no podrán ser imputadas en un 
procedimiento penal. 
                                                          
195 BAJO FERNANDEZ, M., y GOMEZ-JARA DIEZ, C., Derechos procesales fundamentales de la 
persona jurídica, n Tratado de Responsabilidad Penal de las Personas jurídicas…op.cit., pág. 313 
196 “1. Las disposiciones relativas a la responsabilidad penal de las personas jurídicas no serán aplicables 
al Estado, a las Administraciones públicas territoriales e institucionales, a los Organismos Reguladores, 
las Agencias y Entidades públicas Empresariales, a las organizaciones internacionales de derecho público, 
ni a aquellas otras que ejerzan potestades públicas de soberanía o administrativas. 2. En el caso de las 
Sociedades mercantiles públicas que ejecuten políticas públicas o presten servicios de interés económico 
general, solamente les podrán ser impuestas las penas previstas en las letras a) y g) del apartado 7 del 
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La exclusión de las Administraciones y entes públicos se relaciona con su impor-
tancia constitucional y pública para la sociedad, su funcionamiento y las consecuencias 
que podrían derivar para el interés social que fueran parte de un procedimiento penal, 
tanto por las medidas cautelares como por las penas a imponer197. 
Como dijimos en el apartado de antecedentes legislativos, después de la gran crí-
tica social que hubo, se introdujo a los partidos políticos y sindicatos como sujetos con 
capacidad de tener responsabilidad penal. También serán las fundaciones y entidades con 
personalidad jurídica vinculadas con partidos políticos. Respecto a éstos tienen un régi-
men especial, ya que sus sistemas de prevención deben ajustar también las características 
dispuestas en su propia Ley Orgánica 8/2007, de 4 de julio, sobre financiación de partidos 
políticos. 
Las sociedades mercantiles públicas que se encontraban exentas de responsabili-
dad penal, en su origen, han sido consideradas como sujetos responsables, tras las reco-
mendaciones de la OCDE, pero se limitan las penas a imponer a la multa y la intervención 
judicial, en virtud de lo dispuesto en el punto 2 del artículo 31 quinquies. Bien es cierto 
que, para la aplicación de esta cláusula limitativa, es necesario que su actividad esté de-
dicada a un fin público o de interés general. Esta calificación será la que decida la aplica-
ción de la pena. Respecto a la excepción que se contiene en el art. 31quinquies de las 
sociedades mercantiles creadas ad hoc para eludir responsabilidad penal, se entenderán 
las que por prueba indiciaria se puede constatar que se tratan de personas jurídicas con 
ese fin, sin relevancia pública ni interés general198. Habrá que estar para establecer qué es 
sociedad pública mercantil a lo establecido en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régi-
men del Sector Público. 
Las fundaciones públicas también están exentas. Aun cuando realicen actividades 
con un fin lucrativo o mercantil, se les tendrá como sector público y por tanto, exentos de 
                                                          
artículo 33. Esta limitación no será aplicable cuando el juez o tribunal aprecie que se trata de una forma 
jurídica creada por sus promotores, fundadores, administradores o representantes con el propósito de 
eludir una eventual responsabilidad penal.” 
197 DE LA CUESTA ARAZMENDI, J.L., Responsabilidad penal de las personas jurídicas en el Derecho 
español…op.cit., pág.77 
198 FEIJOO SANCHEZ, B.J., La persona jurídica como sujeto de imputación jurídico-penal, en Tratado 
de responsabilidad penal de las personas jurídicas…op.cit., pág. 60 
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responsabilidad penal, se extiende esta doctrina también a las fundaciones del sector au-
tonómico199.  
Respecto a los Colegios Profesionales, aunque realizan una actividad administra-
tiva con interés público, es claro que obedecen a la defensa de intereses privados, por lo 
que en equivalencia con partidos políticos y sindicatos, debe entenderse que tienen res-
ponsabilidad penal y siguiendo el mismo esquema lógico, en el caso de Corporaciones 
como Cámara de Comercio, ONCE o Federaciones Deportivas, también tendrán respon-
sabilidad penal debido  a ese interés de grupo privado, aunque realicen funciones de in-
terés público200. 
En el caso de las agencias estatales, entidades públicas y organizaciones regula-
dores, está perfectamente delimitada su exclusión cuando son pertenecientes a la Admi-
nistración General del Estado, pero nada se dispone en torno a aquellas que pudieran 
dependes de comunidades autónomas o entes locales, pero entendemos que debería ha-
cerse una interpretación analógica en bona partem de la persona jurídica201. 
Fuera de las entidades de Derecho Público, creemos necesario hacer algunas ma-
tizaciones en torno a determinadas personas jurídicas, que pudieran causar controversias: 
En el caso de los grupos de sociedades no se podría imputar al grupo, ya que 
carece de personalidad jurídica. Se deberá imputar a la persona jurídica individual, y en 
caso de que haya una matriz con gran poder de decisión, se la podrá imputar individual-
mente. 
En el supuesto de las Uniones Temporales de Empresas (UTEs), al carecer de 
personalidad jurídica, para imputar a la unión debería realizarse a través del art. 129C.P., 
pero también se podría imputar a cada uno individualmente a través del art.31 bis, si se 
cumplieran los presupuestos necesarios.202 
Respecto a las entidades con nacionalidad extranjera, en nuestro Derecho Penal la 
nacionalidad del sujeto no es relevante, ya que la competencia de los Tribunales viene 
                                                          
199Circular de la Fiscalía General del Estado, 1/2016….op. cit., pág. 30 
200 Ibidem 
201 FEIJOO SANCHEZ, B.J., La persona jurídica como sujeto de imputación jurídico-penal…op.cit., 
pág.61. 
202 Circular de la Fiscalía General del Estado, 1/2016….op. cit., pág. 30 
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dada por el lugar de comisión del hecho delictivo. Si bien el Código de Comercio dispone 
que las sociedades se regirán por su Ley personal, para su constitución o formación por 
lo que nos lleva analizar la cuestión de si estarán determinadas sociedades extranjeras 
fuera de los parámetros del art.31 bis C.P.  
Si hay sociedades extranjeras en España, sin personalidad jurídica, podemos abar-
car dos opciones; por una parte, sería considerar a la sucursal un ente sin personalidad 
jurídica, y por tanto aplicarle consecuencia accesoria por la condena a la persona física, 
o bien basándonos en el principio de ubicuidad, se puede conceptuar a la sucursal como 
una extensión de la persona jurídica extranjera, e imputar directamente a ésta203. 
Por último, nos encontramos ante el caso de las sociedades instrumentales, es de-
cir, las sociedades constituidas y dirigidas exclusivamente para la comisión o favoreci-
miento del delito, como medio de encubrimiento. Entendemos que no responderán penal-
mente como personas jurídica, ya que la estructura del art.31bis. no está diseñada para 
ellas, ya que no se podría entrar a valorar ni modelos de prevención, ni si existe cultura 
de cumplimiento,  por lo que la sanción penal a sus dirigentes, junto con el decomiso o 
medias cautelares serán reproche penal suficiente, aunque podría haberse previsto la con-
secuencia accesoria de disolución a través del art.129C.P.204 
Solo podrán entenderse penalmente responsables aquellas que tienen “sustrato 
material suficiente”205. El criterio que marca la imputabilidad o no, es su organización, 
su realidad material. Se dividirán en personas jurídicas que tienen un tráfico económico 
residual, aquellas que tengan fondos lícitos e ilícitos, que sean instrumentales pero que a 
la vez realicen una actividad legal, y por tanto son imputables, y por último se encontrarán 
aquellas que, debido a que no tienen una actividad legal o es meramente residual, cuyo 
única función es favorecer al delito, no deberían ser imputables, en aras también a la 
economía procesal206. En este último supuesto, a través de Auto debe motivarse cuando 
no se les reconozca como personas jurídicas imputables, el fundamento fáctico de que no 
tienen actividad legal alguna, ya que ello hará que no estén personadas como imputado 
en el procedimiento, y por tanto sólo podrán aplicársele medidas cautelares reales como 
                                                          
203 FEIJOO SANCHEZ, B.J., La persona jurídica como sujeto de imputación jurídico-penal…op.cit.pág., 
58. 
204 S.T.S 154/216, de 29 de febrero 
205 Auto de la Audiencia Nacional, Sala de lo Penal, de 19 de mayo de 2014 
206 Circular Fiscalía General del Estado, 1/2016….op. cit., pág. 28 
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responsable civil subsidiario pero no como imputado, sin ser necesario el respeto a lo 
establecido en el art. 544 quater Lecrim. El Juez instructor debe pronunciarse expresa-
mente sobre la imputación de la persona jurídica antes de imponer medidas cautelares207. 
Otro de los supuestos, sería el caso de las sociedades unipersonales, que como ya 
expusimos en el epígrafe correspondiente, al no tener capacidad de organización enten-
demos que no son imputables. 
 
2. Representación legal de la persona jurídica en el proceso penal 
En el caso de que se proceda a imputar a una persona jurídica, se deberá notificar 
en el domicilio social, un requerimiento a efectos de que se produzca el nombramiento de 
un representante procesal, que no tiene por qué ser el representante orgánico de la persona 
jurídica, sino que puede ser otra persona física especialmente designada para ello208. Al 
ser un representante especialmente designado, debemos entender que debe de otorgarse 
poder especial a su favor para el procedimiento penal en concreto, al encontrarnos ante 
una figura de tal relevancia. 
 En caso de que no sea libremente designado representante por parte de la persona 
jurídica, continuará el procedimiento notificando las diligencias o resoluciones oportunas 
al Abogado y al procurador de la persona jurídica. Si tampoco se les hubiera nombrado, 
serán nombrados de oficio para la defensa de la entidad. Así se encuentra establecido en 
el art.119 de Lecrim. 
En el supuesto de que la persona jurídica no tuviera domicilio social o fuera im-
posible la citación, se podrá practicar requisitoria, según lo establecido en el art. 839bis 
Lecrim209. 
                                                          
207 Auto de la Audiencia Nacional, Sala de lo Penal, de 19 de mayo de 2014 
208 DOPICO GOMEZ-ALLER, J., Proceso penal contra persona jurídicas: medidas cautelares, 
representantes y testigos, Diario La Ley nº7796, de 13 de febrero de 2012, Ed. LA LEY, pág.2 
209 “1. La persona jurídica imputada únicamente será llamada mediante requisitoria cuando no haya sido 
posible su citación para el acto de primera comparecencia por falta de un domicilio social conocido. 2. En 
la requisitoria de la persona jurídica se harán constar los datos identificativos de la entidad, el delito que 
se le imputa y su obligación de comparecer en el plazo que se haya fijado, con Abogado y Procurador, 
ante el Juez que conoce de la causa. 3. La requisitoria de la persona jurídica se publicará en el «Boletín 
Oficial del Estado» y, en su caso, en el «Boletín Oficial del Registro Mercantil» o en cualquier otro perió-
dico o diario oficial relacionado con la naturaleza, el objeto social o las actividades del ente imputado. 4. 
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Bajo una interpretación literal del texto legal, podría entender que se permitiría 
declarar en nombre de la persona jurídica, a cualquier persona física designada por ella, 
sin restricciones. Pero, es cierto que, analizando el texto desde un punto de vista garan-
tista, lo idóneo sería que aquellas personas físicas imputadas en la causa a título personal, 
no pudieran representar a la persona jurídica, para evitar posibles conflictos de intereses, 
y que con ellas se pudieran ver vulnerados los derechos a la no autoincriminación de la 
persona jurídica210. Aunque fácticamente es de extrañar que el órgano de administración 
nombrara a una persona física con posibles conflictos de intereses, pero debería de estar 
restringida esa posibilidad normativamente.  
Es de destacar la importancia legal de la persona jurídica en el proceso penal, ya 
que no sólo es una figura formal, sino que debe decidir acerca de la estrategia procesal a 
seguir, por lo que es importante dilucidar si puede haber conflicto de intereses. Tal im-
portancia tiene que el Tribunal Supremo en su Sentencia de 29 de febrero de 2016, dis-
puso que en caso de que la persona jurídica hubiera sido representado durante todo el 
proceso y juicio oral por un acusado con intereses contrapuestos, debería dar lugar  a la 
nulidad de las actuaciones y repetición de al menos el juicio oral, y que se designara un 
representante legal ajeno a cualquier tipo de conflicto de intereses por la persona jurí-
dica211, aunque si bien es cierto, que en su Sentencia de 16 de marzo de 2016, matiza que 
la vulneración el derecho de defensa no es automático, es necesario acreditar que se ha 
producido esta colisión de intereses entre el representante legal y persona física, y que 
ello ha ocasionado ese perjuicio a su derecho de defensa212. 
Se deberá comparecer a través del representante especialmente designado, para 
que sea comunicada la imputación a la persona jurídica, junto con el Abogado. En caso 
de que no compareciera el representante, se le comunicará la imputación al Abogado. La 
                                                          
Transcurrido el plazo fijado sin haber comparecido la persona jurídica, se la declarará rebelde, conti-
nuando los trámites procesales hasta su conclusión.” 
210 BAJO FERNANDEZ, M., y GOMEZ-JARA DIEZ, C., Derechos procesales fundamentales de la 
persona jurídica…op.cit., pág. 321 
211 S.T.S 154/2016, de 29 de febrero de 2016 
212 S.T.S. 220/2016, de la Sala 2ª de lo Penal, de 16 de marzo de 2016 
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Ley nada establece sobre la posibilidad de cambiar de representante legal durante el pro-
cedimiento penal, por lo que deberá interpretarse como posible, con la limitación estable-
cida de las personas que hayan sido llamadas como testigos213. 
Las declaraciones que se deban realizar por parte de la persona jurídica en el pro-
cedimiento penal tendrán lugar a través de su representante, con todos los derechos inhe-
rentes al proceso penal de un imputado (derecho a guardar silencio, a no declarar contra 
la entidad, y a no declararse culpable). En caso de que no declare, debido a su no compa-
recencia, se tendrá como que ha escogido su derecho a guardar silencio214, según lo pre-
visto en el art. 409bis Lecrim. 
En el acto de juicio oral, la persona jurídica podrá declarar a través del represen-
tante legal especialmente designado, con todas las garantías y ejercer el derecho a la úl-
tima palabra que le corresponde como persona acusada. En caso de que no comparezca 
el representante legal, el acto de juicio oral continuará con el Abogado y Procurador, 
según lo dispuesto en el art. 786bis Lecrim. 
Respecto al acto de comparecencia de juicio oral el art.786bis prevé una salvedad: 
“No se podrá designar a estos efectos a quien haya de declarar en el juicio como testigo.” 
Con ello se plantea el problema de que una persona con conocimientos suficientes para 
ser representante legal, pudiera ser llamado como testigo en fase de instrucción, y de esta 
forma privar de representación suficiente como representante, y con ello poder vulnerar 
el derecho de defensa de la persona jurídica, reconocido en el artículo 24 de la Constitu-
ción215. La finalidad del artículo es evitar fraudes procesales, por parte de la persona ju-
rídica, previendo que ésta pudiera vaciar la instrucción y el juicio oral nombrando como 
represente a la persona con verdaderos conocimientos sobre los hechos delictivos. Por 
ello es necesaria hacer una ponderación razonable de la norma. En caso de que se haga 
con un empleado cualquiera, sin poder ni mando, ni relacionado con la prevención de 
delitos, sí se podría vislumbrar la intención de la persona jurídica de realizar un fraude 
procesal. En cambio, si es llamado como testigo el encargado del órgano de cumplimiento 
                                                          
213 OSUNA MARTINEZ-BONE, O., Estatuto procesal de la persona jurídica investigada, Diario La Ley 
nº8754, de 4 de mayo de 2016, Edit. LA LEY, pág. 11. 
214 MOLINA MANSILLA, M.C., y MOLINA MANSILLA, L., La responsabilidad criminal de las personas 
jurídicas: su status procesal. Especial consideración a  las medidas cautelares, en La Ley Penal, nº96-97, 
septiembre de 2012, Ed. La Ley 
215 BAJO FERNANDEZ, M., y GOMEZ-JARA DIEZ, C., Derechos procesales fundamentales de la 
persona jurídica…op.cit., pág. 322. 
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o los administradores, que sería un representante con facultades de poder actuar en el 
procedimiento penal, no debería de aplicarse la preferencia de testigo, ya que primaría el 
derecho de defensa de la persona jurídica, en el proceso penal216. 
Como hemos podido ver, el legislador ha pretendido que el proceso penal continúe 
y no se use a la persona jurídica como sujeto dilatador del procedimiento, a través de 
maniobras que se pudieran dar al no tratarse de una persona física, pero deberá ponderarse 
por el Juez instructor y el Tribunal las decisiones que se tomen respecto a ello, en aras de 
no vulnerar el derecho de defensa que le asiste a la persona jurídica. 
 
3. Medidas cautelares a la persona jurídica 
Respecto a las medidas cautelares a imponer a la persona jurídica en el marco de 
un procedimiento penal, nos encontramos su previsión legal en el art. 544quater Le-
crim217. A renglón seguido debemos exponer que las medidas cautelares que prevé el 
Código Penal para la persona jurídica, se encuentran en el artículo 33.7 in fine que esta-
blece que “La clausura temporal de los locales o establecimientos, la suspensión de las 
actividades sociales y la intervención judicial podrán ser acordadas también por el Juez 
Instructor como medida cautelar durante la instrucción de la causa”. 
Visto el texto legal nos encontramos con la  pregunta de si por lo tanto, según la 
dicción legal “expresamente”, son éstas las únicas que pueden considerarse medidas cau-
telares para la persona jurídica. Nos encontraríamos con el problema de que no se faculta 
al Juez instructor para imponer medidas cautelares menos gravosas para la persona jurí-
dica, de carácter real, como el embargo o la fianza (descritas en el art.727Lecrim) que 
seguramente resultaren más adecuadas. 
                                                          
216 DOPICO GOMEZ-ALLER, J., Proceso penal contra persona jurídicas: medidas cautelares, 
representantes y testigos…op.cit., pág. 7. 
217 “1. Cuando se haya procedido a la imputación de una persona jurídica, las medidas cautelares que 
podrán imponérsele son las expresamente previstas en la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del 
Código Penal. 2. La medida se acordará previa petición de parte y celebración de vista, a la que se citará 
a todas las partes personadas. El auto que decida sobre la medida cautelar será recurrible en apelación, 




Por ello debemos valorar que se encuentran sistemáticamente encuadradas en las 
medidas cautelares personales (art.544quater), y que, por tanto, podríamos interpretar que 
estas medidas, basándonos en su ubicación sistemática, son de carácter personal, pero no 
que no se pueden aplicar medidas de carácter real menos invasivas, y más adecuadas 
seguramente para el transcurso del procedimiento, sin perjuicio de que para impedir la 
continuidad delictiva se impusieran también las de carácter personal, así lo ha entendido 
parte de la doctrina218.Esta cuestión debería ser resuelta por el legislador, debido a que es 
de suma importancia, y debería incluirse mención a la imposición de medidas cautelares 
reales. 
Lo que está claro es que como toda medida cautelar debe respetar los principios 
de necesidad, subsidiariedad y proporcionalidad, así como el fumus boni iuris (o aparien-
cia de indicios de realización del delito por el sujeto) y periculum in mora (como asegu-
ramiento de la ejecución de la sentencia, así como la protección de bienes jurídicos o 
protección  de las pruebas)219.  
Según la estructura del precepto de medidas cautelares adoptado en el art.33.7., 
no se presenta subsidiariedad, sino que parecen estar todas las medidas en plena igualdad. 
Se entiende que se debería imponer aquella que resultara menos gravosa en ponderación 
con los intereses afectados, ya que no sólo se tiene que estar a la garantía de asegura-
miento, sino también a la anticipación de la tutela judicial efectiva. El Juez, a la hora de 
imponer las medidas, habrá de estar a la peligrosidad, actuaciones postdelictivas, a la 
colaboración por parte de la persona jurídica en el procedimiento, a la implantación de 
medidas eficaces para prevenir el delito, tanto en el transcurso del procedimiento, como 
el implantado anteriormente del que derive una buena actitud de la persona jurídica, así 
como la reparación del daño que se haya realizado en el proceso penal220. 
Respecto a las medidas cautelares a imponer debemos tener en cuenta lo siguiente: 
                                                          
218 Entre otros, DOPICO GOMEZ-ALLER, J., Proceso penal contra persona jurídicas: medidas cautelares, 
representantes y testigos…op.cit., pág. 6; VELASCO NUÑEZ, E., Medidas cautelares sobre la persona 
jurídica independiente, Diario La Ley, Nº 8169, Sección Doctrina, 14 de Octubre de 2013, Ed. LA LEY. 
219 FEIJOO SACHEZ, B.J, Las consecuencias jurídicas del delito, en Tratado de responsabilidad penal de 
las personas jurídicas…op.cit., pág.295. 
220 MOLINA MANSILLA, M.C., y MOLINA MANSILLA, L., La responsabilidad criminal de las 
personas jurídicas: su status procesal. Especial consideración a  las medidas cautelares…op.cit., pág.11. 
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 Clausura temporal de locales o establecimientos: Se podrán clausurar 
uno o varios locales dependiendo de los que pudieran estar involucrados 
en la actividad delictiva, siempre respetando el principio de proporciona-
lidad en relación directa también con la afectación los trabajadores221. En 
caso de que la persona jurídica su modelo de negocio sea por Internet se 
podrá clausurar su página web222. 
 Suspensión de actividades sociales: Se impondrá con la consideración 
tanto a la continuidad delictiva, como a las consecuencias sociales y eco-
nómicas de la misma, en relación a las reglas establecidas en el art.66bis 
C.P.223. Esta medida puede resultar muy gravosa no sólo para la persona 
jurídica sino para sus trabajadores, ya que puede dar como consecuencia 
la movilidad geográfica del trabajador (art. 40 E.T.), la suspensión de los 
contratos laborales (art. 45.1 E.T.), o la revisión de su jornada laboral (art. 
47 E.T.), o incluso la extinción de los contratos por causa mayor (art. 49.1 
E.T.), por lo que deberá ponderarse con sumo cuidado la imposición de 
estas medidas cautelares en personas jurídicas con actividad lícita, ya que 
puede ocasionar un perjuicio irreparable a terceros224, como también po-
dría ser indirectamente  a los proveedores de la persona jurídica, en el caso 
de una gran corporación. 
 Intervención judicial: Es una medida de carácter mixto, civil y penal. 
Para solicitarla están legitimados el actor  civil, todos los acusadores y la 
acción popular225. Se debe entender como intervención o administración, 
y es la potestad del Juez acordarla o no dependiendo de las circunstancias 
del supuesto. La finalidad de la medida es la salvaguarda de los derechos 
de los trabajadores y acreedores, asegurar la condena, evitar que continúe 
                                                          
221 MOLINA MANSILLA, M.C., y MOLINA MANSILLA, L., La responsabilidad criminal de las 
personas jurídicas: su status procesal. Especial consideración a  las medidas cautelares…op.cit., pág.11 
222 VELASCO NUÑEZ, E., Medidas cautelares sobre la persona jurídica independiente…op.cit., pág.5. 
223 Ibidem, pág.7 
224 MOLINA MANSILLA, M.C., y MOLINA MANSILLA, L., La responsabilidad criminal de las 
personas jurídicas: su status procesal. Especial consideración a  las medidas cautelares…op.cit., pág.12. 
225 VELASCO NUÑEZ, E., Medidas cautelares sobre la persona jurídica independiente…op.cit., pág. 8. 
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la actividad delictiva y garantizar la responsabilidad patrimonial, imposi-
bilitando el vaciamiento patrimonial de la entidad226. Puede imponerse so-
bre la totalidad de las instalaciones o sólo sobre determinadas secciones 
que estén íntimamente relacionadas con la actividad delictiva. En este su-
puesto habrá que tener más presente el puesto que ocupe en la persona 
jurídica, el sujeto que ha cometido el hecho delictivo. Se deberá expresar 
en el Auto que la acuerde, a qué afecta, plazo de seguimiento judicial, y 
quien se encarga de las funciones y retribución de ello, así como su cuali-
ficación227. Se estableció en el art. 33.7 C.P. que se desarrollaría reglamen-
tariamente, pero aún no se ha producido el desarrollo, por lo que nos en-
contramos ante un vacío legal que deberá subsanar el Juez, pudiendo esta-
blecerse la figura del administrador concursal, como un sujeto apto para 
ello. El art.632.1 L.E.C. establece que deberá determinarse que actos de 
gravamen o enajenación precisan autorización judicial y exige el informe 
de revisión de ventas final justificado, por lo que el Auto del Juez debería 
encargarse también de ello228. La intervención podrá modificarse o sus-
penderse en cualquier momento, previo informe del interventor, y del Mi-
nisterio Fiscal. Esta medida representa un asunto complejo en lo referente 
al derecho de defensa, ya que el Juez instructor al intervenir judicialmente 
la entidad podrá tener a su disposición documentos o pruebas229, por lo que 
debe ponderarse con gran cuidado la adopción de esta medida, y la posibi-
lidad de presentar nulidades en el procedimiento. Habrá que estar a atento 
a lo que la jurisprudencia va resolviendo en el planteamiento de estas cues-
tiones. 
Respecto a la duración de las medidas, tendrán un plazo máximo de dos años230, 
en atención a las reglas contenidas en el art.66bis.2 C.P., ya que no se ha establecido 
expresamente la duración de las medidas, por lo que en caso de que no sean reincidentes, 
                                                          
226 MOLINA MANSILLA, M.C., y MOLINA MANSILLA, L., La responsabilidad criminal de las 
personas jurídicas: su status procesal. Especial consideración a  las medidas cautelares…op.cit., pág.12. 
227 Ibidem 
228 VELASCO NUÑEZ, E., Medidas cautelares sobre la persona jurídica independiente…op.cit., pág. 8 
229 ZARZALEJOS NIETO, J., La participación de la persona jurídica imputada en la fase intermedia y de 
juicio oral, en Responsabilidad penal de las personas jurídicas. Aspectos sustantivos y procesales" , edición 
nº 1, , Madrid, Marzo 2011, Edit. La Ley, pág. 15 
230 FEIJOO SACHEZ, B.J, Las consecuencias jurídicas del delito, en Tratado de responsabilidad penal de 
las personas jurídicas…op.cit., pág.296 
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o que se entienda que la persona jurídica es utilizada instrumentalmente para la comisión, 
del delitos, debe ser de una duración máxima de 2 años. En caso de que se cumplan estos 
presupuestos la duración máxima será de 5 años. 
Según lo dispuesto en el art.544quater Lecrim, la adopción de medidas cautelares 
deberá hacerse a través de Auto y a petición de alguna de las partes personadas en la 
celebración de la vistilla, no pudiendo establecerse oficio. En caso de que el representante 
de la persona jurídica no se presente, se continuará el trámite con la presencia del Abo-
gado y Procurador, entendiéndose que se acoge a su derecho a no declarar, como se sigue 
en los demás preceptos que regulan el trámite del proceso penal de la persona jurídica231. 
El Auto será susceptible de apelación, con carácter preferente. 
 
4. Conformidad de la persona jurídica en el proceso penal 
Podemos definir la conformidad como “el acto procesal unilateral, de naturaleza 
compleja y carácter dispositivo, consistente en la declaración de voluntad escrita y, en 
ocasiones, oral que emite el imputado o los imputados , asistido de su abogado, por el 
que se conforma con la pena solicitada en la acusación más grave formulada por las 
partes acusadoras y, en su caso, la responsabilidad civil, lo que provoca, si el órgano 
judicial lo admite, la finalización anticipada del procedimiento, sin la celebración del 
juicio oral, a través de una sentencia con todos los efectos de cosa juzgada”232. 
No es el objetivo de este Trabajo valorar en profundidad la institución procesal de 
conformidad, sino destacar los aspectos más relevantes de ella en el caso de la persona 
jurídica. 
La conformidad tiene lugar para no llegar a la apertura de juicio oral. Puede tener 
lugar en la fase intermedia, en el escrito de defensa, en la contestación a  los escritos de 
calificación provisional de la acusación,  o incluso, en el inicio de la vista oral, antes de 
practicar los medios de prueba233 (arts. Lecrim 784.3, 787.1). También podrá darse la 
                                                          
231 MOLINA MANSILLA, M.C., y MOLINA MANSILLA, L., La responsabilidad criminal de las 
personas jurídicas: su status procesal. Especial consideración a  las medidas cautelares…op.cit., pág.13 
232 RODRIGUEZ GARCIA, N., La conformidad de las personas jurídicas en el proceso penal español, en 
La Ley Penal, Nº 113, Marzo-Abril 2015, Ed. LA LEY, pág.9 
233 ZARZALEJOS NIETO, J., La conformidad de la persona jurídica, en Responsabilidad penal de las 
personas jurídicas. Aspectos sustantivos y procesales… op.cit., pág.4 
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conformidad en los juicios rápidos234 previstos en el art.801 Lecrim, dando lugar  a una 
reducción de un tercio de la condena, aunque a efectos prácticos es difícil pensar que con 
la complejidad que se prevé en la instrucción de un procedimiento penal de una persona 
jurídica, pueda seguirse el procedimiento previsto anteriormente. 
Como regla general, en el caso de que haya varios acusados, la conformidad debe 
prestarse por todos ellos, sin obligación de abrir el juicio oral, cuestión interesante en esta 
materia al imaginar que en la mayoría de las ocasiones en las que se encuentre imputada 
una persona jurídica, se encontrarán también acusados miembros de ella. Pero el art.787.8 
in fine235 Lecrim, ha previsto esta situación y ha establecido que la persona jurídica podrá 
prestar su conformidad y no será vinculante para el juicio de los demás acusados, por lo 
que se entiende que podrá prestar su conformidad con independencia de lo que suceda 
con las demás acusaciones. Pero y ¿qué sucederá en caso de que finalmente los demás 
acusados, sean absueltos debido a considerar que su conducta no es típica?, debería pre-
verse esta situación en la norma, ya que sería chirriante que se condenara a la persona 
jurídica, por unos hechos que al final no resultaron típicos, pudiendo quizás producirse la 
revisión de Sentencia, pero a todas luces existe un vacío legal que es necesario subsanar. 
La declaración de conformidad es personalísima, como se desprende del propio 
artículo, ya que se establece que el representante debe tener poder especial para confor-
marse, es decir, en este acto procesal, no nos encontramos como en el resto, de que se 
continúa el procedimiento incluso sin el nombramiento de éste. El legislador con acierto 
ha valorado la importancia de este acto, y ha expuesto que en el poder que se debe otorgar 
para representar a la persona jurídica en el proceso penal, se debe incluir la declaración 
de conformidad, para que sea válida en su aspecto formal236. Por lo tanto, no podrá pres-
tarse conformidad por el  Abogado sin el representante. El representante debe de ser leal 
                                                          
234 RODRIGUEZ GARCIA, N., La conformidad de las personas jurídicas en el proceso penal 
español…op.cit., pág.16 
235 “Cuando el acusado sea una persona jurídica, la conformidad deberá prestarla su representante 
especialmente designado, siempre que cuente con poder especial. Dicha conformidad, que se sujetará a 
los requisitos enunciados en los apartados anteriores, podrá realizarse con independencia de la posición 
que adopten los demás acusados, y su contenido no vinculará en el juicio que se celebre en relación con 
éstos” 




a la persona jurídica, y declarar conformidad cuando se considere beneficiosa por estra-
tegia procesal, ya que el Juez, podrá no aceptar si considera que la declaración tiene la 
finalidad de favorecer a otros acusados237. 
Para las personas físicas, no se permite la conformidad cuando se soliciten penas 
de prisión superiores a 6 años, pero en el caso de la persona jurídica, al no existir pena de 
prisión, no encontramos obstáculo a que se pueda prestar bajo cualquier acusación. La 
única pena que entendemos, en una interpretación del sentido de la norma, respecto a que 
no se puede prestar conformidad frente a penas graves, es que en el caso de la pena inter-
dictiva de disolución de la persona jurídica, tampoco se pudiera prestar conformidad238.  
En el supuesto de las personas jurídicas, entendemos que la conformidad adquirirá 
un carácter más negociador respecto a la persona física, ya que siendo la pena principal 
la multa, y las penas interdictivas de imposición facultativa por el Juez, entendemos que 
derivará en una mayor negociación con el Fiscal. Bien es cierto que, por la dicción del 
texto legal, las penas interdictivas no tienen por qué solicitarse en el escrito de acusación, 
pero en respeto al principio acusatorio, y al derecho de defensa entendemos que sí debe 
caber, y sobre ello prestar la conformidad o no por parte del representante239. 
En caso de que el órgano judicial considere errónea la calificación o la pena soli-
citada, pedirá la subsanación a  la acusación y en caso de que considere que no se encuen-
tra ajustado a la legalidad, puede no acordar la conformidad y que se produzca la conti-
nuación del proceso penal, ya que aún prestada conformidad el Juez puede apreciar que 
la conducta es atípica o que existen circunstancias modificativas y no aceptar la confor-
midad, como prevé el art. 787.3 Lecrim. 
La Sentencia de conformidad tiene efecto material de cosa juzgada. Adquiere 
efecto formal de cosa juzgada, ya que impide la presentación de recurso, a no ser que se 
trate de una vulneración de los requisitos o términos de la conformidad, que se entienda 
que no se ha prestado un consentimiento libre y voluntario, o por las capacidades de la 
                                                          
237 ZARZALEJOS NIETO, J., La conformidad de la persona jurídica, en Responsabilidad penal de las 
personas jurídicas. Aspectos sustantivos y procesales… op.cit., pág.6. 
238 RODRIGUEZ GARCIA, N., La conformidad de las personas jurídicas en el proceso penal 
español…op.cit.pág.14. 
239 ZARZALEJOS NIETO, J., La conformidad de la persona jurídica, en Responsabilidad penal de las 




persona no comprende la consecuencia jurídica de la declaración d conformidad. En tér-
minos generales, no se podrá recurrir la sentencia de conformidad (art.787.7 Lecrim). 
 
5. Especialidades de la carga de la prueba, en el proceso penal, de la persona 
jurídica 
Creemos de importancia resaltar el aspecto de quién debe probar que los modelos 
de cumplimiento de la legalidad son efectivos, ya que ello conllevará la exención o no de 
la responsabilidad penal de la persona jurídica. 
Fiscalía General del Estado en su Circular 1/2016, entendió que la carga de probar 
el efectivo cumplimiento de los modelos deriva de probar la efectividad de los modelos, 
por lo que sería la defensa la que tendría que probar que el modelo implantado resulta 
efectivo, y ser la acusación la que tendría que probar que se han cometido los hechos 
delictivos, por las dos vías de imputación que establece el art.31 bisC.P., por sus repre-
sentantes, administradores o por subordinados de éstos debido a una falta de control de 
los primeros, que se cometiera el hecho delictivo en nombre de la persona jurídica y en 
beneficio de la misma240. 
Esta misma teoría fue refrendada por el Voto Particular en la Sentencia del Tribu-
nal Supremo 154/2016, de 29 de febrero, en el que parte de los Magistrados consideraron 
que se debía de aplicar la regla general probatoria de las circunstancias eximentes,  en-
tendiendo que corresponde a la defensa probar que concurren las medidas para que dé 
lugar la exención de la responsabilidad, y en caso no constatarse que no dé lugar a la 
exención, indicando como doctrina la Sentencia 1068/2012 del Tribunal Supremo, de 13 
de noviembre. Disponían que no se puede cargar a la acusación con la prueba de  hechos 
negativos. La persona jurídica debería aportar todo lo relativo que pudiera acreditar el 
cumplimiento de modelo de prevención del delito, y si su acreditación es plena que tenga 
lugar a la exención, mientras que si es parcial que dé lugar a la atenuante, como se esta-
blece en el art.31bis.2. 
Pero en la Sentencia en sí, así como en la posterior Sentencia 220/2016, del Tri-
bunal Supremo, de 16 de marzo, se entiende por los Magistrados que la carga de la prueba, 
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de que existe un defecto de organización, corresponde a la acusación, ya que la acusación, 
en respeto al derecho de presunción de inocencia y de los principios constitucionales, no 
sólo debe probar que las personas recogidas en el art.31bis, han cometido el hecho delic-
tivo, y en beneficio de la persona jurídico, sino que se ha cometido el hecho, debido al 
defecto en la estructura de organización del ente corporativo: “no se puede alegar una 
presunción iuris tantum de que una vez constatada la comisión del hecho delictivo por 
persona física, existe también un defecto de organización”241. La imposición de penas a 
la persona jurídica hace que el Fiscal deba actuar con la mayor diligencia y exigencia, 
para probar la existencia de los elementos que prueban la responsabilidad penal dela per-
sona jurídica, no pudiendo rebajarse su exigencia, debido a que se trate de un ente colec-
tivo, estableciendo sus vías probatorias, en función de si se trata de una persona física o 
jurídica, rompiendo de esta mantera con los principios informadores del Derecho Pe-
nal242. 
Así lo entendió también el Consejo de Estado, en su dictamen al proyecto de re-
forma de la L.O. 1/2015:"...entiende el Consejo de Estado que esta deficiente redacción 
podría tener consecuencias indeseadas desde el punto de vista de la carga de la prueba 
que, con carácter general y dentro de los procesos penales, pesa sobre la acusación y se 
proyecta sobre la totalidad de los elementos de la conducta delictiva. En la redacción 
propuesta por el Anteproyecto, el artículo 31 bis.2 del CP podría llevar a la conclusión 
de que, debido a que la existencia del programa de compliance se erige en una circuns-
tancia obstativa de la responsabilidad penal de la persona jurídica, tan solo a ella le 
incumbe la carga material de la prueba de dicho hecho impeditivo, cuando en realidad 
la acreditación de tales extremos (la inexistencia del programa de compliance o su in-
aplicación) debería recaer sobre las partes acusadoras". 
Esta concepción es la defendida también en este Trabajo, por lo que la acusación 
debe probar el defecto de organización de los modelos de prevención ex ante a la comisión 
del hecho delictivo, objetivamente, mientras que la defensa debe probar que aun habién-
dose cometido el delito, había instaurado una cultura corporativa de cumplimiento de la 
legalidad, y que aún habiendo una conducta fuera del riesgo permitido, la cultura estaba 
instaurada y por tanto no habría culpabilidad. Para refrendar de la prueba de cumplimiento 
                                                          




de la legalidad, se considera que se deben de realizar auditorías como pruebas periciales, 
que examinen a través del estudio del modelo, si se cumplen los protocolos y de ello se 
deduce esa cultura, estudios de campo con los empleados, en los que se acredite que existe 
esta cultura, y que certifiquen la exclusión de la culpabilidad o su atenuación, en caso de 
no ser completa243. 
 
VIII. Penas para la persona jurídica 
En el art. 33.7 C.P.244 se ha previsto específicamente el conjunto de penas aplica-
bles a la persona jurídica, creando, como es lógico por su naturaleza, penas distintas a las 
contempladas para la persona física. Se ha considerado, por parte de la doctrina, que no 
nos encontramos ante penas propiamente dichas del Derecho Penal, sino tratándolas de 
sanciones, ya que sigue estando presente el principio societas delinquere non potest, y por 
lo tanto no se podría entender que se le impone una pena a la persona jurídica, pero no 
será el objeto de estudio de este trabajo esta discusión doctrinal, sino un estudio del De-
recho positivo, en relación a las consecuencias jurídicas derivadas de la comisión del de-
lito por la persona jurídica. Las penas tendrán la consideración de graves, siendo así in-
                                                          
243 GOMEZ-JARA DIEZ, C., La culpabilidad de la persona jurídica…op.cit., pág.216. 
244 “Las penas aplicables a las personas jurídicas, que tienen todas la consideración de graves, son las 
siguientes: a) Multa por cuotas o proporcional. b) Disolución de la persona jurídica. La disolución pro-
ducirá la pérdida definitiva de su personalidad jurídica, así como la de su capacidad de actuar de cualquier 
modo en el tráfico jurídico, o llevar a cabo cualquier clase de actividad, aunque sea lícita. c) Suspensión 
de sus actividades por un plazo que no podrá exceder de cinco años. d) Clausura de sus locales y estable-
cimientos por un plazo que no podrá exceder de cinco años. e) Prohibición de realizar en el futuro las 
actividades en cuyo ejercicio se haya cometido, favorecido o encubierto el delito. Esta prohibición podrá 
ser temporal o definitiva. Si fuere temporal, el plazo no podrá exceder de quince años. f) Inhabilitación 
para obtener subvenciones y ayudas públicas, para contratar con el sector público y para gozar de bene-
ficios e incentivos fiscales o de la Seguridad Social, por un plazo que no podrá exceder de quince años. g) 
Intervención judicial para salvaguardar los derechos de los trabajadores o de los acreedores por el tiempo 
que se estime necesario, que no podrá exceder de cinco años. La intervención podrá afectar a la totalidad 
de la organización o limitarse a alguna de sus instalaciones, secciones o unidades de negocio. El Juez o 
Tribunal, en la sentencia o, posteriormente, mediante auto, determinará exactamente el contenido de la 
intervención y determinará quién se hará cargo de la intervención y en qué plazos deberá realizar informes 
de seguimiento para el órgano judicial. La intervención se podrá modificar o suspender en todo momento 
previo informe del interventor y del Ministerio Fiscal. El interventor tendrá derecho a acceder a todas las 
instalaciones y locales de la empresa o persona jurídica y a recibir cuanta información estime necesaria 
para el ejercicio de sus funciones. Reglamentariamente se determinarán los aspectos relacionados con el 
ejercicio de la función de interventor, como la retribución o la cualificación necesaria. La clausura tem-
poral de los locales o establecimientos, la suspensión de las actividades sociales y la intervención judicial 





fluyente sobre la determinación de la prescripción, que será a los 10 años, desde que ad-
quiera firmeza la sentencia, y en el caso de los antecedentes penales desde que se extin-
guiera la pena. 
El art. 66bis C.P. regula la individualización de la pena a la persona jurídica, y con 
ello establece el primer régimen que hay que tener en cuenta en la imposición de la pena 
a la persona jurídica, y es que la pena de multa, será la única pena imponible obligatoria-
mente en caso de que exista responsabilidad penal, siendo las demás penas, también de-
nominadas penas interdictivas, es decir, las contenidas en el art.33.7 C.P. desde los apar-
tados b) a g), facultativas por el Juez, dependiendo de criterios que se encuentran estable-
cidos en el art. 66bis C.P., y que valoraremos a continuación, exceptuando a la persona 
jurídica que se considere organización criminal, según lo dispuesto en el art.570 quater 
C.P. 
Los criterios a valorar para la imposición de las penas interdictivas, citadas ante-
riormente, vienen contenidas en el apartado 1 del art. 66bis C.P., ya que para poder ser 
impuestas, debido a la facultad del Juez para aplicarlas o no, se deberían tener en cuenta 
tres circunstancias relevantes, como son la peligrosidad y posibilidad de continuidad de-
lictiva de la persona jurídica, las consecuencias económicas y sociales, especialmente, la 
afectación que pueda tener lugar para los trabajadores, y el cargo que ocupe la persona 
física que ha cometido el delito, en la estructura de la persona jurídica.  
Sobre la referencia  a la peligrosidad podemos ver que la naturaleza de las penas 
interdictivas tiene más bien unas características propias de las medidas de seguridad, por 
lo que pueden tratarse de medidas se seguridad conceptuales implantadas como penas245.  
En torno a la afectación a las consecuencias que puedan conllevar para los traba-
jadores, es clara la intención del legislador de minimizar los perjuicios que pudieran con-
llevarse hacia terceros no relacionados con el delito, así como para proveedores, clientes, 
y actividades sociales. 
                                                          




Respecto al cargo que ocupe la persona física que ha cometido el delito en la or-
ganización, encontramos esa relación tan plausible con la cultura de legalidad en la per-
sona jurídica, y su íntima relación con la culpabilidad como hemos defendido en este 
Trabajo, ya que es lógico pensar que el riesgo de comisión de hechos delictivos aumen-
tarán cuanto mayor sea el cargo ocupado por la persona física, que comete el delito, ya 
que puede estar instaurada esa forma de proceder en la cultura de la empresa. 
Es importante conocer sobre las penas interdictivas determinados límites penoló-
gicos que se dan en ellas, y como se superan si cumplen las circunstancias de reincidencia, 
y de que sean personas jurídicas instrumentalizadas para actividades delictivas. 
Hay un límite de dos años de duración de las penas. También existe el límite de 
que la duración de la pena no podrá ser superior a la que se hubiera podido imponer como 
pena privativa de libertad a una persona física, por la comisión de este delito. Estos son 
los dos límites generales de imposición de penas interdictivas a la persona jurídica. 
Si la persona jurídica fuera reincidente, y debemos entender reincidente al tenor 
de lo expuesto en el art. 22.8 C.P. En esta ocasión el límite de dos años no será aplicable, 
elevando la duración hasta los 5 años. 
La elevación del límite a 5 años, también se dará en el caso de que la persona 
jurídica sea instrumentalizada para el delito, y ello debe entenderse, tal como establece el 
C.P., como “siempre que la actividad legal de la persona jurídica sea menos relevante 
que su actividad ilegal”. 
También para determinadas penas, existen otros límites, como son la imposición 
de la pena de carácter permanente en el caso de la disolución  y de la prohibición de 
actividades bajo las cual se haya cometido el delito, o para imponer penas de duración 
mayor a 5 años y con un límite de 15 en la prohibición también, que puede ser definitiva 
o temporal, y en el caso de la inhabilitación para obtener subvenciones y sus derivados 
previsto en el apartado f) del art. 33.7C.P. 
Para que puedan romperse estos límites de nuevo, debemos encontrarnos ante per-
sonas jurídicas multireincidentes, y debemos entender como tal, lo previsto en el art. 
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66.5C.P.246, o cuando estemos ante personas jurídicas instrumentalizadas para la comisión 
de hechos delictivos, como hemos definido anteriormente. 
1. Catálogo de penas aplicables a la persona jurídica 
A continuación vamos a  realizar una explicación de las distintas penas que se pueden 
imponer a la persona jurídica, con sus límites y consecuencias 
 
 Pena de Multa: Se establece como obligatoria, y es el régimen principal de san-
ción de las personas jurídicas, como así se dispuso en la Exposición de Motivos 
de la L.O. 5/2010247. Su regulación es la general establecida en el art. 50 C.P.  
Así la pena de multa adquiere una función preventiva general. Será la pena im-
puesta en todo caso a una persona jurídica responsable penalmente, siendo las 
demás penas preventivo-especiales, ya que se impondrán en función de la peligro-
sidad y continuidad delictiva potencial de la persona jurídica248. 
En los preceptos de la Parte Especial del Código Penal se establece si es de apli-
cación el sistema de días-multa o el de multa proporcional, así como sucedería 
con la persona física, siendo prácticamente igualitario el tratamiento en caso de 
pena de multa, si bien en el caso del delito de blanqueo de capitales se rompe este 
esquema debido a que a la persona jurídica se establece una pena de días multa, y 
para la persona física es proporcional. 
El sistema de días-multa es el mismo que teníamos para las personas físicas, pero 
con salvedades propias de la especificad del sujeto, como son que la duración 
                                                          
246 5.ª Cuando concurra la circunstancia agravante de reincidencia con la cualificación de que el culpa-
ble al delinquir hubiera sido condenado ejecutoriamente, al menos, por tres delitos comprendidos en el 
mismo título de este Código, siempre que sean de la misma naturaleza, podrán aplicar la pena superior 
en grado a la prevista por la ley para el delito de que se trate, teniendo en cuenta las condenas preceden-
tes, así como la gravedad del nuevo delito cometido. A los efectos de esta regla no se computarán los an-
tecedentes penales cancelados o que debieran serlo”. 
247 “Se opta en este punto por el sistema claramente predominante en el Derecho comparado y en los textos 
comunitarios objeto de transposición, según el cual la multa es la pena común y general para todos los 
supuestos de responsabilidad, reservándose la imposición adicional de otras medidas más severas sólo 
para los supuestos cualificados que se ajusten a las reglas fijadas en el nuevo artículo 66 bis” 
 
248 FEIJOO SACHEZ, B.J, Las consecuencias jurídicas del delito…op.cit., pág.275 
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máxima es de 5 años y la mínima de 10 días, así como las cantidades son de mí-
nimo 30 y máximo 5.000 euros al día. La capacidad económica de la persona 
jurídica determinará el importe económico diario pero no su extensión, que será 
determinado en los límites establecidos en el concreto delito249. 
El sistema de multa proporcional, previsto en el art.52 C.P., es el mismo que para 
las personas físicas, pero con la especialidad, que en caso de que no se pueda 
determinar el daño causado, valor obtenido, o la cantidad defraudada, el Tribunal 
en Sentencia debidamente motivada, deberá imponer el sistema de días-multa en 
función a la pena que le hubiera correspondido a la persona física en abstracto, tal 
como dispone el art.52.4 C.P.250 
A la pena de multa no le serán aplicables las atenuantes establecidas en el art. 21 
C.P , como ya expresamos en el epígrafe correspondiente, sino que le serán apli-
cables las establecidas en los arts. 31 quater y 31 bis.2 C.P.. Si bien, respecto a la 
referencia que hace el art. 66bis a las reglas de atenuantes, es de entender, que en 
caso de que hubiera varias atenuantes de las establecidas en los arts. 31quater o 
31bis.2 se pudieran aplicar conjuntamente, dando lugar a atenuante muy cualifi-
cada que conllevaría la reducción de la pena en uno o dos grados251. 
En caso de que no se satisfaga la multa por parte de la persona jurídica, el Tribunal 
podría, en virtud de lo dispuesto en el art.53.5 C.P., intervenir la empresa hasta 
que se realice el pago, estableciéndose así la llamada responsabilidad subsidiaria 
de las penas en la persona jurídica, ya que al no poder ser impuesta la pena de 
prisión, se establece la pena de intervención252. 
El art. 53.5 C.P., regula la posibilidad de fraccionamiento del pago de la pena de 
multa, en un plazo de 5 años, cuando del pago se pueda derivar la imposibilidad 
o dificultad de continuidad de aquella, que afecta a los trabajadores, que en ella 
                                                          
249 Todo ello Artículo 50 C.P. 
250 “a) Multa de dos a cinco años, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de 
prisión de más de cinco años. b) Multa de uno a tres años, si el delito cometido por la persona física 
tiene prevista una pena de prisión de más de dos años no incluida en el inciso anterior.  c) Multa de seis 
meses a dos años, en el resto de los casos.” 
251 FEIJOO SACHEZ, B.J, Las consecuencias jurídicas del delito…op.cit. pág.277 
252 DEL MORAL GARCIA, A., Responsabilidad penal de las personas jurídicas, notas con ocasión de la 
reforma de 2015….op.cit., pág. 229 
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se encuentran empleados, o el interés general, entendiéndose por éste como el 
interés para la sociedad por la actividad que realice la empresa, como función 
fundamental para el conjunto de la ciudadanía253. Debe ser justificado, ya que se 
establece el verbo “probará”. Esta medida demuestra la finalidad que tiene el le-
gislador de procurar el menor perjuicio para terceros no responsables del hecho 
delictivo. El aplazamiento no se podrá solicitar254. 
Uno de los aspectos que es necesario tener en cuenta, en la pena de multa, es la 
cláusula establecida por el legislador en el art. 31ter.1255, respecto a la “modula-
ción” de la pena de multa cuando se imponga a la persona física que cometió el 
delito, y a la persona jurídica. No encontramos sentido alguno a esta modulación, 
bajo la que sólo podría pensarse en el caso de Pymes, o de sociedades uniperso-
nales, pero antes de entrar a valorar la proporcionalidad, se encontraría la ruptura 
del principio non bis in ídem, como ya explicamos en el epígrafe correspondiente, 
por lo que nos parece sin relevancia alguna256. Ya centrándonos en la legislación, 
no existe un criterio expreso de compensación, por lo que nos encontramos ante 
un criterio orientador, para el Tribunal. En el caso de las grandes corporaciones, 
no se encuentra sentido alguno a este precepto, por lo que entendemos que el Tri-
bunal podría no considerar desproporcionado establecer una pena de multa a cada 
una de las personas consecuente con los hechos cometidos, y no modular la 
pena257. 
 
 Pena de disolución: Como hemos establecido anteriormente, sólo se podrá impo-
ner esta pena si se trata de personas jurídicas criminalmente instrumentales, o cuya 
principal actividad sea delictiva, o bien sean multireincidentes. Conllevará la pér-
dida de personalidad jurídica, y cualquier forma de poder concurrir en el tráfico 
                                                          
253 Circular Fiscalía General del Estado, 1/2011… op.cit., pág.25 
254 FEIJOO SACHEZ, B.J, Las consecuencias jurídicas del delito…op.cit., pág.277 
255 “…Cuando como consecuencia de los mismos hechos se impusiere a ambas la pena de multa, los jueces 
o tribunales modularán las respectivas cuantías, de modo que la suma resultante no sea desproporcionada 
en relación con la gravedad de aquéllos.” 
256 DE LA MATA BARRANCO, N.J., y HERNANDEZ DIAZ, L., Los problemas de congruencia en la 
concreción y aplicación de las sanciones previstas para las personas jurídicas, en Responsabilidad penal 
de las personas jurídicas….op.cit., pág., 236 
257 FEIJOO SACHEZ, B.J, Las consecuencias jurídicas del delito…op.cit., pág.278. 
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mercantil. Así también debe de tratarse de hechos de especial gravedad, con re-
percusión social, delitos masa258, entre otros. En el caso de que sean consideradas 
organizaciones o grupos criminales, será obligada la disolución259. El C.P. no 
prevé la forma de disolución, por lo que la liquidación de la sociedad deberá ha-
cerse por los procedimientos dispuestos en la legislación civil y mercantil. 
 Pena de suspensión de actividades de la persona jurídica: Como hemos expre-
sado anteriormente, tendrá una duración máxima de 2 años, salvo que se trate de 
personas jurídicas reincidentes o cuya principal actividad sea delictiva, eleván-
dose el límite legal a 5 años.  
Se producirá la suspensión de las actividades sociales, sin llegar a la pérdida de 
personalidad jurídica, como sucede en la disolución, pero sí que se perderá la ca-
pacidad de actuar en el tráfico jurídico y mercantil. Hay diversas interpretaciones 
sobre si la suspensión es de toda la actividad empresarial o si podría darse la sus-
pensión de ciertos rectores de actividad relacionados con el delito260. Realizando 
una interpretación sistemática del art. 33.7 C.P., se puede entender que estaríamos 
ante una suspensión total, ya que existe la pena de prohibición de actividades re-
lacionadas con el delito durante cierto tiempo, por lo que nos encontraríamos ante 
la pena intermedia entre la disolución y la prohibición de actividades261. 
 Pena de clausura de locales y establecimientos: Como sucede con la pena ante-
rior nos encontramos con los límites de 2 y 5 años de pena bajo las mismas cir-
cunstancias.  
Se puede entender que, en este caso, sí que la cláusula puede afectar exclusiva-
mente a determinados locales o establecimientos, donde se haya facilitado la ac-
tividad delictiva262, como venía siendo de aplicación en el art.129 C.P.263, Así 
también lo entendió la jurisprudencia en la Sentencia de la Audiencia Provincial 
de Madrid, 248/2009, de 23 de junio. 
                                                          
258 Circular Fiscalía General del Estado, 1/2011… op.cit., pág.27. 
259 FEIJOO SACHEZ, B.J, Las consecuencias jurídicas del delito…op.cit., pág.286. 
260 Circular Fiscalía General del Estado, 1/2011… op.cit., pág.27. 
261 FEIJOO SACHEZ, B.J, Las consecuencias jurídicas del delito…op.cit., pág.287. 




 Pena de prohibición de actividades: En este caso, sí que sólo se pueden prohibir 
actividades relacionadas directamente, o que en el seno de ellas se cometa la acti-
vidad delictiva, así es previsto por el propio texto legal. Por ello, deberán quedar 
perfectamente delimitadas, en Sentencia, las actividades en las que se cometa el 
delito, ya que sólo se podrá prohibir esta actividad264. 
En esta sanción, sí se ve el sentido preventivo-especial negativo de la pena, ya que 
sólo es prohibición y no realizar acciones positivas para reestructuración de la 
sociedad265, aunque estas acciones positivas deberían ser valoradas en atención al 
orden constitucional, ya que, como sucede en el caso de la pena de los trabajados 
en beneficio de la comunidad, sólo pueden acordarse con el consentimiento de la 
persona física. 
En este supuesto, la prohibición puede ser temporal o definitiva, como hemos ex-
presado anteriormente, así como que tendrá una duración máxima de 2 años, a no 
ser que sea reincidente o instrumentalizada que podrá ser de 5 o multireincidente 
o instrumentalizada gravemente de 15. Debemos entender que, para que se diera 
la prohibición definitiva, debería haber una gravedad de hechos muy relevante, y 
también tenerse en cuenta los principios del art.66bis. C.P. 
 Pena de Inhabilitación: La inhabilitación tiene que ver con tres concesiones que 
son: la obtención de subvenciones y ayudas públicas, la contratación con el sector 
público, y el disfrute de beneficios o incentivos fiscales o de la Seguridad Social. 
Se pueden imponer acumulativamente las tres, pero el principio de proporciona-
lidad advierte de la necesariedad de imponer la mínima sanción que pueda ser 
efectiva, por lo que la imposición de una o varias deberá ser motivado266. Con esta 
pena se busca que el Estado no contrate con personas jurídicas con actividades 
delictivas y que no reciban ayudas o beneficios fiscales267, con el efectivo disua-
sorio que puede tener para muchas personas jurídicas, que por razones de su sector 
estén íntimamente relacionados con la Administración Pública. 
                                                          
264 Circular Fiscalía General del Estado 2011… op.cit., pág.27. 
265 FEIJOO SACHEZ, B.J, Las consecuencias jurídicas del delito…op.cit., pág.287. 
266 Ibidem, pág.288. 
267 Circular Fiscalía 1/2011… op.cit., pág.28. 
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Es de importancia destacar la necesidad de creación de registros unificados entre 
las Administraciones Públicas y los Tribunales, con el fin de que se ejecute la 
pena de inhabilitación. 
Como hemos expresado anteriormente, se regirán las mismas reglas de duración 
que en la pena de prohibición, excepcionado la permanente, que no podrá darse, 
pero sí los límites de 2, 5 y 15 años. 
 Pena de intervención judicial: Bajo el tenor literal del texto legal, se entiende 
que la intervención tiene una función de aseguramiento de los salarios de los tra-
bajadores y de los acreedores. Se deduce que tiene una función de vigilancia y 
control sobre la empresa y los órganos de cumplimiento, sobre el Consejo de Ad-
ministración, pero de cumplimiento de la legalidad. La intervención se podrá dar 
sobre toda la persona jurídica, o sobre determinados establecimientos268.  
Bajo la dicción de “salvaguardar los derechos de los trabajadores o acreedores”, 
se razona que sólo se podrá imponer esta pena en este supuesto, bajo una misión 
de vigilancia y control y que no se produzca un vaciamiento patrimonial de la 
sociedad269. 
Se trata de una sanción interdictiva que se basa en que no se produzcan los im-
pactos negativos que puede acarrear la disolución o suspensión de actividades, en 
aras a salvaguardar los derechos de terceros, y no tiene un fin mayor, pero sirve 
de respeto al principio de proporcionalidad.  
Puede modificarse o suspenderse en cualquier momento, a petición del interventor 
o del Ministerio Fiscal.  
Debe regularse la figura de interventor, que se dispuso que se desarrollaría regla-
mentariamente, tanto sus funciones, como cualificación como retribución, por res-
peto al principio de legalidad, parcheando hasta entonces, con la figura del inter-
ventor de la Ley de Enjuiciamiento Civil o con la figura del administrador con-
cursal, pero el principio de legalidad tambalea hasta entonces. 
                                                          
268 Circular Fiscalía 1/2011… op.cit., pág.28. 




A falta de previsión legal, debemos entender que el Juez encargado de ejecutar las 
sanciones interdictivas, debe ser el Juez sentenciador. 
 
Es llamativa la falta de sustitutivos de pena, como sucede en la persona física, y 
como vimos que en nuestros países cercanos se ha tratado, siendo valorable que se apli-
caran sustitutivos en caso de las penas interdictivas para el caso de que nos encontremos 
con personas no reincidentes, pero es entendible, que debido a esa potestad del Juez para 
imponer las penas en torno a sus circunstancias específicas, se establecerá una pondera-
ción adecuada de las circunstancias concurrentes al supuesto concreto, y se interpondrán 
las menos restrictivas, o incluso no se impondrán si las circunstancias del caso así lo 
aconsejan, pero deberían de ser reguladas, para poder ser solicitadas directamente por la 
defensa, sin esperar al arbitrio del Juez. 
 
2. Circunstancias modificativas 
En torno a las circunstancias modificativas que influirán en la pena, debemos es-
tablecer que nos encontramos con atenuantes y agravantes en la persona jurídica. Lo pri-
mero que debemos resaltar, es que no le afectan a la persona jurídica la circunstancias 
modificativas que se puedan dar en las personas físicas, según lo dispuesto en el artículo 
31ter.2C.P. 
Respecto a las agravantes, debemos destacar que no existe un numerus clausus 
como en las atenuantes, pero a la luz del art. 66bis.2 C.P. se puede entender que serían 
aplicables como agravantes, la reincidencia y la instrumentalidad delictiva de la persona 
jurídica270, que afectarán a las penas interdictivas, como ya hemos explicado anterior-
mente, en los límites de su vigencia o en su carácter permanente.  
En cuanto a las atenuantes, se encuentran establecidas en el art. 31quater C.P., 
estableciéndose una especie de numerus clausus, ya que se dispone que “expresamente” 
serán estas las circunstancias atenuantes, no pudiendo ser aplicadas alguna situación fá-
tica que pudiera ser aplicable de las establecidas para la persona física, como sería la 
                                                          
270 DEL MORAL GARCIA, A., Responsabilidad penal de las personas jurídicas, notas con ocasión de la 
reforma de 2015….op.cit., pág. 248. 
94 
 
atenuante de dilaciones indebidas. No obstante, no se encuentra reparo en la aplicación 
de esta atenuante por analogía, ya que sería favorable a reo, principio de inspiración en la 
interpretación de las normas penales271. 
No vamos a entrar a valorar en profundidad las atenuantes, ya que la atenuante de 
colaboración y la de implantación de medidas eficaces para la prevención del delito, fue-
ron tratadas en el epígrafe correspondiente a los modelos de prevención. La reparación 
del daño, art. 31quater c), no tiene ninguna especialidad con respecto a lo establecido para 
la persona física, y la confesión, art.31 quater a) tampoco, por lo que sólo reseñar que se 
debe de producir antes de que se haya realizado la imputación de la persona jurídica, 
aunque ya haya sido imputada la persona física, y debe ser realizada por sus representan-
tes legales, entendiendo que no tiene que haberse designado uno especialmente por la 
persona jurídica, al no estar investigada aún, pudiendo ser sus representantes legales or-
gánicos. Eso sí, debemos limitar las personas físicas, a aquellas que no se encuentren 
imputadas en el procedimiento, en garantismo de que no existan previsibles conflictos de 
intereses272. 
 
3. Extinción de la responsabilidad penal en la persona jurídica 
Respecto a la extinción de la responsabilidad penal y la cancelación de anteceden-
tes penales, se dará en los mismos supuestos que en la persona física, como ya dijimos 
anteriormente, las penas impuestas a la persona jurídica tendrán la consideración de gra-
ves, por lo que su prescripción se producirá a los 10 años.  
El delito prescribirá a los 5 años, tal como dispone el art. 131.1C.P., aunque podría 
ser valorable, que se estuviera a la pena en abstracto que le correspondiera a la persona 
física, en consonancia con  el art. 66bis.2 C.P., y por tanto en determinados delitos, pu-
diera prescribir  a los 10 años, cuestión que se dará cuando la pena de inhabilitación sea 
superior a los 5 años, pero en una interpretación en bona partem, debe considerarse que 
al no haber pena de prisión, debe ser de aplicación el tiempo de prescripción de 5 años 
establecido para “los demás delitos”. 
                                                          
271 MAZA MARTIN, J.M., Los delitos de carácter económico en la persona jurídica, Responsabilidad 
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En el caso de que se  haya condenado a la pena de disolución o de prohibición 
permanente de actividades, se cancelará su inscripción a los 50 años desde el día siguiente 
a la firmeza de la sentencia. 
En cuanto a las particularidades consiguientes a la persona jurídica establecidas 
en el artículo 130.2 C.P.273, debemos hacer algunas puntualizaciones: 
En primer lugar, deberemos atender al primer apartado, el de la transformación, 
fusión o absorción de la persona jurídica condenada, y que según el texto legal, se exten-
derá a la otra entidad que resulte de la operación mercantil.  
Debemos considerar que, para poder trasladar la responsabilidad penal a otra per-
sona jurídica, en respeto a los principios constitucionales de responsabilidad subjetiva y 
personalidad de las penas y sanciones, es preciso que haya existido algún tipo de hecho 
propio o infracción del deber de defecto de organización, en las entidades inicialmente 
no responsables, ya que, si no, se estaría imponiendo una pena a una persona jurídica que 
no ha cometido el hecho propio274, por lo que aun entendiendo el sistema establecido por 
política criminal, se considera que debe de reflexionarse acerca del método elegido por el 
legislador. 
Una vez establecido este primer criterio, debemos puntualizar que, en el caso de 
la transformación, fusión, o absorción la responsabilidad se extiende a la persona jurídica, 
transformada, fusionada o absorbida. En el caso de la escisión, la responsabilidad será 
extendida a ambas escisiones. Por ello, una cuestión a analizar en las operaciones mer-
cantiles de fusión y adquisición, será el riesgo de imputación y condena de la persona 
                                                          
273 2. La transformación, fusión, absorción o escisión de una persona jurídica no extingue su responsabi-
lidad penal, que se trasladará a la entidad o entidades en que se transforme, quede fusionada o absorbida 
y se extenderá a la entidad o entidades que resulten de la escisión. El Juez o Tribunal podrá moderar el 
traslado de la pena a la persona jurídica en función de la proporción que la persona jurídica originaria-
mente responsable del delito guarde con ella. No extingue la responsabilidad penal la disolución encu-
bierta o meramente aparente de la persona jurídica. Se considerará en todo caso que existe disolución 
encubierta o meramente aparente de la persona jurídica cuando se continúe su actividad económica y se 
mantenga la identidad sustancial de clientes, proveedores y empleados, o de la parte más relevante de 
todos y empleados, o de la parte más relevante de todos ellos. 
 
274 SERRANO ZARAGOZA, O., Reestructuración empresarial y responsabilidad penal de la persona 
jurídica, Revista de Derecho Concursal y Paraconcursal, Nº 24, Sección Ponencias y Estudios / IV Congreso 




jurídica, ya que se extiende la responsabilidad. Su extensión, claro está, deberá ser pro-
porcional a las características de la nueva situación. El problema se dará en el caso de las 
penas interdictivas, ya que nos encontraremos con una parte de la persona jurídica resul-
tante con una serie de limitaciones. En el caso de que sea condenada, una vez realizada la 
operación mercantil, el Juez deberá ponderar la imposición de la pena interdictiva a las 
nuevas circunstancias275. 
Es importante destacar que en una interpretación restrictiva, no podrá extenderse 
la responsabilidad en otro tipo de operaciones mercantiles que no sean las expresamente 
contenidas en el artículo, como, por ejemplo, sería el caso de la reestructuración276. 
El segundo supuesto del art. 130.2 C.P. es el de la disolución fraudulenta. En un 
primer momento, la disolución de la persona jurídica conlleva la extinción de la respon-
sabilidad penal, pero no es el caso, cuando se trata de disoluciones fraudulentas o aparen-
tes. En este supuesto, se contempla a la empresa como una unidad económica, y por ello, 
si sigue realizando la misma actividad económica, se la considera la misma empresa, ya 
sea sin titularidad o con otra. Se debe de haber realizado una disolución formal efectiva 
de la personalidad jurídica de la empresa, para encontrarnos en este supuesto277 
Los requisitos para considerar que ha realizado una disolución encubierta, es que 
se siga realizando la misma actividad económica, y que se mantengan los mismos clien-
tes, proveedores, trabajadores, o una parte relevante de la estructura. Son requisitos acu-
mulativos, por lo que no se podrá extender la responsabilidad penal a esa disolución, si 




                                                          
275 FEIJOO SACHEZ, B.J, Las consecuencias jurídicas del delito…op.cit., pág.288 
276 Recurso de Reforma, Diligencias Previas nº. 65/2013 de la Sala de lo Penal, de la Audiencia Nacional, 
Caso Bankia 
277 SERRANO ZARAGOZA, O., Reestructuración empresarial y responsabilidad penal de la persona 
jurídica…op.cit., pág.17. 






I. Para subsumir a la persona jurídica en la teoría del delito, deberemos tener un 
punto de vista de concepción de la norma jurídica, siguiendo a Silva Sánchez, 
como conducta instrumentalizada. En esta teoría, si las personas jurídicas son 
agentes económicos, se puede entender que puedan ser sujetos de las normas 
jurídicas penales. Es necesario que se realice una equivalencia entre la capacidad 
de acción de la persona física, como base para el establecimiento de su 
responsabilidad penal, con la capacidad de organización de la persona jurídica, 
bajo la teoría de la equivalencia funcional 
II. Para que se produzca el respeto tanto de los principios constitucionales como 
informadores del Derecho Penal, de responsabilidad subjetiva, y los principios de 
acción y de culpabilidad, debemos considerar que la responsabilidad penal de la 
persona jurídica, es una responsabilidad autónoma o propia 
III. El hecho típico que realiza la persona jurídica, la única conducta punible es su 
defecto o ausencia de organización que permite la comisión del delito por la 
persona física, su conducta típica es la descrita en el art.31bis del Código Penal 
IV. El apoyo a la primacía de la culpabilidad por falta de cultura empresarial es debido 
a que concebimos que el defecto de organización sería un elemento objetivo, 
perteneciente al tipo de injusto, a la antijuridicidad en su vertiente objetiva, pero 
no a la culpabilidad, entendiendo que en la culpabilidad debe haber algo más que 
ese dato objetivo constatable de que no se ha organizado bien la estructura 
empresarial, sino que debe de probarse esa culpabilidad en base a una cultura 
instaurada en la empresa de no cumplimiento de la legalidad, y de infidelidad a la 
norma y al Derecho. Es necesario dejar a un lado el único concepto válido de 
acción y por ende de culpabilidad de la persona jurídica, de autodeterminación 
por la libertad de acción, y establecer una nueva construcción en base a 
equivalencias de la teoría del delito 
V. Consideramos que las sociedades unipersonales, o pequeñas sociedades, no 
pueden tener capacidad de organización, y en una equivalencia con las personas 
físicas, no puede darse el elemento de antijuridicidad, por lo que resultarían 
inimputables, como sucedería en el caso de los menores de 14 años, debido a que 
al no tener capacidad de organizarse, por ser una estructura simple, no revestirían 
un injusto propio y por lo tanto no podrían tener responsabilidad penal.  
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VI. En el caso de las sociedades instrumentales, entendemos que no responderán 
penalmente como persona jurídica, ya que la estructura del art.31bis. no está 
diseñada para ellas, ya que no se podría entrar a valorar ni modelos de prevención, 
ni si existe cultura de cumplimiento,  por lo que la sanción penal a sus dirigentes, 
junto con el decomiso, serán reproche penal suficiente, aunque podría haberse 
previsto la consecuencia accesoria de disolución a través del art.129C.P. 
VII. Es adecuado el sistema de numerus clausus, debido a que aporta seguridad 
jurídica, pero creemos necesario que se produzca una reforma reposada de este 
sistema, con la inclusión de delitos que a todas luces deben estar contemplados 
como son el delito contra los trabajadores, delito de corrupción en los negocios o 
de falsedad documental y evitar la incongruencia de establecer en ciertos delitos 
consecuencias accesorias y en otros, penas, sin motivo aparente. 
VIII. El incumplimiento grave es respetuoso con el principio de intervención mínima 
del Derecho Penal, pero es necesario que los incumplimientos leves o menos 
graves, sean sancionados administrativamente o en la jurisdicción mercantil, 
debido a que la normativa comunitaria no establecía nada acerca de que el 
cumplimiento debiera ser grave 
IX. El hecho delictivo debe de ejecutarse en beneficio directo o indirecto de la persona 
jurídica, quedando constancia de la posibilidad de que no sólo sea una ventaja 
patrimonial,  sino generando otros provechos en el mercado: competencia frente 
a otras empresas del sector, riesgo reputacional, intereses en determinado ámbito, 
entre otros. Es un requisito de acción, en que la tentativa es suficiente, aunque no 
se haya obtenido finalmente el beneficio directo o indirecto y no influye el animus 
de la persona física que cometa el hecho 
X. Los modelos de prevención deben constatar que la persona jurídica actúa 
organizada, que sus actuaciones y actividades están regladas, que no actúa con 
organización defectuosa o sin ella. El modelo de cumplimiento será eficaz 
mientras que minimice el riesgo al máximo posible, al encontrarse la actuación 
dentro del riesgo permitido de la imputación objetiva, ya que el que se haya 
cometido el delito no tiene por qué ser un síntoma automático de que el modelo 
no es eficaz, pues no se puede exigir el riesgo cero, sino su minimización al 
máximo  
XI. Respecto a la naturaleza jurídica de la exención, consideramos que nos 
encontraríamos ante una causa de atipicidad. Correspondería a la tipicidad la 
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valoración de la idoneidad objetiva de los modelos de prevención, por lo que la 
implantación de medidas deriva en la inexistencia de la tipicidad. 
XII. El error de la persona jurídica por la implantación de los modelos de prevención 
del delito, por expertos reconocidos, lleva a creer que estos modelos, cumpliendo 
con todas las exigencias en ellos marcados, conllevarán la exención de la 
responsabilidad de la persona jurídica en una eventual comisión del hecho 
delictivo, y se debe considerar que nos encontraríamos ante un error de tipo, 
establecido en el art.14.1 C.P.. Al considerar que la conducta típica realizada por 
la persona jurídica es la descrita en el art.31bis.1 y que la naturaleza de la exención 
es una causa de atipicidad, consideramos como un error de tipo, la creencia 
errónea de que se están cumpliendo todos los elementos objetivos para que se 
pudiera dar la exención de la responsabilidad penal 
XIII. En los modelos de prevención del delito se deberá establecer un procedimiento de 
control sobre las decisiones de administradores y directivos, que corrobore si se 
están respetando los protocolos del programa de cumplimiento, de forma que se 
ratifique la voluntad social de la persona jurídica en las decisiones. 
XIV. Existen dos vertientes en los recursos financieros destinados a los modelos de 
prevención. Por un lado, el destino de los recursos financieros a la 
implementación, desarrollo y permanencia de los modelos de gestión y control, y 
por otra parte, la propia utilización de los recursos financieros de las empresas, 
para evaluar su destino y uso, en relación a actividades criminales que se pudieran 
llevar a cabo en su seno 
XV. El sistema  de denuncias debe ser confidencial, ya que es más respetuoso con los 
valores del cumplimiento de la legalidad y protección de datos. 
XVI. Para que el modelo sea eficaz, es necesario que se dé su actualización y 
verificación periódica, sin necesidad de que se haya producido una infracción o 
cambio y cuando se produzcan infracciones graves, es necesario que se tomen las 
medidas oportunas para comprobar cuáles son las causas de ese incumplimiento 
y se pueda dar la implementación de medidas para erradicarlas, en caso de que se 
estime necesario 
XVII. El órgano de cumplimiento debe formar parte de la empresa no puede ser un 
agente externo, precisamente por su condición de conocer la actividad interna de 
la empresa, y cumplimiento del efectivo modelo. Es importante tener en cuenta la 
100 
 
autonomía del órgano de cumplimiento, y establecer dentro de los modelos, 
especificaciones de protocolos en caso de que surjan conflictos de intereses. 
XVIII. Respecto a las “personas jurídicas de pequeñas dimensiones”, cuyas funciones de 
órgano de cumplimiento podrán ser asumidas por el órgano de administración, es 
preceptivo que se haga una valoración extensiva de los modelos con relación a las 
dimensiones de la empresa, y su modelo de cumplimiento, pudiendo ser rebajada 
la exigencia en función de su actividad. 
XIX. Se advierte la necesidad de trasladar los derechos fundamentales, recogidos en el 
artículo 24 de la Constitución española, a la persona jurídica, debido a que, al ser 
un sujeto idóneo para una imputación y acusación penal, deben ser respetados los 
derechos inherentes a cualquier imputado que pueda ser condenado penalmente. 
XX. Respecto al representante legal, aquellas personas físicas imputadas en la causa a 
título personal no deben poder representar a la persona jurídica, para evitar 
posibles conflictos de intereses, y que con ellas se pudieran ver vulnerados los 
derechos a la no autoincriminación de la persona jurídica, así lo mismo se debe 
aplicar a los testigos. 
XXI. El legislador ha pretendido la continuación del proceso penal aún cuando no se 
nombre representante legal o no comparezca. Se persigue que el procedimiento 
continúe y no se use a la persona jurídica como sujeto dilatador del procedimiento, 
a través de maniobras que se pudieran dar al no tratarse de una persona física, pero 
deberá ponderarse por el Juez instructor y el Tribunal las decisiones que se tomen 
respecto a ello, en aras de no vulnerar el derecho de defensa que le asiste a la 
persona jurídica 
XXII. Respecto a la aparente restricción de medidas cautelares aplicables a la persona 
jurídica, debemos valorar que se encuentran sistemáticamente encuadradas en las 
medidas cautelares personales y que, por tanto, podríamos interpretar que estas 
medidas, basándonos en su ubicación sistemática, son de carácter personal, pero 
no que no se pueden aplicar medidas de carácter real menos invasivas, y más 
adecuadas. Esta cuestión debería ser resuelta por el legislador, debido a que es de 
suma importancia, y debería incluirse mención a la imposición de medidas 
cautelares reales. 
XXIII. La persona jurídica podrá prestar su conformidad y no será vinculante para el 
juicio de los demás acusados, por lo que se entiende que podrá prestar su 
conformidad con independencia de lo que suceda con las demás acusaciones.  
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XXIV. En cuanto a la carga de la prueba en el proceso penal, la acusación debe probar el 
defecto de organización de los modelos de prevención ex ante a la comisión del 
hecho delictivo, objetivamente, mientras que la defensa debe probar que aun 
habiéndose cometido el delito, había instaurado una cultura corporativa de 
cumplimiento de la legalidad, y que aún habiendo una conducta fuera del riesgo 
permitido, la cultura estaba instaurada y por tanto no habría culpabilidad 
XXV. No encontramos sentido alguno a la “modulación” de la pena de multa cuando se 
imponga a la persona física que cometió el delito, y a la persona jurídica, ya que, 
antes de entrar a valorar la proporcionalidad, se encontraría la ruptura del principio 
non bis in ídem en el caso de las personas jurídicas de pequeñas dimensiones, por 
lo que nos parece sin relevancia alguna. En el caso de las grandes corporaciones, 
entendemos que el Tribunal podría no considerar desproporcionado establecer una 
pena de multa a cada una de las personas consecuente con los hechos cometidos, 
y no modular la pena. 
XXVI. Es llamativa la falta de sustitutivos de pena, como sucede en la persona física, 
siendo valorable que se aplicaran sustitutivos en caso de las penas interdictivas 
para el caso de que nos encontremos con personas no reincidentes, pero es 
entendible que, debido a esa potestad del Juez para imponer las penas en torno a 
sus circunstancias específicas, se establecerá una ponderación adecuada de las 
circunstancias concurrentes al supuesto concreto. 
XXVII. En cuanto a las atenuantes, estableciéndose una especie de numerus clausus, ya 
que se dispone que “expresamente” serán estas las circunstancias atenuantes, no 
pudiendo ser aplicada alguna situación fática que pudiera ser aplicable de las 
establecidas para la persona física, como sería la atenuante de dilaciones 
indebidas. No obstante, no se encuentra reparo en la aplicación de esta atenuante 
por analogía, ya que sería favorable a reo, principio de inspiración en la 
interpretación de las normas penales. 
XXVIII. Respecto al traslado la responsabilidad penal a otra persona jurídica por 
operaciones mercantiles como fusión, absorción o escisión, no se comparte el 
sistema elegido, ya que para poder trasladar la responsabilidad penal a otra 
persona jurídica, en respeto a los principios constitucionales de responsabilidad 
subjetiva y personalidad de las penas, es preciso que haya existido algún tipo de 
hecho propio o infracción del deber de defecto de organización, en las entidades 
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inicialmente no responsables, ya que, si no, se estaría imponiendo una pena a una 
persona jurídica que no ha cometido el hecho propio, por lo que aun entendiendo 
el sistema establecido por política criminal, se considera que debe de reflexionarse 
acerca del método elegido por el legislador. 
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